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	INFORMACIÓN GENERAL:



	Fecha de corte del informe:
	31 diciembre de 2021

	Proyecto:
	Actualización de la Política de Acceso a la Justicia y Equiparación de Oportunidades para las Personas en Situación de Discapacidad. 

	Código:
	9993- Comisión de Acceso a la Justicia

	Fecha de inicio del proyecto
	03 de noviembre de 2021
	Fecha de fin:
	31 de diciembre 2022

	Elaboración y revisión
	Firmas

	Elaborado por:
	Angie Calderón Chaves
	


	Revisado por:
	
Magistrado Jorge Olaso Álvarez 
Magistrada Damaris Vargas Vázquez

	

	Aprobado por:
	
Magistrado Jorge Olaso Alvarez
Magistrada Damaris Vargas Vázquez


	



	I. DESCRIPCIÓN DEL AVANCE



	1. Porcentajes de Avance del Proyecto 

	
	
	Fecha
	Porcentaje de avance

	Porcentaje anterior
	31 diciembre de 2021
	Una acción ejecutada conforme cronograma de trabajo, que corresponde a la Estrategia de Comunicación.





	2. Aspectos relevantes del proyecto

	Durante el periodo del 03 de noviembre de 2021 al 31 de diciembre de 2021 se realizaron las siguientes acciones. 

A) Finalización del Estudio de Factibilidad y del Plan de Gestión por parte de la Unidad de Acceso a la Justicia, a cargo de Angie Calderón Chaves. La documentación fue puesta en conocimiento del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad; quienes mediante correo electrónico dieron su VB. 
· Se adjuntan correos con VB. 




B) Se procedió con la Comunicación de los documentos a la Dirección de Planificación, en el plazo otorgado. Se adjunta correo respaldo, comunicado en fecha del 04 de noviembre de 2021.  



C) Se hizo modificación en el nombre del proyecto de la Política. Se completó formulario solicitado por parte de la Dirección de Planificación, se conoció el mismo en la sesión de noviembre de la Comisión de Acceso a la Justicia, se aprobó y se procedió con la comunicación a la Dirección de Planificación mediante oficio CACC-907-2021. Se adjunta oficio de la comunicación del acuerdo y la plantilla completada. 


[bookmark: _MON_1702883234]

D) En cumplimiento del cronograma de trabajo, se desarrolló la propuesta de la Estrategia de Comunicación, la cual contó con el VB del Magistrado Jorge Olaso y la Magistrada Damaris Vargas Vásquez. 
· Se adjunta la Estrategia de comunicación. 
· Se adjuntan las cápsulas confeccionadas. 




· Se encuentra pendiente la publicación de la nota de prensa “Entrevista” realizada al Magistrado Olaso y a la Magistrada Vargas. Dicha entrevista se realizó el 16 de diciembre de 2021. De esta acción se encuentra como responsable la Licda. Andrea Marín Mena, del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, quien indicó vía correo electrónico en fecha del 05 de enero de los corrientes que a la brevedad saldrá la nota. 

E) Por solicitud de la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, mediante oficio No.DVV-SP-99-2021 Se confeccionó carpeta en página Web de la Comisión de Acceso a la Justicia, donde se cargó toda la información del proyecto de la Política generada hasta el momento. Verificable en el siguiente link: http://accesoalajusticia.desarrollo/




F) Para agenda de la sesión del 12 de enero de 2022, toda la documentación elaborada hasta el momento, y aprobada por el Magistrado Olaso y la Magistrada Vargas, para la aprobación final por parte de la Comisión de Acceso a la Justicia, según se solicitó en acuerdo tomado en la sesión del mes de diciembre de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, artículo II, y por parte de doña Melissa Benavides. (Documentación aprobada en  la Subcomisión de Discapacidad).

G) Importante indicar que toda esta documentación, y sus respectivos documentos anexos y de respaldo fueron comunicados mediante correo electrónico con fecha del 04 de enero de los corrientes a la Máster Melissa Benavides Víquez, tomando en consideración que asumirá el liderazgo de dicho proyecto, según consta en oficio No. 11442-2021 Acuerdo Proyectos Consejo Superior, Secretaría General de la Corte. 

H) Como parte de las coordinaciones realizadas, se elaboró una oferta de Cooperación ante el Alto Comisionado de Naciones Unidas, mediante coordinación con la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales. Deberá hacerse el seguimiento respectivo ante la OCRI con la finalidad de conocer si se ha obtenido alguna respuesta por parte de Naciones Unidas. La OCRI no ha brindado información al respecto hasta el momento. Se adjunta documento elaborado. 



I) Se compartió con doña Melissa de manera confidencial la información de los Foros Consultivos del CONAPDIS, información facilitada por dicha institución. (contactos personas con discapacidad).  


	3. Lista y estado de productos entregables

	
	COD
	Productos Entregables
	Estado del entregable
	Observaciones

	
	
	Estado
	% de avance
	

	
	Estudio de Factibilidad 
	Completado
	100%
	Se completo, tiene VB Directores Proyecto. Entregado a Planificación.


	
	Plan de Gestión 
	Completado 
	100%
	Se completo, tiene VB Directores Proyecto. Entregado a Planificación.


	
	Formulario Cambio de nombre 
	
	100%
	Completado, tiene VB Comisión, comunicado a Planificación. 

	
	Estrategia de comunicación interna y externa
	En progreso
	80%
	Estrategia confeccionada y aprobada. De dos acciones concretas. una ejecutada, una pendiente que se encuentra en proceso.  





	4. Justificación atrasos, medidas correctivas u observaciones

	
Se encuentra pendiente una acción de la estrategia de comunicación que consiste en la publicación de la Nota de Prensa “Entrevista” realizada a la Magistrada Vargas Vásquez y al Magistrado Olaso Álvarez. La misma no pudo concretarse en diciembre en razón de los múltiples compromisos de ambos para fin de año. De esta acción se encuentra como responsable la Licda. Andrea Marín Mena, del Departamento de Prensa y Comunicación; ya se hizo el seguimiento respectivo, mediante correo electrónico del 05 de enero de 2022. 


	5. Problemas presentados

	No se presentó ningún problema

	Actividad
	Problema
	Acción
	Responsable
	Plazo
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San José, 22 de noviembre del 2021

Oficio CACC-907-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio

Señora

Nacira Valverde Bermúdez

Directora, Dirección de Planificación

Poder Judicial

S.D.



Estimada señora:

Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Comisión de Acceso a la Justicia en la sesión virtual celebrada el 10 de noviembre de 2021, en donde se acordó:

“ARTÍCULO VII

Tema: Recepción del Oficio No. 1221-PLA-PP-2021 de la Dirección de Planificación, en respuesta a acuerdo tomado en la sesión del mes de octubre de la Comisión de Acceso a la Justicia: Cambio de nombre del proyecto de política de Discapacidad. 









SE ACUERDA: 1. Tomar nota del oficio No. 1221-PLA-PP-2021 de la Dirección de Planificación y de la plantilla confeccionada, la cual se elaboró conforme con lo solicitado. 2. Comunicar a la Dirección de Planificación, para su validación y criterio correspondiente.  



Sin otro particular, se despide de usted atentamente,

Licda. Angie Calderón Chaves

Encargada a.í.

Unidad de Acceso a la Justicia

Poder Judicial

CC:



PD: Mucho le agradeceré copiar su respuesta a las siguientes personas:

           Estefani Ceciliano Segura, Asistente Administrativa
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San José - Costa Rica



Telf.   2295-3600 / 3599 / Apdo.  95-1003 / planificacion@poder-judicial.go.cr





1221-PLA-PP-2021


 Ref. SICE: 1971-21


28 de octubre de 2021


Licenciada


Angie Calderón Chaves, Coordinadora a.i


Unidad Acceso a la Justicia


Estimada señora:


Le transcribo el informe suscrito por el Lic. Minor Alvarado Chaves, Jefe del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucional, que indica: 


” Mediante oficio CACC-853-2021 de este 25 de octubre, la Licda. Angie Calderón Chaves, Coordinadora a.í. de la Unidad de Acceso a la Justicia, comunicó el acuerdo tomado por la Comisión de Acceso a la Justicia en la sesión del 13 de octubre del año en curso, artículo VII, donde se dispuso entre otras cosas lo siguiente: 



“1. Tener por recibido el Oficio No. DVV-SP-77-2021 y la propuesta de actualización del Acta Constitutiva por parte de doña Damaris Vargas Vásquez. 2. Trasladarlo para el conocimiento de la Dirección de Planificación para su revisión y criterio técnico. 3. Se concede a la Dirección de Planificación un plazo de cinco días hábiles para sus observaciones. 4. Comunicar por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.” (Subrayado no corresponde al original)


De esta forma, a continuación, se detallan las principales consideraciones relacionadas con la revisión de la documentación remitida:



1. La Corte Plena en sesión 16-2021 del 16 de abril del 2021, artículo XVIII conoció el oficio DVV-SP-11-2021 del 12 de marzo del 2021, donde se solicitaba la aprobación del proyecto de actualización de la Política para el Acceso a la Justicia de las personas en situación de Discapacidad del Poder Judicial, en dicho documento se adjuntó la propuesta de Acta de Constitución del proyecto, para lo cual se acordó:


Acoger la propuesta de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad respecto del “Proyecto de actualización de la Política para el Acceso a la Justicia de las personas en situación de Discapacidad del Poder Judicial”


2. En relación con lo definido por la metodología de administración de proyectos, en cuanto a la gestión y control de cambios en los proyectos, se destaca que el informe 1937-PLA-PE-2020 aprobado por la Corte Plena en sesión 02-2020, artículo XXXIII establece lo siguiente:



“3.3.6. En los casos en que se determine la necesidad de realizar un cambio significativo en el proyecto, debe estar justificado y contar con el aval del Director(a) del proyecto y/o la Persona Jerarca Impulsor.



3.3.7. Para formular la solicitud de cambio, se debe completar el formulario F07.UEPPI.19 Solicitud de cambio y remitirlo a la Dirección de Planificación. 



3.3.8. La Dirección de Planificación, se encargará de analizar el impacto e implicaciones del cambio solicitado y emitirá su criterio técnico ante el Ente Superior- sea el Consejo Superior o la Corte Plena- según sea el caso.”


3. De esta, según lo descrito y mencionado en el punto anterior, para que esta Dirección pueda emitir un criterio, es necesario que previamente la Comisión de Acceso a la Justicia atienda lo establecido en la metodología de administración de proyectos, para lo cual se adjunta a continuación el formulario que se debe completar y remitir a esta Dirección, en el cual se deben detallar las razones y justificación del cambio.
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4. Como último punto es relevante indicar que en caso de requerir colaboración o apoyo en la elaboración del formulario se pone a disposición el personal de la Unidad Estratégica del Portafolio de Proyecto, que se encuentra anuente a brindar cualquier ayuda o asesoría en la aplicación de la metodología de administración de proyectos en la gestión de los proyectos estratégicos, para ello pueden contactar al Lic. Alexis Hernández Gutiérrez o a la Ing. Yesenia Salazar Guzmán. ”.


			INFORME


			NOMBRE


			PUESTO





			Elaborado por:


			Ing. Yesenia Salazar Guzmán


			Coordinadora de Unidad





			Aprobado por:


			Lic. Minor Alvarado Chaves


			Jefe Subproceso Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucional





			Visto Bueno


			Máster Erick Mora Leiva


			Jefe Proceso de Planeación y Evaluación








Atentamente,



Erick Antonio Mora Leiva, Jefe 



Proceso Planeación y Evaluación



Copias: 


· Estefani Maria Ceciliano Segura, Asistente Administrativo



Unidad de Acceso a la Justicia



· Archivo


bls


Ref. 1971-21


1


Trabajamos por el desarrollo de la administración de justicia                               con proyección e innovación
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				DATOS GENERALES DEL PROYECTO:















				Código del Proyecto:



				







				Nombre del Proyecto:



				







				Líder de proyecto:



				







				Jefatura o Administrador de Proyecto:



				







				Director:



				







				Patrocinador:



				















				SOLICITUD DE CAMBIO:















				Fecha solicitud



				<AAAA-MM-DD> Fecha en que se elabora el documento.







				Número de cambio



				<Número del cambio durante el proyecto>







				Nombre del solicitante



				<Nombre del solicitante del cambio>







				Rol del solicitante



				<Indicar el rol en el proyecto de la persona que solicita >















				1. Cambio propuesto: 







				 <Breve descripción del cambio solicitado: Alcance, cronograma, costos>







				2. Justificación del cambio







				 <Indicar aquello que no se previó o justificar la causa del cambio>























				3. Registro del impacto:







				



				Tipo de impacto



				Afecta



				Descripción







				



				SI



				NO



				







				Técnico



				



				



				







				Costo



				



				



				







				Cronograma



				



				



				







				Rendimiento



				



				



				







				Recursos



				



				



				







				En otros proyecto o procesos



				



				



				































				RESOLUCIÓN















				



				Aceptado         



				



				Rechazado  



				



				Aceptado con condiciones















				Detalle de las razones:  







				<Indicar cuál fue la razón por la cual se Aceptó, Replanteó o queda pendiente el cambio propuesto >







				Responsable   







				Nombre



				<indique el nombre completo y firma del responsable de implementar el cambio>







				Fecha:



				



















				AUTORIZADO O RECHAZADO POR: 















				



				Nombre



				Fecha



				Firma







				Líder de proyecto:



				



				



				







				Director:



				



				



				







				Patrocinador:
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			PODER JUDICIAL


REPÚBLICA DE COSTA RICA


			Código:


F07.UEPPI.19





			


			SOLICITUD DE CAMBIO


			Página


0 de 0





			


			


			Versión:


1














			DATOS GENERALES DEL PROYECTO:











			Código del Proyecto:


			





			Nombre del Proyecto:


			Política de Equiparación de Oportunidades y de Acceso a la Justicia para las Personas con Discapacidad y su Plan de Acción.





			Líder de proyecto:


			Angie Calderón Chaves, Unidad de Acceso a la Justicia.





			Jefatura o Administrador de Proyecto:


			Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad. 





			Director:


			Magistrada Damaris Vargas Vásquez, y Magistrado Jorge Olaso Álvarez. 





			Patrocinador:


			Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad. 











			SOLICITUD DE CAMBIO:











			Fecha solicitud


			05 de noviembre de 2021





			Número de cambio


			001





			Nombre del solicitante


			Magistrada Damaris Vargas Vásquez, coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 





			Rol del solicitante


			Directora del Proyecto. 











			1. Cambio propuesto: 





			Se solicita cambiar el nombre del proyecto de la  Política en trámite, la cual originalmente se indicó como “Política de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad”, para que en su lugar se lea correctamente como “Política de Equiparación de Oportunidades y de Acceso a la Justicia para las Personas con Discapacidad y su Plan de Acción”.


 





			2. Justificación del cambio





			El cambio solicitado se da con motivo a la consulta realizada al CONAPDIS como ente rector en la materia, sobre el proyecto en desarrollo, en donde se había visualizado en un inicio la actualización de dos instrumentos independientes, una de ellas denominada política de acceso a la justicia de personas con discapacidad, y el otro producto, como Política de Equiparación de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. Siendo que el CONAPDIS informó que lo correcto era construir una única política institucional integral que reuniera todos los elementos necesarios y ajustes conforme con la normativa nacional vigente. Considerando además las Convenciones Internacionales de Derechos Humanos. De manea que, el CONAPDIS sugiere respetuosamente fusionar las propuestas y en su lugar construir un único instrumento. 


Dicha recomendación se da en concordancia con lo que establece la Ley 7600 y su reglamento; así como las leyes No. 9171 y 8661. 








			3. Registro del impacto:





			


			Tipo de impacto


			Afecta


			Descripción





			


			SI


			NO


			





			Técnico


			


			X


			


El cambio de nombre del proyecto de Actualización de la Política no afecta o incide en el desarrollo del mismo, conforme con lo planteado desde un inicio, y conforme con los documentos desarrollados: Estudio de Factibilidad, y Plan de Gestión. El nombre propuesta ya fue incluido en el desarrollo de los mismso.  





			Costo


			


			X


			





			Cronograma


			


			X


			





			Rendimiento


			


			X


			





			Recursos


			


			X


			





			En otros proyecto o procesos


			


			X


			























			RESOLUCIÓN











			


			Aceptado         


			


			Rechazado  


			


			Aceptado con condiciones











			Detalle de las razones:  





			<Indicar cuál fue la razón por la cual se Aceptó, Replanteó o queda pendiente el cambio propuesto >





			Responsable   





			Nombre


			Damaris Vargas Vásquez, Magistrada coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia. 





			Fecha:


			21 de septiembre de 2021 (Referencia: Oficio No. DVV-SP-77-2021).














			AUTORIZADO O RECHAZADO POR: 











			


			Nombre


			Fecha


			Firma





			Líder de proyecto:


			Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


			13 octubre 2021


			





			Director:


			Sra. Damaris Vargas Vásquez, Magistrada


Sr. Jorge Olaso Álvarez, Magistrado. 


			13 octubre 2021


			





			Patrocinador:


			Comisión de Acceso a la Justicia


Subcomisión de Acceso a la Justicia y Unidad de Acceso a la Justicia. 


			13 octubre 2021
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		PODER JUDICIAL

REPÚBLICA DE COSTA RICA

		Código:

F07.UEPPI.19



		

		SOLICITUD DE CAMBIO

		Página

2 de 3



		

		

		Versión:

1









		DATOS GENERALES DEL PROYECTO:







		Código del Proyecto:

		



		Nombre del Proyecto:

		Política de Equiparación de Oportunidades y de Acceso a la Justicia para las Personas con Discapacidad y su Plan de Acción.



		Líder de proyecto:

		Angie Calderón Chaves, Unidad de Acceso a la Justicia.



		Jefatura o Administrador de Proyecto:

		Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad. 



		Director:

		Magistrada Damaris Vargas Vásquez, y Magistrado Jorge Olaso Álvarez. 



		Patrocinador:

		Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad. 







		SOLICITUD DE CAMBIO:







		Fecha solicitud

		05 de noviembre de 2021



		Número de cambio

		001



		Nombre del solicitante

		Magistrada Damaris Vargas Vásquez, coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 



		Rol del solicitante

		Directora del Proyecto. 







		1. Cambio propuesto: 



		Se solicita cambiar el nombre del proyecto de la  Política en trámite, la cual originalmente se indicó como “Política de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad”, para que en su lugar se lea correctamente como “Política de Equiparación de Oportunidades y de Acceso a la Justicia para las Personas con Discapacidad y su Plan de Acción”.

 



		2. Justificación del cambio



		El cambio solicitado se da con motivo a la consulta realizada al CONAPDIS como ente rector en la materia, sobre el proyecto en desarrollo, en donde se había visualizado en un inicio la actualización de dos instrumentos independientes, una de ellas denominada política de acceso a la justicia de personas con discapacidad, y el otro producto, como Política de Equiparación de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. Siendo que el CONAPDIS informó que lo correcto era construir una única política institucional integral que reuniera todos los elementos necesarios y ajustes conforme con la normativa nacional vigente. Considerando además las Convenciones Internacionales de Derechos Humanos. De manea que, el CONAPDIS sugiere respetuosamente fusionar las propuestas y en su lugar construir un único instrumento. 

Dicha recomendación se da en concordancia con lo que establece la Ley 7600 y su reglamento; así como las leyes No. 9171 y 8661. 





		3. Registro del impacto:



		

		Tipo de impacto

		Afecta

		Descripción



		

		SI

		NO

		



		Técnico

		

		X

		

El cambio de nombre del proyecto de Actualización de la Política no afecta o incide en el desarrollo del mismo, conforme con lo planteado desde un inicio, y conforme con los documentos desarrollados: Estudio de Factibilidad, y Plan de Gestión. El nombre propuesta ya fue incluido en el desarrollo de los mismso.  



		Costo

		

		X

		



		Cronograma

		

		X

		



		Rendimiento

		

		X

		



		Recursos

		

		X

		



		En otros proyecto o procesos

		

		X

		















		RESOLUCIÓN







		

		Aceptado         

		

		Rechazado  

		

		Aceptado con condiciones







		Detalle de las razones:  



		<Indicar cuál fue la razón por la cual se Aceptó, Replanteó o queda pendiente el cambio propuesto >



		Responsable   



		Nombre

		Damaris Vargas Vásquez, Magistrada coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia. 



		Fecha:

		21 de septiembre de 2021 (Referencia: Oficio No. DVV-SP-77-2021).









		AUTORIZADO O RECHAZADO POR: 







		

		Nombre

		Fecha

		Firma



		Líder de proyecto:

		Magistrada Damaris Vargas Vásquez 

		13 octubre 2021

		



		Director:

		Sra. Damaris Vargas Vásquez, Magistrada

Sr. Jorge Olaso Álvarez, Magistrado. 

		13 octubre 2021

		



		Patrocinador:

		Comisión de Acceso a la Justicia

Subcomisión de Acceso a la Justicia y Unidad de Acceso a la Justicia. 

		13 octubre 2021
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Estrategia de Comunicación

Proyecto de Actualización

Política de Equiparación de Oportunidades y de Acceso a la Justicia para las Personas con Discapacidad y su Plan de Acción



		

Estrategia de Comunicación





		Institución Responsable de la Ejecución 

		Comisión de Acceso a la Justicia 

Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas en Situación de Discapacidad 

Unidad de Acceso a la Justicia 



		Colaboradores Adicionales: 

Personas integrantes de la Comisión y Subcomisión de Acceso a la Justicia. 

CONAPDIS

Personas en situación de Discapacidad (Foros Consultivos CONAPDIS).





		Persona Responsable de la Institución 

		Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia.

 

Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas en situación de Discapacidad.

  

Angie Calderón Chaves, Unidad de Acceso a la Justicia

		jolaso@poder-judicial.go.cr









dvargas@poder-judicial.go.cr









acalderonc@poder-judicial.go.cr



		Instituciones Externas colaboradoras 

		CONAPDIS, Defensoría de los Habitantes, Foros Consultivos-CONAPDIS. 

		Mediante coordinación interinstitucional. 





		

Descripción del Compromiso





		Duración 



		Noviembre y diciembre de 2021.



Replicable en 2022 con modificaciones y actualizaciones que se vayan generando trimestralmente.  



		¿Cuál es la problemática que el compromiso aborda?



		Comunicar la necesidad que existe para actualizar la política institucional en materia de discapacidad, con la finalidad de atender las necesidades particulares de las personas en situación de discapacidad que demandan un servicio judicial a nivel nacional; a la luz de actualizaciones o nuevos instrumentos normativos nacionales e internacionales que tutelan los derechos fundamentales de esta población. 

Asimismo, se vuelve necesario actualizar la política institucional en concordancia con los lineamientos institucionales que han derivado recientemente para tal efecto, como lo es por ejemplo: el Modelo de Políticas Institucionales (MIDEPLA), Metodología de Administración de Proyectos y bajo los principios de cocreación y colaboración (Política de justicia abierta). 





		¿Cuál es el compromiso?

		Desarrollar una estrategia de comunicación que permita dar a conocer con mayor detalle el proyecto de actualización de la “Política de Equiparación de Oportunidades y de Acceso a la Justicia para las Personas con Discapacidad y su Plan de Acción”, para que tanto personas usuarias internas como externas que demandan los servicios del Poder Judicial tengan conocimiento del inicio formal del proyecto, así como los alcances que el mismo tendrá en beneficio de las personas usuarias que demandan un servicio ágil, oportuno, eficiente. 

Es importante que las personas usuarias internas y externas, particularmente personas en situación de discapacidad tengan conocimiento sobre esta importante acción; pero además, que nos puedan retroalimentar y enriquecer durante el desarrollo del proyecto para generar un producto acorde con sus necesidades particulares.   



		Principios Institucionales con los que se relaciona el Proyecto 

		Acceso a la Justicia

Igualdad de Género

Transparencia 

Acceso a la Información 

Rendición de Cuentas

Colaboración





		Recursos necesarios

		Recurso humano:

-Recurso de la Unidad de Acceso a la Justicia.

-Apoyo y coordinación por parte del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, y la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Jefaturas. 

-Personas integrantes de la Comisión y Subcomisión especializadas. 

-Representantes de CONAPDIS, designados para orientas y apoyar el proceso.



Suministros: 

-Acceso a internet, intranet, Redes sociales institucionales, Página Web institucional y de la Comisión de Acceso a la Justicia.



Documentación

-Acta Constitutiva, Plan de Gestión, Estudio de Factibilidad, Acuerdo CorTe Plena, etc. 





		Población Objetivo

		Todas las personas usuarias internas y externas que puedan tener un contacto directo o indirecto con la institución (personal judicial, personas usuarias en general especialmente en situación de discapacidad, instituciones gubernamentales y no gubernamentales).  



Personas en situación de Discapacidad (Foros Consultivos del CONAPDIS). 







		Actividad

		Fecha de Inicio

		Fecha de Término





		Elaboración de la Estrategia 

		Noviembre 2021

		Diciembre 2021





		Implementación y/o Ejecución de la Estrategia  



		

		Diciembre 2021



Replicable en 2022





		Metas

		Indicadores

		Implementación





		1. Que a diciembre de 2021 se haya diseñado una campaña de comunicación en el marco del Proyecto de actualización de la Política de Equiparación de Oportunidades y de Acceso a la Justicia para las Personas con Discapacidad y su Plan de Acción.



		1.1. Campaña diseñada mediante cápsulas informativas con el apoyo del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional.



1.2. Replicar la campaña por diferentes medios electrónicos disponibles en la institución en colaboración con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional. 



1.3. Replicar la información por redes sociales autorizadas en la institución (Facebook, Página Web Oficial del Poder Judicial).



1.4. Cargar y mantener disponible la información en la Página Web de la Comisión de Acceso a la Justicia, en el minisitio de Discapacidad. 



1.5. Solicitar la colaboración a instituciones aliadas como CONADPIS, Defensoría de los Habitantes, Colegio de Abogados y Abogadas entre otras para compartir y socializar la información con sus contactos, personas agremiadas, etc.  



1.6. Solicitar colaboración a los Departamentos de Prensa y Comunicación del Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público y Defensa Pública, para replicar la información. (intranet, páginas Web, etc. ).

		Diciembre de 2021



		2. Que a diciembre de 2021 se gestione un comunicado de Prensa (entrevista) al Magistrado Jorge Olaso Álvarez y Magistrada Damaris Vargas Vásquez sobre el proyecto en desarrollo con la finalidad de que se exponga y visualice la importancia del mismo, los alcances del proyecto, población beneficiaria, objetivos, etc. 

		2.1. Entrevista al Magistrado Jorge Olaso Álvarez y Magistrada Damaris Vargas Vásquez. 



2.2. Divulgar de manera masiva en medios internos y externos el comunicado de Prensa, incluyendo el Observatorio Judicial, y en el informativo judicial semanal. 





		Noviembre-Diciembre 2021



		Seguimiento de la Campaña 

		La Unidad de Acceso a la Justicia será  la instancia responsable de dar el seguimiento respectivo al cumplimiento de la estrategia de comunicación que se diseñe. Además de establecer todas las coordinaciones necesarias. 

		A diciembre de 2021 todas las metas deberán estar ejecutadas.
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2021-Comisión de Acceso a la Justicia/ Subcomisión de Acceso a la Justicia para personas con discapacidad/ Unidad de Acceso a la Justicia
Sección de Comunicación Organizacional. Depto. de Prensa y Comunicación Organizacional 


Poder Judicial: fortaleza de nuestra Democracia


Actualización de la Política de Equiparación de 
Oportunidades y de Acceso a la Justicia para las 
Personas con Discapacidad y su Plan de Acción


La Corte Plena aprobó este 2021 el proyecto que tiene como
fin actualizar la Política de Equiparación de Oportunidades y
de Acceso a la Justicia para las Personas con Discapacidad y
su Plan de Acción del Poder Judicial.


Este proyecto fue planteado por la Comisión de Acceso a la
Justicia, la Subcomisión de Acceso a la Justicia para personas
con discapacidad y la Unidad de Acceso a la Justicia y se
encuentra alineado al Plan Estratégico del Poder Judicial
2019/2024, específicamente al eje transversal de Acceso a la
Justicia.


¿Cuál es la importancia de la actualización de esta Política Institucional?


1.


PODER JUDICIAL


La política institucional en materia de discapacidad vigente en el Poder Judicial fue aprobada por Corte Plena en mayo
del 2008 y con el fin de atender las necesidades particulares actuales de las personas en situación de discapacidad es que
se requiere actualizarla tomando en cuenta la normativa nacional e internacional que tutela los derechos fundamentales
de dicha población.


Además es necesario actualizar la política institucional en concordancia con los lineamientos institucionales que han
derivado recientemente para tal efecto, como lo son el Modelo de Políticas Institucionales (MIDEPLAN), Metodología de
Administración de Proyectos, Metodología de Políticas Públicas del Poder Judicial, los altos estándares internacionales, y
bajo los principios de cocreación y colaboración (Política de Justicia Abierta).


Para este proyecto se está gestionando por medio de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI) la
posibilidad de obtener cooperación internacional con el apoyo del Alto Comisionado de Naciones Unidas.







2021-Comisión de Acceso a la Justicia/ Subcomisión de Acceso a la Justicia para personas con discapacidad/ Unidad de Acceso a la Justicia
Sección de Comunicación Organizacional. Depto. de Prensa y Comunicación Organizacional 


Poder Judicial: fortaleza de nuestra Democracia


Actualización de la Política de Equiparación de 
Oportunidades y de Acceso a la Justicia para las 
Personas con Discapacidad y su Plan de Acción


2.


PODER JUDICIAL


¿Quiénes participan en el proceso de actualización de esta 
Política institucional? 


Para la actualización de la Política de Equiparación de Oportunidades y de
Acceso a la Justicia para las Personas con Discapacidad y su Plan de Acción
participan personas expertas del Poder Judicial y externas a dicha institución,
distintos colectivos de personas con discapacidad y también se dispondrá del
apoyo y asesoría del Conapdis como ente rector en materia de discapacidad.


Con el fin de que el proceso sea colaborativo y se obtenga la
retroalimentación necesaria acerca de las necesidades particulares que tiene
la población con discapacidad, se tiene programado efectuar mesas de
trabajo y talleres entre otros.


Durante el 2021 se han realizado diversas sesiones de trabajo para avanzar
con la I y II etapas en cuanto a la oficialización del proyecto y la revisión de la
Política actual.







2021-Comisión de Acceso a la Justicia/ Subcomisión de Acceso a la Justicia para personas con discapacidad/ Unidad de Acceso a la Justicia
Sección de Comunicación Organizacional. Depto. de Prensa y Comunicación Organizacional 


Poder Judicial: fortaleza de nuestra Democracia


Actualización de la  Política de Equiparación de 
Oportunidades y de Acceso a la Justicia para las 
Personas con Discapacidad y su Plan de Acción


3.


PODER JUDICIAL


Con la actualización de la Política de Equiparación de Oportunidades y de Acceso a
la Justicia para las Personas con Discapacidad y su Plan de Acción se benefician
tanto las personas usuarias internas como las externas al Poder Judicial y
particularmente las personas en situación de discapacidad quienes demandan un
servicio ágil, oportuno y eficiente.


✓Mejorar los procesos judiciales en donde participan personas en situación de discapacidad.


✓Incorporar en la actualización de la política los lineamientos aprobados en las normas y
pronunciamientos más recientes en materia de derechos humanos en favor de las personas en
situación de discapacidad.


✓Fortalecer las capacidades del personal judicial respecto con el abordaje y atención que debe
brindarse a las personas con discapacidad en los diferentes procesos y/o actuaciones judiciales.


✓Actualización de lineamientos y recopilación de buenas prácticas para ser aplicados en los
distintos ámbitos de la institución en concordancia con la Política y su plan de acción.


¿Cuáles beneficios genera la actualización de esta 
Política institucional? 
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Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 
Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 
 
 


San José, 27 de octubre de 2021 


Oficio DVV-SP-99-20221 


 


Señor 


Dr. Jorge Olaso Álvarez 


Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia 


 


Señora 


Licda. Angie Calderón 


Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia 


 


Estimado Señor y Señora: 


Reciban un cordial saludo. En mi condición de Coordinadora de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con el objetivo 


alinear la ejecución del Proyecto Política de Acceso a la Justicia y 


Equiparación de Oportunidades de Personas con Discapacidad, a las 


Políticas de Participación Ciudadana y de Justicia Abierta, les solicito: 


1. Crear un espacio en la página web de la Comisión de Acceso a la 


Justicia denominado Política de Acceso a la Justicia y Equiparación 


de Oportunidades de Personas con Discapacidad, cuya información 


se vaya alimentando de manera continua, en la que se adicione el 


acuerdo de Corte Plena donde se aprueba, el Acta Constitutiva, 


entre otros datos propios del Modelo de Administración de Proyectos 


con cierre a octubre.  


 


2. Al margen de socializar esos documentos técnicos, adicionar 


Infogramas que permitan tener acceso a la información de manera 


condensada y sencilla, con lenguaje claro. 


 


3. Indicar de manera expresa los contactos donde las personas con 


discapacidad, sus organizaciones y las y los defensores de los 


derechos humanos de esa población puedan comunicar sus 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 
Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 
 
 


sugerencias u observaciones, ya sea por correo electrónico, teléfonos 


fijos o WhatsApp, al ser este último medio el más usado por esa 


población. 


 


4. Agregar a los datos citados, garantizar la accesibilidad de la 


información y eliminación de todos los tipos de discriminación a las 


personas con discapacidad en sus diferentes modalidades. 


 


El objetivo es que la población con discapacidad, aparte de los encuentros 


presenciales o virtuales que realicemos, puedan estar al tanto mediante un 


enlace, de los avances en el Proyecto de Política de Acceso a la Justicia y 


Equiparación de Oportunidades de las Personas con Discapacidad del 


Poder Judicial, y de una vez, ir haciendo sus aportes y sugerencias. 


De accederse a adicionar este espacio en la página web de la Comisión 


de Acceso a la Justicia, se procederá a facilitar el enlace a la población 


con discapacidad, a fin de que ésta pueda dar seguimiento continuo al 


proceso y garantizar la co-construcción de la Política con las personas con 


discapacidad, sus organizaciones y defensores de los derechos humanos de 


esa población. Para ello se aprovechará la base de datos de CONAPDIS. 


 


Cordialmente, 


 


 


 


 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con 


Discapacidad 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 


 
 


Copias: 


Presidencia Corte Suprema de Justicia 


Despacho de la Presidencia 


Comisión de Acceso a la Justicia 


Dirección de Tecnología de la Información 


Contraloría de Servicios 


Grettel Oses, CONAPDIS 





				2021-10-27T15:18:56-0600

		DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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República de Costa Rica

Poder Judicial 

Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales

_______________________________________________________________



		Ficha de Proyecto



		Nombre de la acción, proyecto o enmienda: 



Actualización de la “Política de Igualdad en el Acceso a la Justicia y Equiparación de Oportunidades para Personas con Discapacidad en el Poder Judicial y su Plan de Acción”.





		Instancia(s) Ejecutora(s): 



Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad, y Unidad de Acceso a la Justicia. 





		Responsable(s) técnicos del proyecto: 



Magistrado Jorge Olaso Álvarez, coordinador Comisión de Acceso a la Justicia, Magistrada Damaris Vargas Vásquez, coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas en situación de Discapacidad. 





		Área geográfica: Nivel Nacional, Todos los Circuitos Judiciales del Poder Judicial.





		Población meta: 

· Externa: Todas las personas usuarias en condición de discapacidad que demandan los servicios del Poder Judicial en todos sus ámbitos (Jurisdiccional, Auxiliar de la Justicia y Administrativo).

· Interna: todo el personal judicial. 





		ODS relacionados: 

· ODS 4: Educación de Calidad. “…El objetivo es lograr una educación inclusiva y de calidad para todos y todas, con la firme convicción de que la educación es uno de los motores más poderosos y probados para garantizar el desarrollo sostenible…”



· ODS 5: Igualdad de Género: “…La igualdad de género no solo es un derecho humano fundamental, sino que es uno de los fundamentos esenciales para construir un mundo pacífico, próspero y sostenible”.



· ODS 10: Reducción de las Desigualdades. “…Reducir las desigualdades y garantizar que nadie se queda atrás forma parte integral de la consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible...”.



· ODS 16: Paz, Justicia e Instituciones sólidas. “…Los conflictos, la inseguridad, las instituciones débiles y el acceso limitado a la justicia continúan suponiendo una grave amenaza para el desarrollo sostenible”.



· ODS 17: Alianzas para lograr los objetivos: “…es necesario establecer asociaciones inclusivas (a nivel mundial, regional, nacional y local) sobre principios y valores, así como sobre una visión y unos objetivos compartidos que se centren primero en las personas y el planeta”.





		Plazo de ejecución: Enero 2022 a Diciembre 2023.











Propuesta de Proyecto o Enmienda



I. Objetivo general 



Actualizar la Política de Igual para Personas con Discapacidad, que en lo sucesivo deberá nombrarse como “Política de Igualdad en el Acceso a la Justicia y Equiparación de Oportunidades para Personas con Discapacidad en el Poder Judicial y su Plan de Acción”, vinculante para toda la institución, respetando las competencias dadas por las leyes nacionales, la Constitución Política y los instrumentos internacionales de derechos humanos que tutelan los derechos fundamentales de esta población. 



Objetivos Específicos: 

a) Actualizar la política institucional de acceso a la justicia para personas en situación de discapacidad vigente, tomando en consideración la normativa nacional e internacional que tutela los derechos de fundamentales de las personas en situación de discapacidad. 

b) Renovar la política a partir de los lineamientos y la nueva metodología aprobada por Corte Plena para la creación y actualización de políticas institucionales.

c) Desarrollar la actualización de la política con base en la metodología de Administración de Proyectos, establecida por la Dirección de Planificación, y aprobada por Corte Plena. 

d) Identificar socios estratégicos internos y externos que provean insumos importantes para la actualización de la política, mediante el principio de cocreación, siendo fundamental para ello considerar la Política Institucional de Justicia Abierta, a través de personas en situación de discapacidad.  

e) Identificar socios estratégicos de cooperación internacional que puedan apoyar el desarrollo y actualización de esta política, mediante la asistencia técnica de una persona experta consultora, que la desarrolle en su totalidad. 





II. Contexto y Justificación 



Existe la necesidad en este momento de actualizar la “Política de Igualdad en el  Acceso a la Justicia y Equiparación de Oportunidades para Personas con Discapacidad en el Poder Judicial y su Plan de Acción” (Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial), en razón múltiples actualizaciones que se han realizado en el marco normativo nacional que tutelan los derechos de las personas con discapacidad; modificaciones de fondo importantes, así como la creación inclusive de regulaciones totalmente novedosas que nos obligan a actualizar la política vigente. Además de importantes lineamientos institucionales que han surgido en lo interno de la institución, como lo es por ejemplo el “Modelo de Gestión para la creación de Políticas Institucionales”, diseñado por la Dirección de Planificación, con base en la metodología empleada por el MIDEPLAN; instrumento que fue aprobado oportunamente por Corte Plena en sesión No. 02-2020 del 13 de enero de 2020, artículo XXXIII. 



Resulta necesario mencionar el contenido de las siguientes normas relacionadas con el tema de fondo, en cuanto a la promulgación y actualización de las políticas institucionales en discapacidad, y que constituyen la base para proceder con la actualización. 



a. Artículo 4 de la Ley 8661 Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad: “Obligaciones generales 1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen a: a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención; b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad; c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y promoción de los derechos humanos de las personas con discapacidad”.



b. Artículo 73 de la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades de las Personas con Discapacidad: “Medidas institucionales para evitar la discriminación. Los educadores, patronos o jerarcas tendrán la responsabilidad de mantener condiciones de respeto en el lugar de trabajo o estudio, mediante una política interna que prevenga la discriminación por razón de una discapacidad, no la promueva y la evite. Por esta ley, las instituciones públicas y de servicio público están obligadas a elaborar y divulgar esa política, la cual deberá comunicarse por escrito a directores, jefes, supervisores, asesores, representantes, educadores, empleados, estudiantes y usuarios de esos organismos”



c. Transitorio VIII del Reglamento a la Ley 7600: “En un plazo máximo de 18 meses a partir de la publicación del presente Reglamento, las instituciones públicas, con el asesoramiento del ente rector en materia de discapacidad y las organizaciones de las personas con discapacidad, formularán y promulgarán políticas públicas que promuevan la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad considerando los principios de equiparación de oportunidades, no discriminación, participación y autonomía personal”.



d. Artículo 2 de la Ley 9171: “Funciones de las CIAD. Las funciones de las comisiones institucionales sobre accesibilidad y discapacidad son las siguientes: a) Velar por que las instituciones que representan incluyan, en sus reglamentos, políticas institucionales, planes, programas, proyectos y servicios, los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad para las personas con discapacidad, en cualquier región y comunidad del país. b) Coordinar la formulación, ejecución y evaluación de las políticas institucionales, en el marco de la política nacional en discapacidad y de la normativa vigente. c) Cooperar mediante recomendaciones con la elaboración y evaluación del plan y presupuesto institucional de equiparación de oportunidades con las diferentes instancias institucionales, fundamentadas en la normativa vigente sobre discapacidad. d) Propiciar la participación de las personas con discapacidad y de las organizaciones que las representan en la formulación de las políticas institucionales, así como en el diseño, la ejecución y la evaluación del plan institucional de equiparación de oportunidades. e) Coordinar, con las instancias correspondientes, la incorporación de la perspectiva de discapacidad y equiparación de oportunidades en los contenidos de la capacitación, la divulgación y en los sistemas de información institucionales. f) Organizar y promover la provisión de servicios de apoyo y ayudas técnicas que requieren los funcionarios, usuarios y beneficiarios que presentan discapacidad. g) Establecer vínculos de cooperación con integrantes de otras CIAD.

 



Teniendo en cuenta este marco normativo y que su contenido no es taxativo aunado al hecho de que la Ley 9171 no es vinculante para el Poder Judicial, en aras del cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad, se estima necesario actuar conforme con ésta, y en estrecho vínculo a la especificidad del tema de acceso a la justicia establecido en el Capítulo VIII de la Ley 7600; de manera que no se invisibilice la obligación estatal de cumplimiento del derecho fundamental de igualdad entre personas como pilar en el reconocimiento de los derechos de las personas con discapacidad.



La Política institucional es una herramienta fundamental para impulsar la implementación de la normativa internacional de carácter supraconstitucional y nacional, referida a los derechos humanos de las Personas en situación de discapacidad que según la Encuesta Nacional de Personas con Discapacidad (ENAPDIS, 2018) realizada por el Instituto Nacional de Estadística y Censo (INEC), representa un 18,2% de las personas mayores de 18 años y más, aproximadamente 670, 640 personas. Este importante proyecto constituye la materialización del conjunto de acciones y compromisos asumidos por el estado costarricense a nivel nacional e internacional, en favor del reconocimiento de la igualdad y la dignidad de las personas en situación de discapacidad, y que representa, además, el compromiso que el Poder Judicial tiene para garantizar la protección de sus derechos, en idénticas condiciones con el resto de la sociedad costarricense, a partir del reconocimiento y aprobación de las Cien Reglas de Brasilia para el acceso a la justicia de las diferentes poblaciones en situación de vulnerabilidad. 



En este mismo orden de ideas, la actualización de la Política es un instrumento con incidencia directa que genera valor a la institución, las personas usuarias y a la sociedad costarricense, y con relación directa a la Política Nacional de Discapacidad (PONADIS) para el periodo 2011-2030, la cual se desarrolla en función de las aspiraciones que cubren las necesidades básicas de la población en situación de discapacidad del país; la cual es producto de los mandatos legales y convencionales; y vinculante a las instituciones que conforman los poderes de la República, a la sociedad civil y sus organizaciones. En el marco del interés público, la PONADIS se sustenta en el Enfoque de Derechos Humanos primordialmente, pero contempla, además, el principio de inclusividad, igualdad de género, no discriminación y gestión por resultados. 



Al ser los Derechos Humanos el enfoque primordial, se retoma la Convención sobre los Derechos de las personas con discapacidad en su artículo 4) Obligaciones generales, que compromete a los Estados a asegurar y promover el pleno ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales de las personas en situación de discapacidad, mediante la adopción de las medidas legislativas, administrativas y de otra índole, y teniendo en cuenta, en todas las políticas la protección y promoción de los derechos humanos de estas personas; el artículo 13) Acceso a la justicia, establece la obligación de los Estados para que las personas en situación de discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás mediante los ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, como participantes directos e indirectos de las diligencias y audiencias judiciales. Por su parte, la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad (Ley 7600) en su artículo 4) establece también la obligación del Estado de incluir en planes, políticas, programas y servicios de sus instituciones, los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad a los servicios que, con base en esta ley, se presten desarrollar proyectos y acciones diferenciadas que tomen en consideración el desarrollo relativo de las regiones y comunidades del país, garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y las instalaciones de atención al público sean accesibles para que las personas los usen y disfruten,  eliminar las acciones y disposiciones que, directa o indirectamente, promueven la discriminación o impiden a las personas con discapacidad tener acceso a los programas y servicios; garantizar el derecho de las organizaciones de personas con discapacidad de participar en las acciones relacionadas con la elaboración de planes, políticas, programas y servicios en los que estén involucradas; garantizar, los servicios de apoyo requeridos por las personas con discapacidad para facilitarles su permanencia en la familia, y de manera más reciente, en el ámbito nacional, la Ley 7600 tuvo una importante adición, el capítulo VIII sobre “Acceso a la Justicia” que implica para las personas responsables, ofrecer los ajustes razonables y adecuaciones procedimentales que faciliten la autonomía y el ejercicio del derecho de acceso a la justicia de las personas con discapacidad como participantes de los procesos y diligencias judiciales, así como las ayudas técnicas y humanas necesarias para lograr la atención de las personas con discapacidad dentro de los servicios de administración de justicia. 



[bookmark: _Toc526241359][bookmark: _Toc529354109]Asimismo, y no menos importante, debe señalarse el compromiso que se desprende del Plan Estratégico Institucional 2019-2024, a través del Eje Transversal de “Acceso a la Justicia”, a partir del cual todas y cada una de las instancias judiciales tienen el compromiso y la obligatoriedad de desarrollar acciones en favor de las poblaciones en condición de vulnerabilidad sin discriminación de ningún tipo. Este eje señala la necesidad de “Velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad (Población con discapacidad, adulta mayor, privada de libertad, migrante y refugiada, sexualmente diversa, indígena, afrodescendiente, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, niños, niñas y adolescentes y personas en conflicto con la ley Penal Juvenil) en todo el quehacer institucional, promoviendo acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia.”; vinculándose además, el presente proyecto con los siguientes temas estratégicos: 

1. Resolución oportuna de conflictos

2. Confianza y probidad en la justicia, con sus acciones estratégicas:

a. Transparencia y rendición de cuentas. 

b. Probidad y anticorrupción. 

c. Colaboración interna y externa.

d. Comunicación y proyección institucional.

e. Participación ciudadana.



Finalmente debe mencionarse que, para la construcción y actualización de la “Política de Igualdad en el Acceso a la Justicia y Equiparación de Oportunidades para Personas con Discapacidad en el Poder Judicial y su Plan de Acción”, deberá considerarse ineludiblemente la metodología de Administración de Proyectos y la Metodología de construcción de políticas institucionales que fue diseñada por la Dirección de Planificación, y aprobada por Corte Plena, de manera que se contemplen todos los parámetros necesarios. Inclusive deberá considerarse la Política institucional de Justicia Abierta, que se lidera desde la CONAMAJ, a fin de que sea un proceso participativo y bajo el principio de cocreación, en donde se involucre de manera activa la participación de la sociedad civil, particularmente personas en situación de discapacidad, quienes nos pueden retroalimentar desde sus vivencias y experiencias de vida.



El planteamiento de este proyecto institucional, reviste especial interés, pues busca generar acciones en materia de política pública, para responder a las necesidades y demandas de una población particular que requiere de servicios ágiles, oportunos, eficientes y de la más alta calidad en consideración de las necesidades particulares de esta población. 





III. Impacto Esperado 



El impacto que puede generar la actualización de esta política reafirma el compromiso estatal y en este caso particular, el compromiso que se tiene desde el Poder Judicial para ser consecuentes con la aplicación de la normativa nacional e internacional vigente concerniente a la tutela de los derechos de las personas en situación de discapacidad. Tendrá un importante impacto positivo para un sector de la población que históricamente ha sido invisibilizada y a la cual le ha sido negada su autonomía. Se podrá obtener como resultado una actuación judicial adecuada y razonable en beneficio de las personas en situación de discapacidad, allanándoles su camino hacia una efectiva promoción de los derechos, y erradicando los obstáculos para el acceso efectivo a la justicia en los procesos y diligencias judiciales. 













IV. Estrategia de implementación 



		Productos esperados

		Actividades 

		Aportes de la Cooperación Intl.

		Aportes del Poder Judicial

		Fechas aprox. de ejecución



		1. Mediante la participación ciudadana institucional e interinstitucional se requiere la elaboración de un Diagnóstico situacional.  

		a) Definición y delimitación del tema o del problema.



b) Marco Legal. 



c) Análisis del tema o del problema. 



		· Se requiere la contratación de una asistencia técnica a través de una persona experta y/o consultora que pueda realizar este Diagnóstico situacional, bajo el principio de cocreación. 

· La contratación de esta asistencia técnica involucrará: pago de tiquetes aéreos, hospedaje, alimentación, seguro médico, gastos varios, rubro del estipendio que solicite la persona experta. 



· Materiales o insumos concretos que requiera la persona experta contratada para la realización del diagnóstico. 

		· El Poder Judicial colaborará con el apoyo logístico de las actividades que se requieran para la realización del diagnóstico; haciendo uso de la infraestructura institucional (salas de reuniones, equipo tecnológico, materiales y suministros de oficina disponibles en la institución, agua, luz, internet). 

· El recurso humano necesario para concretar la logística, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia, personas integrantes de la Comisión y Subcomisión de Discapacidad.

 

· La asistencia o el apoyo para orientar el proceso de construcción del Diagnóstico, a partir del criterio de personas expertas que integran la Comisión, la Subcomisión de Discapacidad, la Dirección de Planificación; y con el acompañamiento del CONAPDIS como ente rector en la materia, a través de las personas que ya han sido designadas para apoyar u orientar el proceso.   

		Enero a mayo de 2022. (5 meses para el diagnóstico situacional). 



		2. Elaboración y Aprobación de la Política, a través de la participación ciudadana institucional e interinstitucional 

		2.1. Metodología: 



Asistencia técnica por medio de una consultora experta que defina la metodología a emplear para la elaboración política. A partir de la cual deberá contemplar los siguientes elementos: 



a) Al menos un Taller con participación de personas en situación de discapacidad, personal judicial, CONAPDIS, etc.

 

b) Procesamiento y análisis de la información. 



c)Presentación de resultados a órganos interesados: Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Personas con Discapacidad, Presidencia, Dirección de Planificación entre otros. 

		· Se requiere la contratación de una asistencia técnica a través de una persona experta y/o consultora que se encargue de manera integral de la elaboración de la política. La contratación de esta asistencia técnica involucrará: pago de tiquetes aéreos, hospedaje, alimentación, seguro médico, gastos varios, rubro del estipendio que solicite la persona experta. 



· Materiales o insumos concretos que requiera la persona experta contratada para la realización del diagnóstico

		· El Poder Judicial colaborará con el apoyo logístico de las actividades que se requieran para la elaboración de la política, como lo es por ejemplo: toda la coordinación logística del o los talleres que implica: definir fechas, invitaciones, espacio de reunión, materiales o suministros de oficina disponibles en institución, alimentación (refrigerios). El recurso humano especializado que oriente el proceso (personal que integra la Comisión de Acceso a la Justicia, Unidad de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Personas con Discapacidad, entre otros). 

· Equipo tecnológico. Luz, agua, internet. 

		De junio a agosto de 2022 (3 meses).





		

		2.2. Elaboración de la Propuesta de la Política.

Implica el desarrollo o construcción en su totalidad de la Política, a partir de todos los insumos con los que ya se cuentan (etapas anteriores). Los cuales están claramente descritos en la Metodología de Políticas Institucionales, página No. 14. 

 

		· Se requiere la asistencia técnica de una persona experta y/o consultora que, a partir de la investigación, la información recopilada, analizada y sistematizada en las etapas anteriores tenga la capacidad de redactar la propuesta de política institucional para personas en situación de discapacidad, contemplando toda la normativa nacional e internacional vigente, la participación ciudadana, etc.

-Una vez construida la propuesta deberá realizarse al menos dos talleres de validación de la propuesta de política, con personas internas y externas a la institución.   Esta es una etapa de validación intermedia, previo a que se remita a Corte Plena, para su aprobación definitiva. 

		· En el Poder Judicial con la colaboración de la Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión especializada, Unidad de Acceso a la Justicia y demás instancias judiciales que se definan, tendrán una importante participación en la validación del documento, en los talleres que se coordinen. 

· Será la Unidad de Acceso a la Justicia la instancia responsable de coordinar la logística de los talleres de validación (lugar, invitación-convocatoria, materiales de oficina, equipo tecnológico, refrigerios, etc).

		De septiembre a febrero de 2023. (6 meses).



		3. Elaboración del Plan de Acción de la Política.  



		-Desarrollo de un plan que operativice la Política institucional construida con visión a corto y mediano plazo. (Mínimo dos años plazo, máximo 5 años).

-Este plan de acción deberá elaborarse tomando en consideración las variables que se utilizan en el Poder Judicial para la construcción de los planes anuales operativos (objetivos operativos, metas operativas, indicadores operativos, Responsables, Actividades y coordinaciones). 

-Validación del Plan de Acción por parte de las instancias o personas responsables. 

-Coordinación con la Dirección de Planificación en razón de la vinculación que deberá hacerse del Plan con el PEI-PJ. 

		· Asistencia técnica por parte de la persona experta y/ o consultora que ha venido desarrollando el proyecto de construcción de la política para que desarrollo también este otro producto, que es el plan de acción.  

		· La Comisión, Subcomisión de Discapacidad, Unidad de Acceso a la Justicia, Dirección de Planificación, CONAPDIS, orientaran a partir de su experiencia el desarrollo del Plan de Acción. Lo cual implica involucrar a personal profesional y de la más alta jerarquía de todos los ámbitos (jurisdiccional, auxiliar de la justicia y administrativo), quienes desde su ámbito de competencia orientarán y definirán las acciones o compromisos que deben integrar el plan de acción. Propuesta cocreada, ya que la responsabilidad para su ejecución es interna. 



· Será la Unidad de Acceso a la Justicia la instancia responsable de coordinar la logística de los talleres de validación del plan de acción: (lugar, invitación-convocatoria, materiales de oficina, equipo tecnológico, refrigerios, etc.). Así como la coordinación con la Dirección de Planificación para su vinculación con el PEI. 

		De marzo a mayo de 2023. (3 meses).



		4. Validación y Aprobación de la Política y su Plan de Acción por parte de Corte Plena. 

		· En este punto la propuesta de política deberá contar con el aval de las instancias interesadas. Finalizada. 

· 

· Deberá ponerse en conocimiento de la Dirección de Planificación y la Dirección Jurídica. 



-Finalmente se deberá remitir para el conocimiento y aprobación por parte de Corte Plena, una vez que haya superado todo el proceso de validación conforme lo establece la metodología de construcción de Políticas institucionales. 

		No se requiere asistencia de la cooperación internacional. 



En este punto, la coordinación recae internamente en la Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Discapacidad, y Unidad de Acceso a la Justicia. 



		La Comisión de Acceso, la Subcomisión y la Unidad de Acceso a la Justicia, serán las instancias responsables de elevar para el trámite correspondiente ante la Dirección de la Planificación y la Dirección Jurídica. 

Una vez superado este proceso, estas mismas instancias serán las responsables de elevarlo para el conocimiento y aprobación por parte de Corte Plena. 

		De junio a diciembre de 2023 (7 meses). 



		5. Seguimiento y Evaluación

		· Las instancias responsables definidas en el Plan de Acción deberán velar por su cumplimiento en acatamiento a las directrices institucionales definiendo la frecuencia o periodicidad. 

		No aplica cooperación internacional. Será responsable el Poder Judicial, por medio de la Comisión, la Subcomisión especializada y la Unidad de Acceso a la Justicia en verificar su cumplimiento. 

		· Recurso humano. Personal judicial de cada instancia judicial destacada como responsable para el cumplimiento de los compromisos en el plan de acción de la política.  

		A partir de enero de 2024.  









V. Sostenibilidad 



La sostenibilidad u operativización de la política se logrará a partir del cumplimiento del Plan de Acción, en donde quedarán claramente plasmados los compromisos y responsabilidades para cada instancia judicial, sin posibilidad de no cumplirlos, ya que las acciones estarán ligadas al PAO respectivo de cada oficina, pero adicionalmente vinculados al Plan Estratégico Institucional, lo que hace obligatorio su cumplimiento. Asimismo, será la Comisión de Acceso a la Justicia, la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas en Situación de Discapacidad y la Unidad de Acceso a la Justicia, las instancias responsables de establecer los controles mínimos, y mecanismos de seguimiento que sean pertinentes para verificar el cumplimiento del plan de acción de la política institucional creada, con la única finalidad de garantizar el acceso efectivo a la justicia de las personas en situación de discapacidad que demandan un servicio en instancias del Poder Judicial.  





Observación: 

Es importante recalcar, que para efectos de la cooperación internacional se requiere la asistencia técnica de una persona experta y/o consultora que pueda desarrollar de manera integral la política de personas con discapacidad, considerando para ello los lineamientos institucionales existentes para tal efecto: 1. Modelo de Políticas Institucionales, 2. Metodología Administración Proyectos, 3. Política de Justicia Abierta-principio de co-creación.  











**Propuesta de borrador al 28 de septiembre de 2021. 
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PRESENTACIÓN 



Tendencias internacionales han motivado al Estado costarricense a virar hacia 
un paradigma donde cobran especial relevancia la apertura institucional, la 
participación y la colaboración. 



Dentro de este escenario, resulta imposible ignorar el clamor y la acción de la 
población, quien ha dado un impulso determinante hacia cambios sustanciales 
en la administración pública, al promover la investigación y puesta en práctica 
de acciones innovadoras y transformadoras, en respuesta a las demandas y 
realidades ciudadanas.



El Poder Judicial costarricense responde positivamente a este llamado e incorpora 
políticas y planes de acción encaminados a producir mayor satisfacción en la 
población costarricense al ofrecer amplitud, diálogo y la intencionalidad de crear 
valor público en todos los servicios que ofrece a la ciudadanía.



El compromiso del personal judicial hacia la aprobación e implementación de la 
Política de Justicia Abierta es palpable y aspira a alcanzar niveles cada vez más 
altos, conforme se profundice en la internalización de los principios que la inspiran. 



Con el apoyo de personas expertas internacionales y nacionales, el Poder Judicial 
está avanzando. La alianza con la sociedad civil, organizaciones y universidades 
es estratégica en este encauzamiento hacia respuestas óptimas en entornos 
sociales, económicos y tecnológicos más competitivos, dinámicos y complejos.



La aprobación de esta política conlleva importantes retos institucionales a nivel 



visualiza prometedor en la medida en que el Poder Judicial pueda seguir a tono 
con la cocreación, la innovación y la lectura pertinente al ámbito social en el que 
se desarrolla.



La institucionalidad judicial reconoce el gran aporte brindado desde las diferentes 
representaciones internas y externas colaboradoras a esta política. Agradecemos 
sinceramente a quienes han destinado tiempo a revisiones, coordinaciones, 
debates y reuniones; estos esfuerzos han construido historia en nuestro país y a 
nivel internacional, al ser el Poder Judicial costarricense pionero en esta materia. 
Esperamos inspirar a la vez que aprendemos de otros Estados en estos procesos 
novedosos de construcción permanente.
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“Manos a la obra” es la invitación que nos propone esta política, incorporando 
altos estándares de calidad en la importante función que el Estado costarricense 
encomienda a este Poder de la República: la administración de justicia.



Magistrado Román Solís Zelaya



Coordinador 
Comisión de Justicia Abierta
Poder Judicial de Costa Rica
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INTRODUCCIÓN



El Poder Judicial de Costa Rica fue creado en 1826, por la necesidad de que el 
Estado contara con un órgano encargado de la importante tarea de administrar la 
justicia y contribuir a la paz social.



Su función es esencial para la democracia, la fortalece, asegura que las 
necesidades y demandas de la población sean atendidas adecuadamente, con 
imparcialidad, de manera que prevalezca el respeto a los derechos de todas las 
personas que forman parte de la sociedad.



El proceso de construcción del sistema de administración de justicia actual 
ha exigido un lento perfeccionamiento. No solo se fortaleció la estructura del 
ámbito jurisdiccional sino que, en una singular propuesta, se incorporaron otras 
instituciones que cumplen un rol clave en el proceso judicial: la Fiscalía, la Defensa 
Pública y el Organismo de Investigación Judicial, entre otros.



De esta sui generis conformación surge una rica experiencia, caracterizada por 
una destacada labor y continua coordinación institucional.  Desde la década 
del 2000, se ha tenido claro que la administración de justicia presta un servicio 
público que tiene a la persona usuaria como eje central de su función, lo que ha 
impulsado un proceso de modernización y mejora continua de su gestión, para 
brindar servicios de calidad, accesibles y oportunos.



La promulgación de amplia normativa interna de protección de derechos humanos 
y la suscripción de numerosos instrumentos internacionales para su tutela, la 
adopción de valores éticos que orientan la labor judicial y el deber de brindar una 
respuesta adecuada a las cambiantes demandas de la sociedad por medio de una 
justicia con rostro humano, han impulsado a este Poder de la República a unirse 
al esfuerzo mundial que promueve la apertura de las instituciones públicas, por 
medio de los principios de transparencia, participación ciudadana y colaboración.  
Asimismo, se procedió a dar inicio el proceso para formular una Política de 
Justicia Abierta y a la suscripción, en noviembre de 2015, de la Declaración para 
la Promoción de un Estado Abierto.



Con el impulso de la Presidencia de la Corte, de la Comisión Nacional para el 
Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), del personal judicial 
de todos los ámbitos, de personas representantes de la sociedad civil y de la 
Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), entidad asesora, 











Política de Justicia Abierta10



se coconstruyó el marco general de una Política Institucional de Justicia Abierta, la 
cual abarca todos los niveles judiciales. Con la implementación de esta política se 
busca que todo el Poder Judicial esté alineado a las condiciones internacionales de 
un Estado Abierto y constituya un punto de partida para repensar la administración 
de justicia.



Desde años atrás, diversos sectores y personas dentro de la institución venían 
desarrollando iniciativas vinculadas a los principios que promueve la Justicia 
Abierta.  Se ha trabajado para fortalecer la transparencia, facilitar el acceso a 
la información, hacer uso de un lenguaje más comprensible, modernizar los 
procesos y consolidar la rendición de cuentas, para lo cual las tecnologías de la 
información han sido de mucha utilidad.  



Para la concreción de esta política se tomó en cuenta la Política de Participación 
Ciudadana del Poder Judicial, aprobada en 2015; además se formuló un plan 
de acceso a la información y apertura de datos con su respectivo proyecto, se 
desarrolló un plan inicial con la visión de Justicia Abierta en el proceso de rediseño 
de los Tribunales de Cartago, entre otras acciones, con el anhelo de articular 
todas las iniciativas existentes para lograr su mejor desarrollo y mayor impacto.



Así, la Política de Justicia Abierta constituye un paso más hacia la construcción de 
un Poder Judicial más accesible a la ciudadanía y con las herramientas necesarias 
para que el sistema de administración de justicia enfrente los retos del Siglo XXI 
y que agregue valor público en la prestación de sus servicios.



La creación de valor público tiene en su base la construcción de una ciudadanía 



y la transparencia se fortalecen a partir de una dimensión del servicio público que 
tiene como premisa responder a las verdaderas necesidades de las personas 



y satisfacer esas demandas, adoptando políticas respetuosas del entorno, con 
enfoque estratégico y participativo. Desde este enfoque, pertinencia, agilidad y 
calidad  deben caracterizar los servicios y bienes que ofrece el Estado.



En el ámbito internacional la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de la 
Organización de las Naciones Unidas, con sus diecisiete Objetivos de Desarrollo 



en pos de soluciones a los problemas más apremiantes del planeta. Algunas 



Abierta, a saber:
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16.3 Promover el estado de derecho en los planos nacional e internacional y 
garantizar la igualdad de acceso a la justicia para todos;



cuentas;
16.7 Garantizar la adopción en todos los niveles de decisiones inclusivas, 



participativas y representativas que respondan a las necesidades;
16.10 Garantizar el acceso público a la información y proteger las libertades 



fundamentales, de conformidad con las leyes nacionales y los acuerdos 
internacionales;



Otros objetivos también establecen  metas pertinentes a los principios de la 
Justicia Abierta:



y esforzarse por proporcionar acceso universal y asequible a Internet en 
los países.



17.6 Mejora en la cooperación regional e internacional Norte-Sur, Sur-Sur y 
triangular;  aumento el intercambio de conocimientos y los mecanismos 
de coordinación mediante la facilitación de la tecnología;



por ingresos, sexo, edad, raza, origen étnico, estatus migratorio, 



los contextos nacionales;



privada y de la sociedad civil, aprovechando la experiencia y las estrategias 
de obtención de recursos de las alianzas.



Se tiene la certeza que con la implementación de la Política de Justicia Abierta se 
amplía y mejora la forma en que la población puede obtener información sobre el 
quehacer institucional, lo cual facilita la rendición de cuentas, el debate público 
y la participación ciudadana. Asimismo se generan espacios de encuentro y 



en el diseño, propuestas y políticas del Poder Judicial. Se le facilitará, por ende, 
realizar también propuestas de mejora por medio de la rendición de cuentas y la 
transparencia  basadas en el diálogo y la interacción.
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1.
Antecedentes



Han sido diversas las iniciativas que pueden citarse como representativas de 
ese proceso, desde la elaboración de un primer Plan Estratégico (2000-2005) 
centrado en los derechos de las personas usuarias, la creación de la Contraloría 
de Servicios, la conformación de la Secretaría de Género y la aprobación de 
la Política de Igualdad de Género, la creación de las Comisiones de Personas 
Usuarias, así como la constitución de la Comisión de Acceso a la Justicia, 
conformada por varias subcomisiones que atienden las necesidades de las 
personas en condición de vulnerabilidad.



Entre otros, el Programa de Justicia Restaurativa, aprobado y declarado de interés 
institucional por acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial de Costa Rica, 
el cual responde a objetivos estratégicos tales como, participación ciudadana, 
disminución del retraso judicial, modernización de las gestión judicial y recurso 
humano, así considerado mediante acuerdo de Corte Plena N° 38-12, del 05 de 
noviembre de ese año, artículo XXV. 



Todos los esfuerzos se orientan hacia la tutela de los derechos de todas las 
personas, sin discriminación y al funcionamiento de un sistema de justicia sensible 
y responsable ante las demandas de la sociedad.



El sistema de justicia es una pieza fundamental para la consolidación y desarrollo 



disposiciones jurídicas se cumplan, aun frente a las agencias del Estado. Por ello, la 
visibilidad de ese Poder se ha constituido como uno de los atributos esenciales de 



transgredida. Es un deber del Poder Judicial transparentar todos sus actos para 



como respuesta a las desigualdades sociales y el riesgo de la corrupción.



En los modernos Estados constitucionales, la apertura se convierte en un atributo 



en tanto hace posible el control de la actuación del Poder Judicial por parte de la 
opinión pública. La reforma al artículo 11 de la Constitución Política establece el 
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deber de la Administración Pública de someterse a la evaluación de resultados 
y rendición de cuentas y fue acompañada de la promulgación de legislación que 



política articulada para garantizar mayor control, transparencia en la gestión 
pública y la sanción de conductas indebidas.



Se han impulsado cambios profundos en la organización y funcionamiento del 
Poder Judicial para garantizar una conducta éticamente irreprochable de todo 
su personal, especialmente en juezas y jueces para la prestación de un servicio 
público comprometido con la transparencia. 



Entre las acciones para fomentar la apertura de la gestión judicial se encuentran: 
la rendición de cuentas a la Asamblea Legislativa, el informe de labores anual a la 
ciudadanía y a los Poderes de la República en el acto de apertura del Año Judicial, 
el programa de audiencias públicas (visitas a las comunidades), la transparencia 
presupuestaria a través de la página web, la integración de la sociedad civil en 
los órganos de decisión, el acceso a la prensa, difusión de las decisiones de 
gobierno y administración judicial, la disponibilidad de sentencias, planes de 



judiciales, el funcionamiento de la Contraloría de Servicios, la adopción del Código 
de Ética y el deber de juezas y jueces de rendir declaración patrimonial.



Asimismo, se efectuaron iniciativas de participación ciudadana, a cargo de la 
Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), 
como experiencia previa a la formulación de la política y se creó la Comisión de 
Transparencia del Poder Judicial, que ha venido desarrollando normas y acciones 
para la promoción de una gestión judicial basada en valores éticos. 



En 2014 se impulsó la creación de una Comisión Investigadora de la Penetración 
del Crimen Organizado en el Poder Judicial, la cual propuso acciones a corto y 
mediano plazo para combatir ese tipo de delitos, las cuales fueron aprobadas por 
la Corte Plena. Como resultado, se acordó la creación de una jurisdicción exclusiva 



los mecanismos para investigar los antecedentes de personas oferentes y una 
reestructuración del régimen disciplinario.



En julio de 2015 se aprueba formalmente por Corte Plena la Política de Participación 
Ciudadana impulsada por Conamaj, la cual tiene como objetivo general garantizar 
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la República de Costa Rica. Para el cumplimiento de este objetivo general se 



derecho constitucional de la participación ciudadana ante la gestión del Poder 
Judicial en Costa Rica y promover un Poder Judicial democrático, transparente, 



el territorio costarricense.



La adhesión voluntaria de Costa Rica a la Alianza para el Gobierno Abierto, en 
el 2012, propicia el surgimiento de una nueva etapa en la dirección que, desde 
hace varios años, la institución ha desarrollado, incorporando e implementando 



En el estudio de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE) sobre el Gobierno Abierto en Costa Rica (2016), se recomendó la 
aprobación de legislación sobre acceso a la información y participación ciudadana, 
y se reconoció el papel del Poder Judicial como un actor clave en la transición del 
país hacia un Estado Abierto. Además, se indicó que este Poder se encuentra 
“entre los más avanzados a nivel mundial en transparencia, rendición de cuentas y 
participación, y que se cuenta con estrategias para crear un Poder Judicial Abierto”. 



El Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), organismo internacional 
creado por las instituciones del sistema interamericano para apoyar los procesos 
de reforma de la justicia de los Estados miembros mediante estudios, cooperación 
e intercambio de información, ha catalogado al Poder Judicial de Costa Rica 
dentro de los primeros lugares del Índice de accesibilidad a la información en 
Internet (IAcc). En el 2014, nuestro país obtuvo el tercer lugar, después de Chile 
y Brasil. 



En el Índice de Servicios Judiciales en Línea (ISJL) de 2015, que mide las 
respuestas de las instituciones estatales de justicia a los requerimientos de las 
personas usuarias a través de los sitios Web, el Poder Judicial de Costa Rica 
obtuvo el segundo lugar. 



de Gobierno Abierto y formula esta propuesta de Política de Justicia Abierta 
para orientar toda su gestión, en los ámbitos jurisdiccional, administrativo y de 
los órganos auxiliares. La Política es una herramienta declarativa y orientadora 
del actuar de la institución, para promover la transparencia, la participación de la 
población en la gestión institucional y la colaboración o formulación de alianzas 
institucionales y con la sociedad civil.
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Esta propuesta es congruente con los compromisos asumidos por la República de 
Costa Rica al integrarse, a partir del 2012, en forma voluntaria, a la Alianza para el 
Gobierno Abierto. En la Conferencia Anual de la Alianza, realizada en el 2013, se 
establece un apartado de “Empoderamiento de los Ciudadanos”, para promover 
políticas de gobierno abierto en los poderes judiciales, en la cual el Poder Judicial 
de Costa Rica se compromete a adoptar lineamientos de gobierno abierto.



Finalmente, el tema del Gobierno Abierto es una de las prioridades de la 
Presidencia de la Corte, con fundamento en lo dispuesto en la Constitución 



1 y 3 de la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, por cuanto la transparencia 
y el acceso a la información pública se vinculan, en la actualidad, al ejercicio de 
un derecho humano.
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2. 
Marco Normativo



Existe normativa internacional de Derechos Humanos que fundamentan los 
compromisos asumidos por Costa Rica con una Política de Justicia Abierta para 
el mejoramiento de la función pública, tales como la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 



Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), adoptado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas mediante la Resolución 2200A (XXI), del 16 de diciembre de 



de las Naciones Unidas contra la Corrupción de diciembre del 2003.



También se incluyen la Declaración Americana de los Deberes y Derechos del 
Hombre (art. 24 sobre petición y respuesta), la Convención Interamericana contra 
la Corrupción de la Organización de Estados Americanos, la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción.



En el plano nacional, existe normativa tanto constitucional como legal que 
favorece la implementación de la iniciativa de Gobierno Abierto como una forma de 



establece que el Gobierno de la República es “representativo, participativo, 
alternativo y responsable”. Además, se encuentran los artículos constitucionales 
11 (principio de legalidad, transparencia y rendición de cuentas); el artículo 24 que 
garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones; 
el 27 que establece el derecho de petición ante cualquier persona funcionaria 



el libre acceso a los departamentos administrativos para obtener información de 
interés público, quedando a salvo los secretos de Estado y el 41 del principio de 
justicia pronta y cumplida. Destaca el artículo 153 constitucional que otorga como 



y la aplicación de las leyes.



En el derecho interno podemos mencionar como vinculados a la Justicia Abierta, 
la Ley General de Administración Pública Nº 6227, del 4 de marzo de 2002, 
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que en su artículo 11  señala que “la Administración Pública actuará sometida 
al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos 
servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de 
sus fuentes”, y a continuación el artículo 13 dispone que “la Administración estará 
sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento 
administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni 
desaplicarlos para casos concretos”. 



La Ley de Protección al Ciudadano del exceso de requisitos y trámites 
administrativos, Ley Nº 8220 del 4 de marzo de 2002, indica en su artículo 2 que “la 
información que presenta un administrado ante una entidad, órgano o funcionario 
de la Administración Pública, no podrá ser requerida de nuevo por estos, para ese 
mismo trámite u otro en esa misma entidad u órgano. De igual manera, ninguna 
entidad, órgano o funcionario público, podrá solicitar al administrado, información 



órgano o funcionario de la Administración Pública pueda remitir información del 
administrado a otra entidad, órgano o funcionario, la primera deberá contar con el 
consentimiento del administrado. Quedan exceptuadas de la aplicación de este 
artículo las personerías jurídicas.” (sic). Las Leyes de Regulación del Derecho 



relevante.



En el ámbito interno, la Ley Orgánica del Poder Judicial, señala en su artículo 2 
que “el Poder Judicial solo está sometido a la Constitución Política y la ley. Las 
resoluciones que dicte, en los asuntos de su competencia, no le imponen más 
responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos. 
No obstante, la autoridad superior de la Corte prevalecerá sobre su desempeño, 
para garantizar que la administración de justicia sea pronta y cumplida”.



Del mismo modo y en coherencia con las disposiciones ya expuestas, en el 
Código de Ética Judicial, existen normas expresas que van en la dirección de 
una Política de Justicia Abierta desde un marco jurídico axiológico al señalar 
en su artículo primero que “la Justicia es un valor esencial para una racional 
convivencia en sociedad, así como para la preservación y el fortalecimiento de 
la democracia. Es un servicio público que debe ser prestado con los más altos 



del ser humano que lo requiere”. En este sentido, quien imparte justicia debe 
ser una persona consciente de que su función es compleja y debe cuidar que 
sus actuaciones respondan a normas de conducta que honren la integridad, la 
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independencia y la objetividad de su cargo, a la vez que estimulen el respeto y 



En el artículo tercero de ese mismo código se hace clara alusión a la transparencia 
institucional al señalar que: “En la moderna sociedad democrática es necesario 
que las instituciones públicas se ajusten no solamente a un marco normativo muy 



se entiende que existe un interés público de que las distintas actuaciones dentro 
del Poder Judicial tengan cobertura de los medios de comunicación colectiva y se 
transmitan ante la opinión pública, para lo cual se podrá asignar la responsabilidad 
de enlace a un órgano especializado.” Así mismo, se establece que “el Poder 



persona pueda acudir a plantear reclamos y quejas acerca del funcionamiento 
del sistema o de funcionarios en particular: en estos casos, debe garantizarse 
al quejoso que no habrá represalias de ningún tipo por motivo de sus quejas y 
reclamos.” 



Adicional a lo anterior, existen leyes que han ido delimitando ciertos parámetros 
en temas como el Derecho de petición mediante la Ley de Regulación del Derecho 



En materia del derecho de acceso a la información pública, Costa Rica carece 
de una ley marco que garantice este derecho; sin embargo existe una importante 
cantidad de legislación que regula elementos básicos del derecho a la información, 
materias vinculadas y trámites administrativos, los cuales están blindados gracias 
al importante desarrollo jurisprudencial por parte de la Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia. 



Asimismo, existe normativa que vincula directamente al Poder Judicial con temas 
de transparencia como lo son los Principios Básicos de las Naciones Unidas 
relativos a la Independencia de la Judicatura, la Ley Orgánica del Poder Judicial 
(Ley Nº. 7333), el Código de Ética Judicial, adoptado en sesión de Corte Plena el 
28 de febrero del 2000.  



En el marco de la participación ciudadana, el Programa de Justicia Restaurativa 
fue declarado de interés institucional por el Consejo Superior desde el 2011, 
Programa que involucra la comunidad, ha conformado la redes de apoyo y la 
colaboración público-privada, respondiendo a los principios de justicia abierta, lo 
cual se sustenta con la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa, aprobada 
por Corte Plena en sesión N° 21 de setiembre 2015, y por el Consejo Social 











Política de Justicia Abierta20



Presidencia del Poder Ejecutivo mediante sesión extraordinaria N°14-2015 



2017, sumado a lo anterior, el programa recibe un reconocimiento por la República 



el cumplimiento de los principios de Justicia Abierta, transparencia, rendición de 
cuentas, y participación ciudadana.



Desde un plano de la participación ciudadana, el 2012 el Consejo Superior del Poder 
Judicial acogió la propuesta de “Modelo de Participación ciudadana” presentada 
por Conamaj, y dispuso trasladarla a las distintas jefaturas de los departamentos 
y ámbitos para que la incorporasen en sus planes de trabajo. En el 2013 Corte 
Plena declaró la participación ciudadana de interés institucional e incorporó el 
tema como eje transversal del Plan Estratégico 2013-2017. Finalmente en el año 
2015 aprobó la Política Institucional de Participación Ciudadana ya mencionada. 



En la construcción de esta política se consideraron algunos antecedentes 
institucionales, el contexto nacional, el Plan Estratégico de Poder Judicial 2013-
2018, la Política de Participación Ciudadana y los resultados preliminares del 
trabajo conjunto desarrollado con CEPAL.



La Política de Justicia Abierta cumple una función articuladora en pos de la 
promoción y del  fortalecimiento de los diversos proyectos, programas y acciones 
que se están ejecutando en la institución, las políticas de acceso a la justicia 
para poblaciones en condición de vulnerabilidad aprobadas y demás iniciativas 
que contribuyan al logro de los objetivos de esta política. Todo ello con respeto 
absoluto de las disposiciones administrativas y normativas de cada programa o 
instancia, las cuales mantienen su autonomía.
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3. 
Cocreación de la Política 



Los lineamientos generales de la Política de Justicia Abierta se construyeron 
de manera conjunta con representantes de todas las dependencias del Poder 
Judicial, de la Comisión de Personas Usuarias, de la sociedad civil y del Colegio 
de Abogados y Abogadas de Costa Rica.



El desarrollo de la metodología y la implementación de talleres, reuniones y 
capacitaciones se realizaron con el apoyo de la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe de las Naciones Unidas (CEPAL), durante los años 
2015 y 2016. 



Esta experiencia es pionera en el Poder Judicial de Costa Rica y a nivel 



y principios de “Gobierno Abierto” dentro de la organización y funcionamiento de 
un Poder Judicial.  En consonancia con uno de los pilares de este enfoque, se 
consideró esencial para la construcción de la política, la participación abierta de la 
población mediante una consulta pública desde el sitio web del Poder Judicial y la 
realización de grupos focales en diferentes zonas del país.



construir una política coherente con lo que la ciudadanía considera necesario y 
oportuno que desarrolle en la línea de apertura de la gestión judicial. Otro de los 
aspectos que se buscaban con este tipo de metodología era legitimar su proceso 
de construcción, generando los espacios necesarios para la participación de las 
distintas instancias involucradas, lo que guarda estrecha relación y coherencia 
con los principios de Gobierno Abierto.



La Justicia Abierta es un desafío insoslayable del Poder Judicial de Costa Rica 
que demanda una estrategia sustentable y sistemática de acciones de todos 
los ámbitos de su quehacer, inclusiva de las instancias políticas y sociales 



desafío permitirá cumplir la agenda y compromisos internacionales suscritos 
por el Estado de Costa Rica contenidos en la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible, aprobada por Naciones Unidas en septiembre de 2015.
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4. 
Referentes conceptuales



4.1 De Gobierno Abierto a Justicia Abierta



Cuando se habla de Justicia Abierta se hace referencia a una adaptación al sector 



formas de ejercer la función pública en un contexto en donde existen ingentes 
demandas de apertura, de transparencia en la gestión, de participación en la 
elaboración de políticas públicas, de rendición de cuentas y responsabilidad por 
el uso de los recursos públicos y de evaluación y control ciudadanos.



sin embargo el primer concepto se diferencia del segundo por dos razones 
fundamentales:



฀ Cuando se hace referencia a gobierno se está señalando una función 



utilizar dicho término en el Poder Judicial.



฀ Por las particularidades del sistema de administración de justicia se 
requiere de cautela cuando se habla de apertura, en el entendido de 
que se debe velar por garantizar derechos que implican, entre otros, la 



sociedad, dar a conocer la labor que realiza el Poder Judicial más allá de lo que 
se divulga en los medios de comunicación, promover la consulta a distintos actores 
sociales sobre sus necesidades y propuestas para aumentar la legitimidad y brindar 
un servicio público que responda adecuadamente a las demandas de las diversas 



4.2 Concepto de Justicia Abierta 



El concepto de Justicia Abierta que se utiliza en esta Política fue construido de 
manera participativa con los diferentes representantes sociales involucrados en 
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el proceso y complementado con la teoría sobre Gobierno Abierto, realizando los 



el siguiente: 



La Justicia Abierta es una forma de gestión pública aplicada al quehacer de la 



sociedad en general, basándose en los principios de transparencia, participación 



social y fortalecer la democracia.



El Poder Judicial ha estado inmerso en un proceso de cambio de paradigma que 
busca la apertura y procura poner en el centro de su quehacer a la sociedad, 
tomando en cuenta los aportes que las distintas poblaciones pueden generar para 
el mejoramiento de las funciones que se realizan en los ámbitos que conforman 
la institución. 



Se habla de sociedad en general porque esta incluye tanto ciudadanos y 
ciudadanas, así como otros tipos de actores sociales que se relacionan o asocian 



de instituciones, organismos, organizaciones o empresas que tengan interés 
en participar, colaborar o exigir transparencia ante la gestión del sistema de 
administración de justicia.



Asimismo, se reconocen la innovación y las tecnologías de la información (TIC) 
como herramientas fundamentales para la apertura de la justicia, lo cual no implica 
que Justicia Abierta sea sinónimo de uso de tecnología. 



Con la aplicación de los principios de transparencia, participación y colaboración 
el Poder Judicial busca garantizar el derecho de acceso a la justicia imparcial, 
independiente e igualitaria y la tutela judicial efectiva que conlleva al bienestar 
integral de los distintos actores sociales. 



4.3 Principios de Justicia Abierta



La Justicia Abierta se sustenta en tres principios que orientan su implementación: 
transparencia, colaboración y participación. 



corresponden primordialmente a uno u otro, sin ser excluyentes, de manera que 
pueden verse impregnadas por los otros principios. De cada uno de ellos deriva 
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la materialización de la Política de Justicia Abierta.             



En el siguiente diagrama se presentan cada uno de los principios y sus ejes:



Acceso a la 
información publica



Interacción y 
diálogo



Seguimientos, 
control y 



evaluación 
ciudadanos



Incidencia



Rendición 
de cuentas



Apertura 
de datos



Integridad y 
anticorrupción
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Cocreación



Alianzas
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Fuente: Creación de Conamaj tomando como base el diagrama de gobierno abierto 



de Armel Le Coz y Cyril Lage



4.3.1 Transparencia



garantizar el derecho de acceso y la comprensión de la información pública sin 
mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas por las leyes, 
rendir cuentas sobre su gestión y propiciar la integridad, la probidad y el buen 
gobierno.
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Los ejes del principio de transparencia en el marco de la presente política son:



y usuarias de acceder y comprender información pública en lenguajes 
horizontales e inclusivos y el deber del Poder Judicial de proporcionar la 
información de manera oportuna, dentro de los plazos legales y evitando 
cualquier trámite dilatorio.



en formatos abiertos, libres de controles y conforme a los estándares 
internacionales. La publicación de la información institucional debe ser 
consistente y perdurable, según los requerimientos de los datos abiertos.



responder en el ejercicio de su gestión por sus actos, el cumplimiento de 
deberes y funciones, el uso de recursos y fondos públicos. Para ello se 
utilizarán mecanismos de seguimiento, control y evaluación, entre otros.



mecanismos orientados al buen gobierno y a la lucha contra acciones que 
lesionen los valores, principios y recursos del Poder Judicial.



4.3.2 Participación



Ciudadana en el Poder Judicial, en la que se entiende participación como:



(…) un proceso democrático que garantiza una contribución 



responsable, activa y sostenida de la población en el diseño, la 



toma de decisiones y la ejecución de políticas del Poder Judicial, 



de manera que respondan a la realidad de la población, del 



Los ejes del principio de participación derivan de la política citada, a saber:



reconocimiento y canalización de demandas sobre los servicios, 
exigibilidad de derechos, atención de las necesidades particulares de las 
poblaciones y adecuada y oportuna respuesta institucional.
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cuales los diversos actores sociales pueden establecer una vigilancia en 
torno a políticas, programas, proyectos, planes y procesos ejecutados en 
el Poder Judicial o para conocer sus efectos, impactos u otros resultados 
no esperados.



ciudadanía en espacios de toma de decisión.



4.3.3 Colaboración



Colaboración en el sistema de administración de justicia consiste en involucrar 
a distintos actores sociales en el diseño, ejecución y evaluación de políticas, 
programas, proyectos, planes y otras acciones propias del Poder Judicial, para la 
prestación de un servicio de calidad y alcanzar el logro de resultados superiores.



Alianzas: son acuerdos que se establecen entre el Poder Judicial y otras 
instancias como instituciones públicas, organismos, organizaciones, empresas 
y sociedad civil para concretar vínculos de cooperación y emprender acciones 
conjuntas.



Cocreación:



otros actores sociales para el diseño, gestión, ejecución y evaluación de políticas, 
programas, proyectos, planes y otras acciones.



Redes de trabajo y apoyo: son espacios en los cuales el Poder Judicial participa 



y dar seguimiento a temáticas relacionadas con el sistema de administración de 
justicia.



4.4 Temas transversales



Los temas transversales son aspectos que deberán estar presentes en todas 
las acciones que se desprendan de la implementación de esta política. Podrán 



nuevos compromisos que se adquieran tanto a nivel de la institución como a nivel 
nacional
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Se deberá incorporar de manera transversal la perspectiva de las poblaciones en 
condición de vulnerabilidad de conformidad con lo establecido en la normativa 
nacional, internacional y las políticas institucionales de acceso a la justicia. 1



Las acciones que se realicen deberán garantizar la igualdad de oportunidades 
entre mujeres y hombres y la no discriminación por género en las decisiones 
judiciales, en el servicio público de la administración de justicia y en el 
funcionamiento interno del Poder Judicial. Conforme lo establece la Política de 
Igualdad de Género del Poder Judicial.2



La gestión integral de la calidad de la justicia involucra tanto la satisfacción de las 
personas usuarias en relación con el servicio público recibido, como la celeridad 



3



La justicia restaurativa constituye acciones para la promoción de mecanismos 



las garantías y disposiciones reguladas por la legislación nacional, que involucra 
la colaboración público-privada, permitiendo que las prácticas restaurativas vayan 
más allá del ámbito judicial, impulsando esfuerzos similares de resolución de 



4



1 - Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad: Sesión Extraordinaria de Corte 
Plena N017-2008, 8:30 horas 26 de mayo, 2008, Artículo II.



- Política de equidad de género del Poder Judicial de Costa Rica: Aprobada Sesión N0 34-2005 de la Corte Plena,  7 de 
noviembre del 2005, Artículo XIV.



- Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial: Sesión n.º 14-08 de la Corte Plena, 5 de mayo 
del 2008, Artículo XXIII.



- Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor: Sesión n.º 27-08 del Consejo 
Superior, 15 de abril del 2008, Artículo XLVI



- Política institucional para el acceso a la Justicia por parte de la población migrante y refugiada: Sesión n.º 32-10 de la Corte 
Plena, 8 de noviembre de 2010. Artículo XXIV. 



noviembre de 2010, Artículo XVII.
- Políticas del Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos 



al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica: Sesión N° 4-11 de la Corte Plena,  14 de febrero de 2011, Artículo XV. 



Artículo XII. 
- Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas: Sesión N0 77-08 del Consejo Superior, 



14 de octubre de 2008. Artículo XLI. 
- Políticas de lenguaje inclusivo: Sesión n.º 15-12 del Consejo Superior, 21 de febrero del 2012, Artículo LIII.



- Personas privadas de libertad: Aprobada por el Comité Ejecutivo de la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas 
(AIDEF) el día 3 de marzo del 2010 en San José de Costa Rica.



2 Política de Igualdad de Género del Poder Judicial, 2005.
3 Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2018.
4 Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2018. Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa de Costa Rica 2015.
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5. 
Objetivos y líneas de acción de la Política



La Política es el conjunto de orientaciones y directrices que coordinan, enlazan 
y fortalecen los planes, programas y acciones ejecutados en la institución, sobre 
la base de los principios de Justicia Abierta. Corresponde por tanto a un marco 
orientador del quehacer del Poder Judicial para promover los cambios necesarios:



de la información y demás herramientas alternativas, que garanticen su 



de la información y demás herramientas alternativas, que garanticen su 



distintas instancias judiciales, con la institucionalidad pública, la sociedad 
civil y otros actores sociales, orientando su gestión a la consecución de 
resultados.



interacción con la población, con mecanismos  permanentes de diálogo, 
rendición de cuentas, incidencia y  control social.



5.1 Objetivos



Objetivo general:



Promover una gestión judicial basada en los principios rectores de la Justicia 



Estado de Derecho, promover la paz social y fortalecer la democracia.
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derecho de acceso a la información mediante la apertura de datos, la 
rendición de cuentas, el fomento de la integridad y la anticorrupción.



evaluación de los procesos, políticas, servicios y disposiciones, de 
conformidad con la Política de Participación Ciudadana en el Poder 
Judicial.



trabajo colaborativo en la gestión judicial.



por personas que laboran en el Poder Judicial.



sobre la base de los principios de Justicia Abierta.



modernización que generen valor público, brindando alternativas a quienes 
no tienen acceso a las herramientas tecnológicas y adaptándose a las 
necesidades de acceso de toda la población, incluyendo a las poblaciones 
en condición de vulnerabilidad.



5.2 Líneas de Acción



Para la operacionalización de esta política se considerarán, al menos, las 
siguientes líneas generales de acción:



฀ Información y divulgación.



฀ Capacitación y sensibilización.



฀ Articulación interna, externa e interinstitucional.



฀ Cumplimiento de compromisos y estándares nacionales e internacionales.



฀ Seguimiento y evaluación de la política.
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6.
Factores para la implementación 
de la Política de Justicia Abierta



Para la implementación óptima de la Política se requiere disponer de una serie de 
condiciones internas que faciliten la ejecución de las acciones planteadas en este 
documento. Esas condiciones son:



฀ Que todas las instancias judiciales incorporen en su quehacer acciones de 
transparencia, colaboración y participación ciudadana. 



฀ Que se cuenten con los recursos presupuestarios y humanos para su 
ejecución.



฀ Que se cocree el Plan de Acción de la Política tomando como marco 
referencial este documento y las líneas generales aquí establecidas, de 
manera participativa, integrando diferentes actores sociales. En este plan 
de acción deberá exponer con detalle los roles y responsabilidades de 
cada instancia involucrada. 



฀ Que se consolide la Comisión Coordinadora para la Implementación de 



coordinación, la consolidación y la sostenibilidad de los principios de 
Gobierno Abierto al interior del Poder Judicial, así como dirigir la aplicación 
de la política de Justicia Abierta, monitorear y dar seguimiento de los 
compromisos institucionales que de esta se deriven.



6.1 Comisión de Justicia Abierta



La Comisión de Justicia Abierta es la instancia articuladora que velará por el 
cumplimiento de esta política. Estará conformada por representantes titulares de:



฀ Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, 
ente coordinador



฀ Despacho de la Presidencia
฀ Comisión de Transparencia
฀ Comisión de Acceso a la Justicia 
฀ Consejo Superior
฀ Dirección de Tecnología de la Información
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฀ Dirección de Prensa y Comunicación
฀ Dirección Ejecutiva
฀
฀ Dirección de Gestión Humana
฀ Contraloría de Servicios



El Programa de Justicia Restaurativa fungirá como co-coordinador de tema 
transversal de Justicia Restaurativa en el marco de esta Política.



Además, la integrarán al menos ocho personas externas al Poder Judicial que 
pueden representar actores sociales, instituciones, organismos, organizaciones 
o empresas, interesadas en el accionar judicial.  Esta elección se realizará 
democráticamente en una asamblea de amplia convocatoria y estarán en su 



nivel de lineamientos en un momento posterior.



6.2 Funciones de la Comisión de Justicia Abierta



de esta política: mapeo de actores, plan de acción, línea base, sistema de 
evaluación y seguimiento con monitoreo ciudadana, sistema de rendición 
de cuentas hacia la ciudadanía y lineamientos para la integración de 
representación social en la Comisión de Justicia Abierta.



estándares nacionales e internacionales, buenas prácticas y tecnologías 
que favorezcan la implementación de la Política y los principios de 
transparencia, participación ciudadana, colaboración y rendición de 
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herramienta para el ejercicio del derecho de acceso a la Información y la 
transparencia colaborativa, con criterios de valor público y utilidad social y 
promoviendo su reutilización, por parte de todos los sectores interesados. 



del funcionamiento de la Política de Justicia Abierta, con el apoyo de otras 
instancias institucionales o externas.



alineada con las políticas y orientaciones estratégicas del Poder Judicial, 
así como con los avances nacionales e internacionales de Gobierno 
Abierto.



la orientan. 



principios en los ámbitos institucionales. 



Política. 



Política.



La instrumentalización de esta Política se hará mediante la cocreación de los 
instrumentos necesarios para su puesta en práctica, a saber: plan de acción, línea 
base, sistema de evaluación y seguimiento que incluya el monitoreo ciudadano 
y un sistema de rendición de cuentas ante la ciudadanía. Para ello la Comisión y 
sus actores tomaran las medidas propias dentro de un plazo razonable.”
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1937-PLA-PE-2019 
Ref. SICE: 119-19 



15 de noviembre de 2019 
 
 
 
Licenciada 
Silvia Navarro Romanini  
Secretaría General de la Corte 
 
 
Estimada señora: 
 



En atención al oficio 806-19, donde se transcribe el acuerdo tomado por 
Corte Plena en sesión celebrada el 10 de diciembre de 2019, artículo XXIII, le remito 
el informe suscrito por el Máster Allan Pow Hing Cordero, Jefe del Subproceso de 
Planificación Estratégica, relacionado con la implementación del Plan Estratégico 
Institucional (PEI) 2019-2024. 
 



Con el fin de que se manifestara al respecto, mediante oficio 852-PLA-PE-
2019, del 24 de junio de 2019,  el preliminar de este documento fue puesto en 
conocimiento de la Máster Sara Arce Moya, Fiscala Adjunta  de la Oficina de 
Atención y Protección de Víctimas y Testigos, la Máster Emilia Navas Aparicio, 
Fiscala General de la República, la Máster Diana Montero Montero, Directora a.i. 
de la Defensa Pública, del Máster Walter Espinoza Espinoza, Director  del 
Organismo de Investigación Judicial, de la Licenciada Ileana Guillén Rodríguez, 
Directora           de la Escuela Judicial,  de la Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, 
Directora Ejecutiva, de la Máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología 
de Información, de la Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora a.i. de Gestión 
Humana, del Máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director de la Dirección Jurídica, 
de la Máster Siria Carmona Castro, Jefa de la Inspección Judicial.  Como respuesta 
se recibieron los siguientes oficios: 



 
 Oficio 09-UMGEF-2019, del 2 de julio de 2019, suscrito por el máster Sergio 



Valdelomar Fallas y el licenciado Rodrigo Villegas Arias, de la Unidad de 
Monitoreo y Apoyo a la Gestión de Fiscalías; el cual fue remitido mediante 
correo electrónico de la misma fecha, donde se indica que es enviado por 
instrucciones de la máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la 
República.  
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 Oficio 1865-OAPVD-2019, del 2 de julio de 2019, de  la máster Sara Arce 
Moya, Jefatura de la Oficina de Atención y Protección de Víctimas y 
Testigos.  



 Oficio 041-OPO/UAOIP-2019, del 3 de julio de 2019, del máster Walter 
Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación 
Judicial.  



 Oficio 1716-DTI-2019, del 2 de julio de 2019, de la máster Kattia Morales 
Navarro, Directora de Tecnología de la Información.  



 Oficio DGH-326-2019, del 4 de julio de 2019, de la máster Roxana Arrieta 
Meléndez, Directora a.i. de Gestión Humana.  



a. Oficio 2881-DE-2019, del 8 de julio de 2019, de la máster Ana Eugenia 
Romero Jenkins, Directora Ejecutiva. 



 
Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que  se 



presenta. 
 



Atentamente, 
 
 
Nacira Valverde Bermúdez 
Directora a.i. de Planificación 
 
 
Se adjuntan respuestas recibidas 
 



Copias: 
 



 Oficina de Atención y Protección de Víctimas y Testigos 
 Fiscalía General de la República 
 Defensa Pública 
 Organismo de Investigación Judicial 
 Escuela Judicial 
 Dirección Ejecutiva 
 Dirección de Tecnología de la Información  
 Dirección de Gestión Humana 
 Dirección Jurídica 
 Contraloría de Servicios 
 Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia  
 Programa de Justicia Restaurativa 
 Centro de Conciliación del Poder Judicial 
 Comisión de Gestión Ambiental 
 Oficina de Control Interno 
 Despacho de la Presidencia 
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 Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento para la Función Jurisdiccional 
 Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales 
 Departamento de Prensa y Comunicación 
 Inspección Judicial 
 Auditoría Judicial 
 Archivo 



 
 
amc 
REF. Ref: 928-2017; 1529-2017; 877-2018; 969-2018; 1562-2018; 119-2019; 143-2019; 198-2019; 211-2019; 
282-2019.  
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14 de noviembre de 2019 
 
Licenciada 
Nacira Valverde Bermúdez, Directora 
Dirección de Planificación  
 
 
Estimada señora: 
 



Como parte del Modelo de Gestión Estratégica Judicial para la 
implementación del Plan Estratégico Institucional (PEI) 2019-2024, aprobado por la 
Corte Plena en sesión 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII, que 
menciona entre otras cosas:  



“Tener por hecha la exposición de la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, 
Directora de Planificación, sobre el Plan Estratégico Institucional 2019-
2024. En ese sentido se acoge el informe N° 1463-PLA-2018, Plan 
Estratégico Institucional 2019-2024, así como sus recomendaciones en los 
términos señalados.”  



Al respecto, en el oficio 1463-PLA-2018 se recomienda:  
 



“6.2. Aprobar el Modelo de Gestión Estratégica Institucional y sus 
componentes, que incluye los siguientes componentes:  



6.2.1. Cuadro de Mando Integral (con base en el mapa estratégico 
institucional).  
6.2.2. Gestión del Portafolio Institucional de Proyectos Estratégicos 
(PPE). 
6.2.3. Planes Anuales Operativos (PAO) 
6.2.4. Presupuesto orientado a resultados.  
6.2.5. Gestión de Políticas Institucionales.  
6.2.6. Gestión de Innovación. 



6.3. A la Dirección Jurídica con la colaboración técnica de la Dirección 
de Planificación, elaborar propuesta de reglamento para la Administración 
del Portafolio de Proyectos Estratégicos, que incluya: procedimiento para la 
priorización, asignación de los recursos humanos, financieros y otros para la 
ejecución de los proyectos.” 



 
Con el fin de que se manifestaran respecto a la recomendación 6.2.2 sobre la 
Gestión del Portafolio Institucional de Proyectos Estratégicos (PPE), mediante 
oficio 852-PLA-2019, del 24 de junio de 2019; se procedió a remitir la propuesta 











                                                        Poder Judicial – Dirección de Planificación  
San José -  Costa Rica 



Telf.   2295-3600 / 3599  Fax. 2257-5633   / Apdo.  95-1003  / planificacion@poder-judicial.go.cr 
 



Trabajamos por el desarrollo de la administración de justicia                               
con proyección e innovación 



 



5



preliminar de este documento; donde se incorporó la propuesta de “Metodología 
de administración del portafolio de proyectos estratégicos” y la propuesta de la 
“Metodología institucional para la administración de proyectos estratégicos en el 
Poder Judicial”.  
 
El oficio supra, fue remitido a consulta a la Máster Sara Arce Moya, Fiscala 
Adjunta Oficina de Atención y Protección de Víctimas y Testigos; la Máster Emilia 
Navas Aparicio, Fiscala General de la República; la Máster Diana Montero 
Montero, Directora a.i. de la Defensa Pública; el Máster Walter Espinoza Espinoza, 
Director del Organismo de Investigación Judicial; la Licenciada Ileana Guillén 
Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial; la Máster Ana Eugenia Romero 
Jenkins, Directora Ejecutiva; la Máster Kattia Morales Navarro, Directora de 
Tecnología de Información; la Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora a.i. de 
Gestión Humana; el Máster  Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico; y la 
Máster Siria Carmona Castro, Jefa de Inspección Judicial. A quienes se les otorgó 
un plazo de 8 días calendario para la remisión de observaciones que consideren 
pertinentes. 
 
Como respuesta se recibieron los siguientes oficios:  
 



b. Oficio 09-UMGEF-2019, del 2 de julio de 2019, suscrito por el máster Sergio 
Valdelomar Fallas y el licenciado Rodrigo Villegas Arias, de la Unidad de 
Monitoreo y Apoyo a la Gestión de Fiscalías; el cual fue remitido mediante 
correo electrónico de la misma fecha, donde se indica que es enviado por 
instrucciones de la máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la 
República.  



c. Oficio 1865-OAPVD-2019, del 2 de julio de 2019, suscrito por la máster Sara 
Arce Moya, Jefatura de la Oficina de Atención y Protección de Víctimas y 
Testigos.  



d. Oficio 041-OPO/UAOIP-2019, del 3 de julio de 2019, suscrito por el máster 
Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de 
Investigación Judicial.  



e. Oficio 1716-DTI-2019, del 2 de julio de 2019, suscrito por la máster Kattia 
Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información.  



f. Oficio DGH-326-2019, del 4 de julio de 2019, suscrito por la máster Roxana 
Arrieta Meléndez, Directora a.i. de Gestión Humana.  



g. Oficio 2881-DE-2019, del 8 de julio de 2019, suscrito por la máster Ana 
Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva. 
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Al respecto, debido a las observaciones emitidas en relación con el Portafolio de 
Proyectos, se informa que esta Dirección se encuentra analizando y gestionando 
cada una de las observaciones relacionadas, así como nuevas solicitudes por parte 
de la Auditoría Judicial, a través del Consejo Superior, en relación con el proceso 
de priorización de los proyectos estratégicos, de tal manera que se están 
desarrollando talleres con las diferentes oficinas para poder proponer y afinar de 
manera conjunta el instrumento de priorización. 
 
De esta manera, el alcance de este informe se aboca a lo relacionado con la 
metodología de administración de proyectos estratégicos, quedando  en 
construcción, para posteriormente remitir el informe definitivo del Portafolio de 
Proyectos Estratégicos y su proceso de priorización.  
 
En virtud de lo anterior, esta Dirección ha procedido a gestionar las observaciones 
(ver detalle de observaciones en el Apéndice 1) referentes a la “Metodología 
institucional para la administración de proyectos estratégicos en el Poder 
Judicial” que se detalla a continuación.  
 
 



A. ANTECEDENTES 



 



A continuación, se presentan los antecedentes que dieron origen a la metodología 
de administración de proyectos en el Poder Judicial:  



 
Tabla 1. Cronología de antecedentes relacionados con la administración de 



proyectos en el Poder Judicial. 
Año Documento Descripción 



2008 



Consejo 
Superior sesión 
77-08, 14-10-08, 
artículo 
XXXVIII.  



Se pone en conocimiento por parte de la Auditoría Judicial el 
alcance que tuvo su participación en el curso “Diseño e 
implementación de una Oficina de Proyectos”. Al respecto, se 
acuerda:  



“Tomar nota del informe rendido por el licenciado Hugo Esteban 
Ramos Gutiérrez y remitirlo al Departamento de Planificación, para 
que valore la posibilidad de elaborar una propuesta para la 
implementación de la Metodología de Administración de 
Proyectos.” 
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Año Documento Descripción 



2009 



Dirección de 
Planificación  
Oficio 929-PLA-
2009. 



“En razón de ello, si bien se continúa con el esfuerzo de seguir 
analizando información para diseñar la Metodología de 
Administración de Proyectos, es valioso, conocer la decisión que al 
respecto tome la Corte Plena, con el fin de analizar los alcances en el 
diseño de la Metodología citada”.  



2009 



Consejo 
Superior sesión 
63-2009, 18-06-
09, artículo 
XXXVII. 



Se acordó:  



“Aclarar al Departamento de Planificación, que deben rendir el 
informe solicitado en sesión Nº 77-08 del 14 de octubre de 2008, 
artículo XXXVIII, con el fin de determinar la conveniencia de la 
implementación de la Metodología de Administración de Proyectos 
para este Poder de la República, sin perjuicio de lo que resuelva la 
Corte Plena respecto al informe que hace referencia.” 



2009 



Auditoría 
Judicial oficio 
530-40-ATI-
2009. 
“Informe de 
advertencia 
sobre la gestión 
de proyectos 
estratégico del 
Poder Judicial”. 



“Con el propósito de contribuir con la identificación de aspectos 
susceptibles de mejora, en relación con la gestión de los proyectos 
estratégicos del Poder Judicial, para apoyar la modernización de la 
administración de justicia, se requiere fortalecer al menos los 
siguientes aspectos: 



(…) Por lo anterior y con el fin de coadyuvar con la Administración 
en la identificación de oportunidades de mejora para el logro de los 
objetivos del Plan Estratégico del Poder Judicial, en el informe de 
referencia se proponen sugerencias relativas a contar con la 
estructura necesaria que facilite la gestión de los proyectos en el 
Poder Judicial.” 



2009 
Corte Plena 38-
2009, 02-11-09, 
artículo XXV. 



Se acordó: 



“Comisionar a la Magistrada Villanueva para que en forma 
conjunta con los máster Rafael Ramírez López y Floribeth González 
Zúñiga, formulen una propuesta a esta Corte, sobre la creación de 
una oficina de proyectos estratégicos para el Poder Judicial.” 



2010 



Consejo 
Superior 07-
2010, del 26 de 
enero de 2010, 
artículo LXIV.  



Se conoce el informe 418-37-ATI-2007 “Apoyo de la 
Administración de Proyectos a la gestión del Departamento de 
Tecnología de Información”.  



Se acuerda tomar nota de los resuelto por el Comité Gerencial 
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Año Documento Descripción 



de Informática, que indicaron:   



“1.) Tomar nota de lo acordado y de las manifestaciones de los 
señores Ramírez y Jones. 2) Comunicar al Consejo Superior que 
para resolver este tema se conformará un equipo interdisciplinario 
conformado por representación del personal del Departamento de 
Tecnología de la Información, Dirección Ejecutiva y Departamento 
de Planificación. 3.) Con conocimiento de este Comité de que la 
Corte conformará una comisión para la creación de una oficina de 
proyectos estratégicos para el Poder Judicial se le comunica a este 
órgano que toda la política de tecnología de la información será 
manejada por este Comité en coordinación con la comisión 
conformada por la Corte Plena.” 



2010 



Corte Plena en 
sesión 4-2010, 
del 01 de 
febrero de 2010, 
artículo XII, 



Se acordó:  



“Aprobar la propuesta del Comité Gerencial de Informática en el 
sentido de que la política de tecnología de la Información del Poder 
Judicial, será dirigida por ese Comité, debiendo informar sobre lo que 
realiza al Comité de Proyectos Estratégicos del Poder Judicial, para 
que exista coordinación entre los diversos proyectos que se ejecutan 
para mejorar el servicio de la justicia.” 



2010 



Consejo 
Superior 16-
2010, del 23 de 
febrero de 2010, 
artículo LXI 



La Dirección Ejecutiva pone en conocimiento el oficio 13-04-DE-
10 “Plan de trabajo para el desarrollo de la metodología de 
proyectos en materia tecnológica”.  



2012 



Consejo 
Superior, en 
sesión 109-2012 
del 08 de 
diciembre del 
2012, artículo L.  



Se acogió el oficio de la Auditoría Judicial 1182-63-AEE-2012 
sobre el “Estudio especial del cumplimiento de normativa legal 
y técnica en el proceso de ejecución y liquidación del 
presupuesto institucional”, acordando:  



(…) d) El Departamento de Planificación deberá definir y presentar 
al finalizar el primer semestre del 2013, una metodología para la 
priorización de proyectos institucionales, tal como se estableció para 
los proyectos tecnológicos del Poder Judicial aprobado por  Corte 
Plena, como parte de la Administración de Proyectos institucional, a 
fin de lograr una adecuada asignación de los recursos, todo lo 
anterior con la coordinación con las instancias respectivas y así  
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Año Documento Descripción 



maximizar los recursos existentes.(…)” 



2014 



Dirección de 
Planificación 
373-PLA-2014 
“Plan de 
inversión de 
proyectos en 
general”. 



Conocido por el Consejo Superior sesión 31-14, 08-4-14, artículo 
XXII, se acordó 



“Devolver el informe anterior al Departamento de Planificación 
para que incorpore las observaciones realizadas por la Auditoría 
mediante oficio Nº 460-62-SEGA-2014 así como las hechas por el 
licenciado Rodrigo Arroyo Guzmán, Subdirector Ejecutivo.” 



2014 



Consejo 
Superior, en 
sesión 84-2014, 
del 23 de 
septiembre de 
2014, artículo 
XIV.  



Acordó:  



“1.) Tener por rendido el informe 1108-PLA-2014 de la Dirección de 
Planificación, relacionado con la ampliación de la propuesta de 
metodología para la administración de proyectos institucionales, en 
que se incorporan las observaciones realizadas por la Auditoría 
mediante oficio Nº 460-62-SEGA-2014, así como las indicadas por el 
licenciado Rodrigo Arroyo Guzmán, Subdirector Ejecutivo.  



(…) 



4.) La Dirección de Planificación dará la asesoría y el seguimiento 
requerido para que se aplique la metodología aprobada, e informará a 
este Consejo sobre su cumplimiento y ejecución.” 



2014 



Dirección de 
Planificación  
1108-PLA-2014 
“Ampliación de 
la propuesta de 
metodología 
para la 
administración 
de proyectos 
institucionales”  



Aprobación de la metodología de administración de proyectos 
institucionales, conocido por el Consejo Superior en sesión 101-
14 del 20 de noviembre de 2014, artículo LXXX, donde se 
acordó:  



“Tomar nota del informe rendido por la Dirección de Planificación.” 



2016 



Dirección de 
Planificación en 
oficio 1576-
PLA-2016-B, 
aprobado por el 
Consejo 



Se presentó una serie de recomendaciones producto del 
“Rediseño de la Dirección de Planificación:  



“5.1. Creación del Comité de Planeación Estratégica  



(…) Este Comité de alto nivel tendrá la responsabilidad de 
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Año Documento Descripción 



Superior, en la 
sesión 95-16 del 
13 de octubre 
del 2016, 
artículo LXII.  



pronunciarse sobre los aspectos estratégicos institucionales.  Se 
pretende que los esfuerzos institucionales se encuentren alineados 
desde la jerarquía, para que la estrategia después sea implementada 
por los diferentes niveles de la organización; reflejándose en el 
presupuesto, el portafolio institucional de proyectos, la organización 
de las oficinas judiciales y la modernización institucional, lo cual se 
vería reflejado en las estadísticas y evaluaciones. Además, el Comité 
de Planeación Estratégica deberá establecer las prioridades de la 
Corte Suprema de Justicia en función del plan estratégico. (…) 



5.3 Modernización de la estructura de la Dirección de 
Planificación 



Que propone que, dentro del Subproceso de Formulación del 
presupuesto y Portafolio Institucional de proyectos, se incorpore el 
tema Administración del portafolio institucional de proyectos. 



Este informe fue conocido y aprobado por el Consejo Superior 
en sesión 95-16 del 13 de octubre del 2016, artículo LXII, de la 
siguiente manera:  



 



“A) Aprobar  la creación del Comité de Planeación Estratégica el 
cual será  presidido por la Presidenta o Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia en ejercicio, junto a una integrante o 
integrante del Consejo Superior que servirá de enlace entre la 
Comisión y el Consejo, además de las personas que sean las 
directoras o directores de la Dirección de Planificación, Gestión 
Humana, Tecnología de la Información, Dirección Jurídica y 
Dirección Ejecutiva; también podrá contarse con la participación de 
la jerarca o jerarca institucional vinculada al tema que se vaya a 
conocer en la reunión del Comité de Planeación  Estratégica que se 
requiera, quien será responsable de pronunciarse sobre los aspectos 
estratégicos institucionales que le correspondan. ”.  



2017 



Dirección de 
Planificación 
oficio Nº 111-
PLA-2017, Plan 
de 



Conocido por el Consejo Superior en sesión 25-2017, del 16 de 
marzo de 2017, artículo XLVII, donde se acordó: 



“1) Tener por rendido el informe 111-PLA-2017 de 20 de enero en 
curso, elaborado por la Sección de Proyección Institucional, 
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Año Documento Descripción 



Implementación 
de la 
Metodología de 
Administración 
de Proyectos 
Institucionales 
en el Poder 
Judicial 



relacionado con “Plan de la Implementación de la Metodología de 
Administración de Proyectos Institucionales en Poder Judicial”. 2.) 
Aprobar el plan de implementación del modelo estratégico de 
portafolio de proyectos y las recomendaciones realizadas por la 
Dirección de Planificación por lo que deberá procederse conforme lo 
recomienda esa dirección, y deberá designar a las tres personas 
servidoras que estarán laborando Unidad Estratégica del Portafolio 
de Proyectos (UEPPI) quienes ejecutarán lo correspondiente al 
presente informe. Por lo anterior, se aprueba la capacitación externa 
en “administración del portafolio de proyectos” y “microsoft 
project”, para que esas tres personas se les permitan desarrollar e 
implementar lo indicado en este informe, de una manera más 
efectiva.  



2017 



Auditoría 
Judicial 
Informe 
N°1054-53-
SATI-2017. 
“Evaluación de la 
gestión de la 
cartera de 
proyectos de 
tecnología  
Del Poder 
Judicial” 



Conocido por el Consejo Superior en la sesión 88-17 del 28 de 
setiembre del 2017, artículo XXXV. 



Dentro del informe se emite la siguiente recomendación a la 
Dirección de Planificación: 



“Analizar, en coordinación con la Dirección de Tecnología de 
Información, el documento denominado "Requerimientos especiales 
para la administración de proyectos que involucran la implementación 
de tecnologías de información", con el fin de enriquecerlo con el 
criterio especializado y si es necesario ampliarlo y alinearlo con la 
Metodología de Administración de Proyectos de la DTI, dada la 
facultad que tiene la Dirección de Planificación como rector en dicha 
materia.” 



2018 



Consejo 
Superior en 
sesión 35-2018, 
del 26 de abril 
del 2018, 
artículo LXXV.  



Se conoció la propuesta sobre el “Alineamiento metodológico 
del proceso de solicitud de licencias con goce de salario para la 
aplicación de los principios de la Administración de 
proyectos”, y se acuerda: 



“Acoger la propuesta remitida por integrante Carlos Montero 
Zúñiga, en coordinación con la máster Ana Eugenia Romero 
Jenkins, Directora Ejecutiva y la licenciada Nacira Valverde 
Bermúdez, Directora Planificación, sobre el “Alineamiento 
Metodológico del Proceso de licencias con goce de salario para la 
aplicación de los principios de la Administración de Proyectos” (…) 



2019 Auditoría Acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión 10-
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Año Documento Descripción 



Judicial 
Informe 1509-
58-SATI-2018 
Metodología 
para determinar 
el Valor 
Económico-
Social de las 
Inversiones 



19 celebrada el 7 de febrero del 2019, artículo LXVI, se acordó: 



“1.) Acoger la propuesta de redacción presentada en oficio N° DP-56-
2019 del 29 de enero del 2019, suscrito por el máster Róger Mata 
Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, quedando de la 
siguiente manera: “Designar un equipo interdisciplinario conformado 
por profesionales en administración, ingeniería industrial, ingeniería 
de sistemas informáticos y otras áreas que se estimen pertinentes, 
liderados en conjunto por la Unidad Estratégica de Portafolio de 
Proyectos Institucional de la Dirección de Planificación como ente 
rector y la Sección de Normas y Estándares de la Dirección de 
Tecnología de Información como oficina con amplio conocimiento en el 
tema, y asignarles la tarea de diseñar un sistema que tome como 
insumo el listado de iniciativas de proyecto asociadas al Plan 
Estratégico Institucional y permita priorizarlas objetivamente 
considerando variables cualitativas y cuantitativas debidamente 
sustentadas que deriven en un indicador de Retorno Social de la 
Inversión (SROI) apoyado en las guías y herramientas que 
proporciona la organización Social Value International 
(socialvalueint.org), con el fin de que se brinde información sobre 
cuáles iniciativas dan más beneficios a la institución y a la sociedad, 
todo lo anterior de tal forma que Corte Plena y Consejo Superior 
cuenten con criterios técnicos adecuados para tomar decisiones”. 



2019 



Consejo 
Superior en la 
sesión 27-19, 
celebrara el 26-
03-19, artículo 
XV.  



Se conoció el informe de la Auditoría Judicial 268-29-SATI-2019 
denominado Estudio sobre la Metodología para determinar el Valor 
Económico-Social de las Inversiones, se tomó el siguiente acuerdo: 



Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N° 268-29-SATI-2019 
del 8 de marzo de 2019 de la Auditoría. 2.) Trasladar el 
presente acuerdo a la Dirección de Planificación con el apoyo 
de la Dirección de Tecnología de la Información, se encargue 
de diseñar un sistema que tome como insumo el listado de 
iniciativas de proyecto asociadas al Plan Estratégico 
Institucional y permita priorizarlas objetivamente 
considerando variables cuantitativas y cualitativas 
debidamente sustentadas que deriven en un indicador 
objetivo que sea comparable y brinde información sobre cuales 
iniciativas dan más beneficios a la institución y a la sociedad, 
todo lo anterior de tal forma que Corte Plena y Consejo 
Superior cuenten con criterios técnicos adecuados para tomar 
decisiones.  Por lo anterior, deberán en conjunto, proponer a 
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Año Documento Descripción 
este Consejo la conformación del equipo interdisciplinario 
compuesto por profesionales en administración, ingeniería 
industrial, ingeniería de sistemas informáticos y otras áreas 
que se estimen pertinentes.” 



 



Fuente: Elaboración propia a partir de las actas del Consejo Superior. 
 



B. ACTUALIZACIÓN DE LA METODOLOGÍA DE 
ADMINISTRACIÓN DE PROYECTOS  



 
 
A continuación, se procede con la actualización de la metodología de 
administración de proyectos que fue aprobada por el Consejo Superior, en sesión 
84-2014, del 23 de septiembre de 2014, artículo XIV; que permite establecer el 
marco de gestión para la administración de proyectos en el Poder Judicial 
alineados a la estrategia institucional que se establece en el PEI 2019-2024.  
 
1. MARCO CONCEPTUAL 



 



A continuación, se presentan los principales conceptos que dan base a la 
metodología que se expone en este documento, según la Guía del PMBOK (por sus 
siglas en inglés, Project Management Body of Knowledge). 



 



1.1. Definición de Proyecto 



 



Un proyecto es un esfuerzo temporal que se lleva a cabo para crear un producto, 
servicio o resultado único y cuenta con objetivos claramente definidos.  



La naturaleza temporal de los proyectos indica que tienen un principio y un final 
debidamente delimitados. El final se alcanza cuando se logran los objetivos 
definidos del proyecto; asimismo se puede dar por terminado un proyecto cuando 
sus objetivos no pueden ser cumplidos, o cuando ya no exista la necesidad que dio 
origen al proyecto, es decir cuando se da por cancelado el proyecto. Los proyectos 
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pueden tener impactos sociales, económicos y ambientales que durarán mucho 
más que los propios proyectos. Entre los ejemplos de proyectos, se incluyen:  



 



a. Desarrollar un nuevo producto o servicio.  



b. Implementar un cambio en la estructura, el personal o la forma de una 



organización.  



c. Desarrollar o adquirir un sistema de información nuevo o modificado. 



d. Implementar un nuevo proceso o procedimiento de negocio. 



1.2. Relación entre la administración de proyectos, administración de 
programas y la administración del portafolio de proyectos  



 



La administración de proyectos es la aplicación de conocimientos, habilidades, 
herramientas y técnicas de administración a las actividades definidas en un 
proyecto para cumplir con los objetivos planteados, considerando los factores de 
alcance, cronograma, recursos, la calidad requerida, los riesgos, los costos, el 
presupuesto, entre otros. La administración de proyectos es dinámica, implica 
revisiones y ajustes constantes de los planes definidos.  



Las estrategias y las prioridades de una organización vinculan y establecen 
relaciones entre los portafolios y los programas, así como entre los programas y los 
proyectos. La planificación de la organización ejerce un impacto en los proyectos, a 
través del establecimiento de prioridades basadas en el plan estratégico de la 
organización, el financiamiento y los riesgos.  



La planificación de la organización puede guiar el financiamiento y el apoyo a los 
proyectos que componen el portafolio basándose en categorías de riesgo, líneas de 
negocio específicas o tipos generales de proyectos como infraestructura y mejora 
de los procesos internos. Los proyectos, programas y portafolios tienen diferentes 
enfoques. 



1.3. Administración del portafolio de proyectos 



 



El término portafolio se refiere a un conjunto de proyectos o programas y otros 
trabajos que se agrupan para facilitar la dirección eficaz de ese trabajo para cumplir 
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con los objetivos estratégicos de la institución. Los proyectos o programas del 
portafolio no son necesariamente interdependientes ni están directamente 
relacionados. Por ejemplo, una compañía de infraestructura que tiene el objetivo 
estratégico de “maximizar el rendimiento de su capital invertido” puede incluir en 
un portafolio una combinación de proyectos en el ámbito del petróleo y gas, la 
energía, el agua, los caminos, ferrocarriles y aeropuertos. A partir de esta 
combinación, la compañía puede optar por gestionar como un solo programa los 
proyectos relacionados. Todos los proyectos energéticos pueden ser agrupados 
como un programa de energía. Del mismo modo, todos los proyectos hídricos 
pueden ser agrupados como un programa hídrico. 



La gestión del portafolio se refiere a la gestión centralizada de uno o más 
portafolios, que incluye identificar, establecer prioridades, autorizar, dirigir y 
controlar proyectos, programas y otros trabajos relacionados, para alcanzar los 
objetivos específicos y estratégicos del negocio. La gestión del portafolio se centra 
en asegurar que los proyectos y programas se revisen a fin de establecer 
prioridades para la asignación de recursos y en que la administración del 
portafolio de proyectos sea consistente con las estrategias de la organización y esté 
alineada con ellas.  



1.4. Ciclo de vida de un proyecto 
 



El ciclo de vida del proyecto se compone de las siguientes fases: iniciación, 
planificación, ejecución, control y cierre; estas fases generalmente son secuenciales 
y en ocasiones superpuestas, cuyo nombre y número se determinan por las 
necesidades de gestión y control de la organización que crea el proyecto, la 
naturaleza del proyecto y su área de aplicación. Un ciclo de vida puede 
documentarse en una metodología, proporcionando un marco de referencia básico 
para dirigir el proyecto, independientemente del tipo de trabajo que involucre. 



 



1.5. Personas Involucradas 
 



Se refiere a las personas, los despachos y las organizaciones que participan 
activamente en el proyecto, cuyos intereses pueden verse impactados positiva o 
negativamente por la ejecución o terminación del proyecto. Las personas 
involucradas también pueden ejercer influencia, positiva o negativa, sobre el 
proyecto, los entregables y el equipo de administración de proyecto. 
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Se debe identificar tanto a las personas involucradas internas como externas, con el 
objetivo de determinar sus requerimientos y expectativas con relación al proyecto. 



Es necesario una vez identificadas las personas involucradas, definir los diferentes 
niveles de responsabilidad y autoridad que podrían tener al participar en un 
proyecto. Su responsabilidad y autoridad pueden variar desde una participación 
en encuestas y grupos de opinión, hasta la aprobación del proyecto, lo cual incluye 
proporcionar apoyo político y financiero.  



 



2. ROLES Y RESPONSABILIDADES DE LOS ENTES PARTICIPANTES EN 
LA GESTIÓN DE PROYECTOS.  
 



Según lo definido en el oficio 1108-PLA-2014, aprobado por el Consejo Superior en 
la sesión 84-14 celebrada el 23 de setiembre de 2014, artículo XIV, así como lo 
estipulado en el documento 111-PLA-2017, aprobado por el Consejo Superior en la 
sesión 25-17, del 16 de marzo del 2017, artículo XLVII, se enlistan los roles y 
responsables de cada una de las partes que intervienen en el proceso de gestión y 
administración de proyectos. A continuación, se presenta la actualización de estos 
roles:  



 



2.1. Ente Superior   



Es el máximo nivel en la cadena de responsabilidades, representa la instancia 
superior con potestad para aprobar o rechazar la implementación del proyecto, 
este rol puede ser asumido por la Corte Plena o el Consejo Superior, según el tipo 
de proyecto que se esté analizando.  



2.2. Comité de Planeación Estratégica 



Según lo establecido en el informe 1576-PLA-2016-B, aprobado por el Consejo 
Superior, en la sesión 95-16 del 13 de octubre del 2016, artículo LXII, este comité es 
el que permite  entrelazar los diferentes intereses institucionales de una manera 
estratégica, partiendo de la aprobación de la Corte Plena en el Plan Estratégico.  



Dentro del proceso de administración de proyectos estratégicos, es el encargado de 
revisar y pronunciarse sobre la propuesta de proyectos que se incorporarán dentro 
del portafolio de proyectos estratégicos, con el fin de valorar el criterio técnico 
emitido por la Dirección de Planificación, previo a ser presentado para su 
aprobación ante la Corte Plena o el Consejo Superior, según sea el caso. 
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2.3. Dirección de Planificación 



Es el ente institucional rector del proceso de administración de proyectos en el 
Poder Judicial. Dentro de la Dirección de Planificación, se ubican las respectivas 
unidades que intervienen en las diferentes fases del modelo de administración de 
proyectos, a continuación, se mencionan sus roles y responsabilidades: 



a. Subproceso de Planificación Estratégica: 



Responsable de la implementación del Modelo de Gestión Estratégica Judicial, 
aprobado  previamente por la Corte Plena,  el cual tiene como finalidad proveer los 
instrumentos, la información y los procesos relevantes para el apoyo en la toma de 
decisiones para la efectiva ejecución del Plan Estratégico Institucional, dicho 
modelo busca la integración e implementación  de las siguientes herramientas: 



a. Cuadro de Mando Integral (con base en el mapa estratégico institucional).  
b. Gestión del Portafolio Institucional de Proyectos Estratégicos (PPE). 
c. Planes Anuales Operativos (PAO) 
d. Presupuesto orientado a resultados.  
e. Gestión de Políticas Institucionales.  
f. Gestión de Innovación.  



b. Unidad Estratégica del Portafolio de Proyectos Institucional: 



En el oficio 1576-PLA-2016-B se establecen las siguientes funciones a la Dirección 
de Planificación, específicamente a la Unidad Estratégica del Portafolio de 
Proyectos Institucional:  



a. Evaluar, aceptar o rechazar los proyectos con base en los estudios de 
prefactibilidad y factibilidad del proyecto.  



b. Evaluar el grado de prioridad e impacto del proyecto con base en el Plan 
Estratégico del Poder Judicial para asegurar su alineamiento.  



c. Registrar, actualizar el portafolio de proyectos del Poder Judicial.  



d. Presentar, analizar, categorizar y priorizar los proyectos para someterlos a 
revisión ante el Comité de Planeación Estratégica, posteriormente al Ente 
Superior - dependiendo de la naturaleza del proyecto puede ser Corte Plena 
y/o Consejo Superior-.  
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e. Ente fiscalizador del cumplimiento de los objetivos y metas del proyecto 
presentado.  



c. Unidad de Evaluación de Estratégica: 



El Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación será el responsable 
de velar por el seguimiento mensual de los proyectos, que se encuentren 
debidamente actualizados desde la plataforma de Microsoft Project1 On-Line. 



Verifica que las operaciones de programas o proyectos de interés institucional 
concuerden con lo que se tenía proyectado, esto es más que un seguimiento, es ir 
más allá, a la raíz de la situación para detectar si se cumplió con la finalidad o meta 
esperada; por lo tanto, la Dirección de Planificación, como ente rector de evaluar 
los proyectos o acciones institucionales, debe formular acciones correctivas para 
lograr que cada proyecto o acción institucional coincida con lo que se esperaba de 
él, asimismo evaluará la contribución del proyecto con el cumplimiento del plan 
estratégico institucional; con base en lo definido desde el proceso de formulación 
del proyecto por la instancia responsable (es decir, la instancia responsable del 
proyecto deberá rendir cuentas sobre el resultado obtenido de la implementación 
del proyecto y compararlo con lo que se estipula en el estudio de factibilidad y/o 
el plan de gestión del proyecto presentado en las fases de formulación y 
planeación; esta información deberá remitirse a la Dirección de Planificación, más 
adelante se detallará cómo se lleva cabo este proceso).  



2.4. Auditoría Judicial: 



La Auditoría Judicial es la responsable de verificar durante la ejecución de los 
proyectos, el cumplimiento de acuerdo con las metodologías y estándares 
definidos en materia de Administración de Proyectos, con el fin de obtener 
retroalimentación de insumo para la mejora continua. 



2.5. Ente Técnico  



Será el responsable de revisar el planteamiento de los proyectos, de acuerdo con su 
especialidad técnica, así como dar el visto bueno técnico para la viabilidad del 
proyecto. Pueden fungir como ente técnico la Dirección de Tecnología de la 
Información, la Dirección de Planificación, la Dirección de Gestión Humana, la 
Dirección Jurídica, la Dirección Ejecutiva y sus Departamentos, el Centro de Apoyo 
Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ), así como 



 
1 Microsoft Project (o MSP) es un software de administración de proyectos y programas de 
proyectos, diseñado, desarrollado y comercializado por Microsoft para asistir a administradores de 
proyectos en el desarrollo de planes, asignación de recursos a tareas, dar seguimiento al progreso, 
administrar presupuesto y analizar cargas de trabajo. 
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cualquier otra que se requiera, partiendo de la naturaleza del proyecto, según 
corresponda. 



2.6. Oficina líder de proyecto 



Corresponde al despacho judicial, programa, dirección, oficina o unidad 
departamental encargado de planificar, ejecutar, controlar y operar el proyecto. 
Entre sus responsabilidades se encuentran: 



a. Identificar y reconocer la diferencia entre un proyecto y la gestión operativa 
(PAOs).  



b. Responsable de promover los proyectos y programas aprobados en el Plan 
Estratégico Institucional (PEI), así como las iniciativas nuevas, las iniciativas 
aprobadas por el órgano superior y las iniciativas relacionadas con la 
cooperación internacional; según su competencia.  



c. Contar con las capacidades y los conocimientos técnicos básicos en 
administración de proyectos.  



d. Cumplir los lineamientos, previamente aprobados por el ente superior, 
relacionados con esta materia.  



e. Realizar los estudios de prefactibilidad y factibilidad de las iniciativas.  



f. Gestionar los programas y los proyectos a su cargo, aplicando las metodologías, 
estándares y herramientas aprobados.   



g. Velar por el cumplimiento de los objetivos, los entregables, el cronograma, el 
uso óptimo de los recursos y otros aspectos relacionados con el proyecto a su 
cargo.  



h. Presentar las actualizaciones o modificaciones realizadas del proyecto ante la 
Dirección de Planificación, previo a la fecha de cumplimiento del entregable o 
actividad indicando las razones del cambio.  



i. Rendir cuentas sobre el grado de cumplimiento de los proyectos y programas a 
la Dirección de Planificación, hasta el cierre del proyecto. 



j. Rendir al menos dos informes de evaluación de los resultados obtenidos a los 6 
y a los 12 meses, posterior al cierre o finalización del proyecto, y remitirlos a la 
Dirección de Planificación; o bien cuando dicha Dirección lo solicite.  
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k. Aplicar los controles establecidos para asegurar la efectividad en la ejecución de 
los proyectos a su cargo.  



l. Solicitar asesoría en materia de administración de proyectos a la Dirección de 
Planificación cuando sea requerido.  



m. Dar a conocer necesidades de capacitación y oportunidades de mejora respecto 
a la metodología de proyectos aprobada, a la Dirección de Planificación.  



n. Promover la participación del personal en capacitaciones, talleres, seminarios u 
otros medios en aras de asegurar la profesionalización de la administración de 
proyectos.  



o. Participar en la comunidad de buenas prácticas en administración de proyectos, 
promovida por la Dirección de Planificación.  



Dentro de la oficina líder de proyecto, se deberán identificar y definir los siguientes 
roles: 



a. Persona coordinadora o líder técnico del proyecto: 



Es la persona con el conocimiento técnico responsable del proyecto y se encarga de 
liderar el proyecto. Se debe tener en cuenta, que no necesariamente requiere de un 
puesto de jefatura dentro de la institución para liderar un proyecto; no obstante, 
según el puesto que ocupe, el grado en la toma de decisiones quedará supeditada 
al mando superior. 



Es responsable de la actualización de la documentación relacionada al proyecto en 
el Sitio del Proyecto, así como en el MS-Project y las plataformas definidas.  



b. Jefatura o persona administradora de proyecto: 



Es la persona que dentro de la institución ocupa un puesto de jefatura, de forma 
que tiene la potestad para tomar decisiones, así como para firmar y autorizar 
documentos. Siguiendo la línea de mando, suele ser la jefatura de la persona 
coordinadora o líder del proyecto. La jefatura tiene la obligación de asignar la 
coordinación de un proyecto en primera instancia a las personas que han sido 
capacitadas institucionalmente en esta materia, para el aprovechamiento máximo 
de los recursos.  
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c. Director o Directora de proyecto: 



Es la persona que tiene la potestad de proveer los recursos y apoyo para el 
proyecto, por lo general es la persona que ocupa el puesto de más alto nivel de la 
instancia responsable del proyecto. Es una figura de peso en la organización 
debido a que tiene la autoridad para colocar su firma en el plan de gestión del 
proyecto, así como otros documentos, para autorizar que se formule o gestione el 
proyecto, que deberá ser aprobado por el ente superior para su ejecución. Por lo 
general pueden ser las Directoras y Directores, Jefaturas, entre otras, de las 
diferentes instancias.  



d. Persona jerarca impulsor del proyecto: 



Es la figura gerencial que promueve la iniciativa del proyecto, generalmente es el 
miembro de más rango dentro del equipo del proyecto.  



e. Equipo de Proyecto: 



Serán aquellas personas designadas en cooperar y trabajar en el proyecto, 
respaldan a la persona líder de proyecto con el fin de garantizar el cumplimiento 
de los objetivos del proyecto. 



En los roles descritos anteriormente, según la naturaleza del proyecto, una persona 
puede estar involucrada en dos o más roles simultáneamente.  



 



3.  METODOLOGÍA DE ADMINISTRACIÓN DE PROYECTOS. 



La metodología para la administración de proyectos se encuentra integrada por 
cuatro fases, como se muestra en la siguiente figura, que tienen la finalidad de 
obtener un producto o servicio único esperado. Cada uno de los resultados de las 
fases deberá ser documentado a través de la utilización de plantillas y la 
elaboración de informes que se detallan en cada capítulo de las fases.    
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Figura No. 1 Modelo de administración de proyectos para el Poder Judicial 



 



Fuente: Elaboración propia.  



3.1 FASE I: FORMULACIÓN 



 
La fase de formulación contempla la identificación del proyecto, los estudios de 
prefactibilidad y de factibilidad que sean necesarios para completar la formulación 
del proyecto, los cuales serán revisados y validados por la Dirección de 
Planificación del Poder Judicial.  
 



A. Descripción del proceso: 



 
El proceso a seguir en esta fase se detalla a continuación: 
 



3.1.1 Para la formulación de un proyecto, se toma como base las iniciativas de 
proyectos que se contemplan en el Plan Estratégico Institucional, las cuales 











                                                        Poder Judicial – Dirección de Planificación  
San José -  Costa Rica 



Telf.   2295-3600 / 3599  Fax. 2257-5633   / Apdo.  95-1003  / planificacion@poder-judicial.go.cr 
 



Trabajamos por el desarrollo de la administración de justicia                               
con proyección e innovación 



 



23



son producto del proceso creativo e innovador que busca promover la 
elaboración del plan estratégico institucional. 



3.1.2 La iniciativa o las iniciativas de proyectos deberán estar incluidas y/o 
alineadas con el Plan Estratégico Institucional. 



3.1.3 Una vez que se ha identificado la iniciativa de proyecto, la cual puede 
responder a una nueva idea, oportunidad de mejora, solución a un 
problema o atención de normativa interna o externa (legislación), se debe 
valorar si dicha iniciativa cumple con las características de ser catalogada 
como proyecto, para ello debe cumplir con las siguientes características: 



a. Claramente la iniciativa de proyecto tiene un inicio y un fin. 



b. Crea un producto, servicio o resultado único, que actualmente no 
existe en la institución, oficina o despacho. 



c. Propone un cambio. 



d. Representa una innovación en la forma de realizar las cosas. 



e. Es posible identificar entregables como productos únicos, no 
existentes. 



f. Se encuentra alineado a la estrategia institucional (PEI).  



3.1.4 Si la iniciativa cumple con todas las características detalladas en los puntos 
3.1.2 y 3.1.3, la oficina líder del proyecto y promotora de la iniciativa podrá 
proceder con la elaboración del estudio de factibilidad, con el fin de analizar 
la viabilidad para la institución de invertir en la ejecución de dicha 
iniciativa. 



3.1.5 Para elaborar los estudios de factibilidad, la Dirección de Planificación 
emitirá las directrices, a las oficinas líderes de las iniciativas de proyecto, de 
los respectivos plazos en que deben ser elaborados dichos estudios. Los 
plazos dependerán del tipo de proyecto que se esté formulando, así como 
del momento de ejecución del PEI en que se encuentre la institución. 



3.1.6 Asimismo, el formulario que se debe utilizar para la elaboración del estudio 
de factibilidad es el F01.UEPPI.19. Estudio de factibilidad (incluye estudios 
de viabilidad y caso de negocio del proyecto), en el Apéndice 1. En este 
formulario la oficina líder del proyecto deberá desarrollar los estudios de 
factibilidad correspondientes, así como indicar claramente cuál es la 
inversión presupuestaria que representa para la institución la ejecución de 
ese proyecto y los beneficios que obtendría la institución si se realiza el 
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proyecto. Los beneficios deben ser cuantificables, medibles, ser 
representados en términos monetarios, ya sea por medio de ahorros de 
tiempo como de costos, tanto para la institución como para las personas 
usuarias, la sociedad y el país, del mismo modo se deben considerar 
aquellos ahorros asociados a la prevención y eliminación de riesgos que de 
llegar a materializarse representarían penalizaciones o costos altos para la 
institución.  



3.1.7 Se debe incluir dentro del formulario F01, el indicador del retorno social de 
la inversión (SROI), el cual se calcula de la siguiente manera: 



 



 



 



3.1.8 La Unidad Estratégica de Portafolio de Proyectos Institucional, dará la guía 
y acompañamiento a la oficina líder del proyecto en el proceso de 
elaboración del formulario F01.UEPPI.19. Estudio de factibilidad. 



3.1.9 El formulario F01.UEPPI.19 debe ser firmado por el director o directora del 
proyecto y remitido al ente técnico, relacionado con la temática del proyecto, 
para que se pronuncie con criterio técnico según su área de especialidad. Por 
ejemplo: una oficina que plantea un proyecto relacionado con el desarrollo 
de un sistema informático deberá remitir los formularios a la Dirección de 
Tecnología; un proyecto relacionado con una ampliación o construcción de 
un edificio deberá ser remitido al Departamento de Servicios Generales, y 
así sucesivamente para cada caso particular. Esto aplica para las oficinas de 
todos los ámbitos de Poder Judicial, sin excepción. 



3.1.10 Pueden fungir como ente técnico la Dirección de Tecnología de la 
Información, la Dirección de Planificación, la Dirección de Gestión Humana, 
la Dirección Jurídica, la Dirección Ejecutiva y sus Departamentos, así como 
el Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función 
Jurisdiccional (CACMFJ), según corresponda.  



3.1.11 La oficina líder del proyecto deberá remitir por correo electrónico a la 
cuenta oficial de la Dirección de Planificación el estudio de factibilidad del 
proyecto con el visto bueno del ente técnico.  
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3.1.12 La Dirección de Planificación realiza la revisión de la documentación 
recibida, asimismo realizará las observaciones por medio de correo 
electrónico y/u oficio, en caso de que sea requerido.   



3.1.13 La Dirección de Planificación revisa y analiza la viabilidad de cada una de 
las iniciativas, para lo cual elaborará un informe donde se detallen todas las 
iniciativas que superaron la etapa de factibilidad, consolidando la 
información recibida, asimismo, hará una propuesta de priorización 
considerando las prioridades institucionales y valoración de los criterios de 
alineamiento estratégico, costo, tiempo, riesgo de la inversión, análisis costo 
– beneficio (SROI), conformando de esta forma el portafolio institucional de 
proyectos estratégicos.  



3.1.14 La propuesta de priorización del Portafolio de Proyectos será remitida para 
revisión al Comité de Planeación Estratégica, quien se pronunciará sobre la 
propuesta elaborada. 



3.1.15 Posteriormente, la propuesta de portafolio deberá ser remitida a la Corte 
Plena o el Consejo Superior, para su aprobación según corresponda.  



3.1.16 Una vez aprobado el portafolio de proyectos estratégicos, la Dirección de 
Planificación comunicará a las oficinas responsables y ejecutoras de los 
proyectos la aprobación o desaprobación de las iniciativas, en el caso de que 
la idea se deniegue, la misma se archivará, de forma que se resguarde la 
trazabilidad de la información, asimismo, se contará con el respaldo de la 
documentación, en caso de que dicha idea de proyecto pueda ser reactivada 
en un futuro. 



3.1.17 Para las iniciativas que fueron aprobadas, la Dirección de Planificación es el 
ente responsable de dar la indicación a las oficinas responsables y ejecutoras 
para iniciar con el proceso formal de planificación y administración del 
Proyecto. 
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B. Productos esperados de la etapa de Formulación 
 
Para esta primera fase se espera obtener, el estudio de factibilidad, los costos 
estimados de inversión, la cuantificación de los beneficios, calculando para ello el 
indicador del Retorno Sobre la Inversión Social (SROI). En la Figura 2 se resumen 
las entradas, así como los principales entregables de esta fase. 
 



Figura 2. Detalle de los Productos esperados de la etapa de formulación. 



 



Fuente: Elaboración propia.  



 



Como nota aclaratoria se informa que ya esta forma de trabajo se esta aplicando en 



función del modelo de gestión estratégica aprobado a partir del Planteamiento del 



Plan Estratégico 2019-2024.  



3.2 FASE 2: PLANIFICACIÓN  



 



A. Descripción del proceso: 



 



3.2.1 Una vez aprobada la iniciativa del proyecto, se procede con el proceso de 
planificación que conlleva elaborar el Acta de Constitución del Proyecto y el 
“Plan de gestión del proyecto” según lo definido en los formularios 
F00.UEPPI.19 y F01.UEPPI.19 respectivamente, (Ver Apéndice 1); que 
deberá ser remitido a la Dirección de Planificación.  
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3.2.2 Según lo estipulado por el Instituto de Administracion de Proyectos (PMI) 
en la Guía del PMBOK (por sus siglas en inglés, Project Management Body 
of Knowledge sexta edición) se define cada uno de estos documentos de la 
siguiente forma: 



Documento Definición 



El acta de constitución 
del proyecto  



Se define como un documento emitido por el 
patrocinador del proyecto (jerarca impulsor), que 
autoriza formalmente la existencia de un proyecto y 
confiere al director de proyecto la autoridad para 
aplicar los recursos de la organización a las actividades 
del proyecto. 



El plan para la 
dirección del proyecto 
o Plan de Gestión del 
Proyecto 



Se define como el documento que describe el modo en 
que el proyecto será ejecutado, monitoreado y 
controlado. 



Fuente: Elaboración propia, según lo definido en el PmBok 6ta edición  



 



3.2.3 El acta de constitución del proyecto deberá ser elaborado por las oficinas 
líderes de proyectos y ser incorporada al sitio del proyecto desde la 
plataforma web del Office 365, por medio del MS Project Online. 



3.2.4 La Dirección de Planificación brindará el apoyo, asesoría y acompañamiento 
a las oficinas que así lo requieran para completar la información solicitada. 
No obstante, las oficinas líderes de proyecto son las responsables de 
elaborar y completar la debida documentación que se establece. Para ello, a 
continuación, se detallan los aspectos relevantes que deben ser considerados 
dentro del Plan de Gestión del Proyecto. 



3.2.5 Elaborar el Plan del Proyecto 



a. Como se mencionó anteriormente, para realizar la integración de las áreas de 
conocimiento de la administración de proyectos, las oficinas deben desarrollar 
el F02.UEPPI.19 Plan de Gestión de Proyecto, asimismo se debe utilizar la 
plataforma web del Office 365, por medio del MS Project Online, donde desde 
el sitio de proyecto se debe incorporar cada uno de los formularios que se 
desarrollen en relación con el proyecto.  
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3.2.5.1. Datos generales del proyecto: 



a. Descripción del proyecto: Contempla la información general del proyecto, se 
debe brindar una descripción general sobre en qué consiste el proyecto y 
porqué es importante su realización. 



b. Alineamiento con objetivos institucionales: Se debe indicar la relación que 
tiene el proyecto con la estrategia de la institución, para ello se deberá indicar 
el tema estratégico, el objetivo estratégico, la acción estratégica, la meta 
estratégica y el indicador estratégico, con la cual se encuentra relacionado el 
proyecto. 



c. Objetivo del Proyecto: Se debe indicar el objetivo general del proyecto, 
haciendo mención del producto o servicio final que se espera obtener con la 
ejecución del proyecto. 



d. Justificación y propósito del proyecto: Se debe ampliar sobre las razones que 
dieron paso a la formulación del proyecto, si existen antecedentes asociados 
al mismo. 



e. Alcance del Proyecto: Se debe realizar la declaración del alcance, indicando 
claramente los límites del proyecto, es decir que aspectos contemplará o no el 
proyecto. Asimismo, se deben indicar las exclusiones, restricciones, supuestos 
y factores críticos de éxito del proyecto. 



f. Beneficios y resultados esperados: Se debe detallar los principales beneficios 
que se obtendrán del proyecto. Los beneficios deben ser cuantificables y 
medibles, se deben representar en términos monetarios, ya sea por medio de 
ahorros de tiempo como de costos, tanto para la institución como para las 
personas usuarias, la sociedad y el país, del mismo modo se deben considerar 
aquellos ahorros asociados a la prevención y eliminación de riesgos que de 
llegar a materializarse representarían penalizaciones o costos altos para la 
institución.  



 



 



 



3.2.5.2. Organización del proyecto 
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Dentro del proceso para la definición de los recursos del proyecto se debe 
contemplar lo siguiente:  



a. Organigrama del proyecto: En los casos que se requiera, y según el grado de 
complejidad del proyecto, se deberá realizar un organigrama que muestre de 
manera gráfica las relaciones de jerarquía dentro del contexto del proyecto.  



a. Roles y responsabilidades: Deben detallarse los roles y responsabilidades de 
los miembros del equipo de trabajo, así como de las personas que puedan 
estar involucradas en el proyecto.  



3.2.5.3. Detalle de los entregables2 del proyecto 



Dentro del proceso de definición del alcance del proyecto se deben considerar los 
siguientes puntos: 



a. Estructura de desglose de trabajo (EDT): Se puede emplear algún software 
para elaborar la EDT en forma de diagrama, asimismo, se debe generar la 
lista de entregables que se obtendrán durante la ejecución de cada una de las 
fases del proyecto. 



b. Debe brindarse una descripción de cada entregable, del mismo modo se 
deben definir los criterios de aceptación de cada entrega. 



c. Dentro de la definición de cada entregable, debe quedar claramente definido 
el criterio de aceptación de los entregables, contemplando criterios 
cuantitativos y cualitativos de aceptación, así como el responsable de la 
aceptación. 



d. Los criterios de aceptación deben ser definidos en la medida de lo posible de 
forma cuantitativa, utilizando métricas, parámetros o indicadores que den 
objetividad al proceso de aceptación de los productos del proyecto.  



e. En caso de que se deba modificar el alcance del proyecto, se deberá realizar la 
gestión correspondiente, según lo definido en la fase de ejecución, en el 
apartado de 3.3.7 relacionado con la gestión de control de cambios. 



3.2.5.4. Calidad de la gestión del proyecto 



 
2 Cualquier producto, resultado, o capacidad de prestar un servicio único y verificable que debe 
producirse para terminar un proceso una fase o un proyecto. 
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a. En este apartado se deberán describir y detallar las actividades que se 
realizarán para garantizar la calidad del proyecto, así como los procesos de 
gestión y control interno dentro del proyecto. 



b. Definir quién, cómo y cuándo se llevará a cabo la revisión del avance de cada 
uno de los entregables, hasta lograr la aceptación de la calidad de cada uno 
de los productos, entregables u otros del proyecto.  



3.2.5.5. Cronograma del proyecto 



a. Con base en la EDT, se debe indicar la duración, la dependencia entre las 
actividades y tareas, así como los recursos requeridos, con el fin de conformar 
el cronograma del proyecto. Para esto se debe utilizar el software Microsoft 
Project Professional (MS Project), cuyas licencias deben ser coordinadas con la 
Dirección de Planificación. 



b. La oficina líder del proyecto es la responsable de desarrollar el cronograma 
empleando la herramienta MS Project, para el cual deberá asignar los 
respectivos recursos, costos por actividad y fijar las respectivas líneas base del 
proyecto. 



c. Una vez revisado y aprobado el cronograma por el Director del proyecto, se 
deberá remitir el archivo de MS Project a la Dirección de Planificación. 



d. La Dirección de Planificación será la única oficina responsable de incorporar 
los respectivos cronogramas al Project On Line, lo anterior con el fin de que 
pueda tener acceso a los sitios de cada proyecto y así consultar la información, 
las actas, los informes de avances y demás documentos de cada proyecto, los 
cuales son el insumo para la elaboración de los informes que se deben 
presentar ante el Consejo Superior del estado del portafolio de proyectos 
estratégicos.  



3.2.5.6. Detalle del presupuesto del proyecto: 



a. Se deben identificar y clasificar los costos asociados a las diferentes actividades 
que conlleva el proyecto. Para esta labor también se debe utilizar el software 
Microsoft Project Professional. 
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b. El presupuesto y los costos del proyecto deben elaborarse respetando la 
estructura programática definida en la institución, considerando el clasificador 
estipulado por el Ministerio de Hacienda, donde se contemple de manera 
correcta las subpartidas y artículos que deben ser formulados dentro del 
presupuesto institucional para la ejecución del proyecto. 



c. Se debe incluir el desglose y estimación del presupuesto anual requerido para 
cada uno de los períodos de duración del proyecto, de forma tal que se 
detallen los requerimientos anuales a ser incorporados dentro del presupuesto 
institucional. 



d. En lo correspondiente al recurso humano, se deben indicar los costos asociados 
a los recursos que estarán involucrados en la ejecución del proyecto. 



3.2.5.7. Administración de las comunicaciones del proyecto: 



a. Dentro del proceso de planificación de las comunicaciones del proyecto se debe 
describir el esquema de comunicación del proyecto, de forma tal que el equipo 
de trabajo del proyecto tenga claridad de los requerimientos de información.            



b. Se deben incluir los interesados e interesadas en el proyecto tanto internos 
como externos a la institución e indicar el tipo de información que se les debe 
comunicar, así como la frecuencia y el responsable de realizar la comunicación. 



c. Es importante considerar que se debe coordinar con el Departamento de Prensa 
y Comunicación, los medios, formas, fechas en que se harán divulgaciones, 
tanto interna como externa a la Institución. 



3.2.5.8. Administración de riesgos del proyecto 



a. Deben determinarse los diferentes riesgos para minimizar los aspectos adversos 
a los que se expone el proyecto, así como la estrategia a desarrollar para cada 
uno, en caso de presentarse.  



b. Para dicha labor, se debe valorar si los riesgos se encuentran incluidos dentro 
del SEVRI, en cuyo caso deberán ser incorporados para su seguimiento por 
medio de esta herramienta. 
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c. Según lo estipulado por la Oficina de Control Interno, Transparencia y 
Anticorrupción, se deberá tomar como insumo el portafolio de riesgos 
institucionales, el cual se muestra en la siguiente tabla: 



Tabla 1. Portafolio de Riesgos Institucionales 



1. Riesgos 
externos 
(RE) 



1.1 Riesgos de tipo legal 
1.1.1 Aprobación de nueva normativa 



1.1.2 Sentencias judiciales 
1.2 Fallas en las relaciones 



con otras dependencias 
 



1.3 Cambios en el entorno 
económico y social 



 



1.4 Cambios en el entorno 
tecnológico y de 
servicios 



 



1.5 Cambios en el entorno 
ambiental 



 



2. Riesgos 
internos 
(RI) 



2.1 Riesgos de Gestión 



2.1.1 Extravío o pérdida de expedientes o 
documentos confidenciales 



2.1.2 Suspensión de audiencias 
2.1.3 Retraso en la tramitación 



2.1.4 Amenazas de Seguridad 



2.1.5 Pérdida o desactualización de datos 
electrónicos 



2.1.6 Fallas en responsabilidad social 
organizacional 



2.2 Riesgos de Ética 
2.2.1 Ausentismo frecuente 
2.2.2 Fuga de información 
2.2.3 Actos de corrupción 



2.3 Riesgos de Factor 
humano 



2.3.1 Bajo desempeño 
2.3.2 Falta de competencia profesional 
2.3.3 Rotación de personal 
2.3.4 Detrimento de la integridad de las 



personas 



2.4 Riesgos de Servicio a las 
personas usuarias 



2.4.1 Fallas en la atención a personas 
usuarias 



2.4.2 Interrupción del servicio en los 
sistemas de información 
automatizados 
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2.5 Riesgos de Recursos e 
infraestructura 



2.5.1 Incumplimiento de la Ley 7600 
2.5.2 Fallas en las plantas físicas 
2.5.3 Fallas de los recursos y servicios de 



TI 
2.5.4 Acceso no autorizado a sistemas y 



bases de datos 
2.5.5 Pérdida de integridad de los datos 



electrónicos 
2.5.6 Suspensión del servicio de los 



recursos de TI 



Fuente: Oficina de Control Interno.  



 



3.2.5.9. Administración de las adquisiciones:  



a. En los casos en que se requiera la adquisición de bienes o servicios para el 
desarrollo del proyecto, se debe garantizar que se cuentan con el contenido 
presupuestario para la compra. Asimismo, se debe enlistar y planificar los 
bienes o servicios por adquirir. 



b. Para la elaboración del plan de adquisiciones, la Dirección Ejecutiva y el 
Departamento de Proveeduría, podrán brindar el acompañamiento y asesoría 
en el proceso de planificación de las compras, así como durante la ejecución de 
estas. 



B. Productos esperados de la fase de planificación: 



De acuerdo con lo anteriormente descrito, en la Figura 3 se puede observar el 
resumen de los principales productos esperados en la fase de planificación. 



Figura 3. Productos esperados de la fase de planificación.  
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Fuente: Elaboración propia.  



 



3.3 FASE 3: EJECUCIÓN  



A. Descripción del proceso: 



En la fase de la ejecución tiene como objetivo garantizar el cumplimiento oportuno 
del proyecto, en apego a lo planificado en la fase 2. De esta manera, se definen las 
herramientas que buscan validar que las actividades sean implementadas de 
acuerdo con el plan de proyecto definido, considerando los costos, los recursos, el 
tiempo y el alcance del proyecto.  



3.3.1 Esta fase comprende la coordinación y ejecución de las actividades 
planificadas, con el fin de obtener los entregables definidos en el plan del 
proyecto.  



3.3.2 Como parte importante del seguimiento y control del proyecto, se deben 
documentar los acuerdos durante las reuniones o sesiones de trabajo, tanto 
del equipo de proyecto como de aquellas reuniones relacionadas con la 
ejecución del proyecto, para ello se recomienda utilizar el formulario 
F03.UEPPI.19 Minuta de reunión, en el Apéndice 1. Estas minutas deberán 
ser cargadas en el Sitio del Proyecto asignado por la Dirección de 
Planificación.  



3.3.3 Previo a las reuniones o sesiones de trabajo, con el fin de gestionar las 
reuniones de forma eficiente, se recomienda elaborar una agenda de reunión 
y remitirla a todos las personas convocadas, para ello se establece el 
formulario F05.UEPPI.19 Agenda de reunión, en el Apéndice 1.  



3.3.4 Del mismo modo, se recomienda utilizar el registro correspondiente de 
asistencia a las reuniones realizadas en relación con el proyecto, para esto se 
puede utilizar el formulario F06.UEPPI.19 Registro de asistencia.  
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3.3.5 El plan de proyecto y los documentos relacionados deberán ser actualizados 
según los cambios que se consideren pertinentes realizar durante su 
ejecución. Es importante que durante la fase de planificación del proyecto se 
defina el proceso a utilizar para administrar cualquier cambio en el alcance, 
cronograma, presupuesto o recursos del proyecto.  



3.3.6 En los casos en que se determine la necesidad de realizar un cambio 
significativo en el proyecto, debe estar justificado y contar con el aval del 
Director del proyecto y/o la Persona Jerarca Impulsor. 



3.3.7 Para formular la solicitud de cambio, se debe completar el formulario 
F07.UEPPI.19 Solicitud de cambio y remitirlo a la Dirección de 
Planificación.  



3.3.8 La Dirección de Planificación, se encargará de analizar el impacto e 
implicaciones del cambio solicitado y emitirá su criterio técnico ante el Ente 
Superior- sea el Consejo Superior o la Corte Plena- según sea el caso. 



3.3.9 El Ente Superior valorará la información recibida y definirá si aprueba o 
declina la solicitud, posteriormente se comunicará lo correspondiente a la 
oficina líder del proyecto.  



3.3.10 Las oficinas líderes de proyecto deberán elaborar los informes de avance del 
proyecto, donde se contemplen los logros alcanzados, la actualización de los 
indicadores del proyecto establecidos en el acta de constitución del 
proyecto, los entregables, actividades pendientes a completar, un resumen 
de las acciones relevantes que necesitan prioridad y un resumen del costo 
total o presupuesto ejecutado del proyecto.  



3.3.11 Las oficinas líderes de los proyectos deberán rendir dichos informes de 
avance bimensualmente, ante la Dirección de Planificación. Para ello, se 
deberá utilizar el formulario F04.UEPPI.19 Informe de avance del proyecto, 
en el Apéndice 1. La información relacionada con los porcentajes de avance 
real y esperado deberán ser calculados por medio de la herramienta MS 
Project, para ello el líder del proyecto deberá actualizar los porcentajes de 
completado de cada una de las tareas del cronograma, según las fechas de 
corte que definidas por la Dirección de Planificación.  



3.3.12 Es responsabilidad de los líderes técnicos del proyecto actualizar el 
cronograma del proyecto desde MS Project Online, esta labor se debe 
realizar semanalmente, actualizando el porcentaje de completado de las 
tareas del proyecto. 
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3.3.13 Cada vez que se concluya con la elaboración de un entregable del proyecto, 
se deberá realizar el proceso de la aprobación y aceptación, según lo 
definido en el plan de proyecto en el apartado de gestión de calidad, para 
ello se recomienda utilizar el formulario F08.UEPPI.19 Acta de entrega de 
productos, en el Apéndice 1. 



3.3.14 Se deben documentar y comunicar las experiencias y el conocimiento 
adquirido para apoyar la mejora continua y la optimización en el desarrollo 
de futuros proyectos, para ello se recomienda utilizar el formulario 
F09.UEPPI.19 Lecciones aprendidas, en el Apéndice 1. 



 



B. Productos esperados de la fase de Ejecución  



De acuerdo con lo descrito, en la Figura 4 se puede observar el resumen de los 
principales productos que se obtienen en la Fase de Ejecución del proyecto.  



Figura 4. Productos esperados de la Fase de Ejecución.  



Fuente: Elaboración propia.  



3.4 FASE 4: CIERRE 



A. Descripción del proceso: 



Esta fase considera las actividades requeridas para realizar el cierre del proyecto y 
dar inicio con su operación. Para esto, se deberán realizar las siguientes 
actividades:  



3.4.1 Se debe elaborar un informe de cierre del proyecto, debe incluir la 
información relacionada con el desempeño del proyecto, el análisis del 
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cumplimiento del cronograma, el análisis y desempeño de los costos totales 
del proyecto, los riesgos materializados, las lecciones aprendidas, los 
principales resultados obtenidos a la fecha del cierre del proyecto. Para la 
elaboración de este informe se debe utilizar el formulario F10.UEPPI.19 
Informe ejecutivo de cierre, en el Apéndice 1.  



3.4.2 En caso de ser necesario, se indicará en este informe los compromisos 
pendientes, para ello se deberá detallar por cada compromiso pendiente lo 
siguiente: 



a. Alcance del compromiso. 
b. Responsable de la ejecución.  
c. Responsable de dar seguimiento una vez finalizado el proyecto.  
d. Plazo esperado para concluir con el compromiso.  
e. Consecuencias de su incumplimiento. 



3.4.3 Dentro del informe de cierre, se debe contemplar el plan de operación del 
proyecto, el cual se refiere a la definición de responsables y seguimiento que 
se dará al proyecto durante su operación, dependiendo de cada caso 
particular se deberán establecer métricas o indicadores de la operación. 



3.4.4 El informe de cierre debe ser presentado a la Dirección de Planificación, 
para ponerlo en conocimiento ante el Comité de Planeación Estratégica, y el 
Consejo Superior o la Corte Plena respectivamente. Asimismo, la persona 
líder o coordinadora del proyecto deberá realizar las gestiones 
correspondientes para la actualización total de la información relacionada al 
proyecto en la Plataforma de MS Project (inclusión de lecciones aprendidas, 
buenas prácticas a replicar, análisis de riesgos materializados, balance del 
cumplimiento del proyecto, entre otros).  



3.4.5 Con el fin de evaluar los beneficios generados por el proyecto tanto a nivel 
institucional como a nivel social, la oficina responsable del proyecto deberá 
realizar al menos dos evaluaciones de los resultados obtenidos del proyecto, 
a los 6 meses y a los 12 meses de presentado el informe de cierre 
respectivamente. Y lo remitirá a la Dirección de Planificación, para la 
elaboración del informe de evaluación de resultados del portafolio de 
proyectos, para la emisión de las recomendaciones correspondientes.  



3.4.6 Para la elaboración del informe de evaluación de resultados, la oficina líder 
del proyecto deberá utilizar el formulario F11.UEPPI.19. Informe de 
Evaluación de los beneficios del Proyecto, donde se debe tomar como 
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insumo los beneficios definidos desde el estudio de factibilidad y lo 
estipulado en el plan de gestión, con el fin de comparar el beneficio 
planificado versus el beneficio logrado. 



3.4.7 La Unidad de Evaluación Estratégica del Subproceso de Evaluación de la 
Dirección de Planificación, tomará el insumo de los informes recibidos para 
la elaboración del informe de evaluación de resultados del portafolio de 
proyectos estratégicos, el cual debe ser presentado ante el Comité de 
Planeación Estratégica, y luego a la Corte Plena o el Consejo Superior, como 
parte del proceso de seguimiento del portafolio institucional de proyectos 
estratégicos. 



B. Productos esperados de la Fase de Cierre:  



En relación con lo descrito, en la figura 5 se enlistan los principales productos 
obtenidos en la fase de cierre del proyecto. 



Figura 5. Productos esperados de la fase de cierre. 



Fuente: Elaboración Propia 



 
 



C. Conclusiones 



Dentro de las principales conclusiones del informe se pueden mencionar las 
siguientes:  



1. Se propone una nueva versión de la metodología de administración de 
proyectos, la cual incluye una actualización de las plantillas y formularios que 
se deben utilizar dentro de la administración de proyectos, asimismo, se amplía 
sobre la definición de roles y responsabilidades de las partes involucradas en el 
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proceso de administración de proyectos, alineado al Modelo de Gestión 
Estratégica aprobado por Corte Plena. 



2. La nueva metodología de administración de proyectos consta de cuatros fases: 
formulación, planificación, ejecución – seguimiento y cierre. Para cada una de 
estas fases se definen los productos esperados que deben elaborar las oficinas, 
los cuales se elaboran por medio del uso de plantillas o formularios que buscan 
estandarizar el proceso de administración y dirección de proyectos. 



3. El detalle de los principales cambios que incorpora la nueva versión de la 
metodología de administración de proyectos estratégicos se detalla a 
continuación: 



Apartado o tipo 
de cambio 



Descripción del cambio 



Roles y 
responsabilidades 



a. Se incluye un apartado de roles y responsabilidades, en el 
cual se definen las labores y tareas que deben de 
desempeñar tanto las instancias como las personas 
involucradas en el proceso de administración de 
proyectos 



b. Se incluye el rol del Comité de Planeación Estratégica, 
según lo aprobado por el Consejo Superior en el informe 
1576-PLA-2016-B. 



c. Se establece que cada oficina líder de proyecto deberá 
identificar y designar a la(s) persona(s) responsable de 
cumplir los siguientes roles: 



a. Persona coordinadora o líder técnico del proyecto. 
b. Jefatura o persona administradora de proyecto. 
c. Director o Directora de proyecto. 
d. Persona jerarca impulsor del proyecto. 
e. Equipo de Proyecto. 



Fases del modelo 



d. Se separa la fase 2: Planificación y Ejecución en 2 fases.  



e. Se define como Fase 2: Planificación y como Fase 3: 
Ejecución y Seguimiento, esta última contempla los 
procesos del PMBOK relacionados con el monitoreo y 
control del proyecto. 



Formularios f. Se modifican los siguientes formularios: 
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Apartado o tipo 
de cambio 



Descripción del cambio 



a. Acta de constitución de proyecto. 
b. Estudio de factibilidad. 
c. Informe de cierre. 



g. Se incluyen como nuevos formularios: 
a. Plan de gestión de proyecto. 
b. Informe de seguimiento. 
c. Minuta de reunión. 
d. Registro de asistencia. 
e. Entrega de producto. 
f. Lecciones aprendidas. 
g. Solicitud de cambio. 



Áreas de 
conocimiento 



a. Alcance: Se establece un estándar para formulación de la 
EDT. 



b. Cronograma: Se define MS Project como la herramienta 
oficial para el control del cronograma del proyecto 



c. Costo: Se establece una propuesta para la formulación del 
presupuesto del proyecto. 



d. Calidad: Se establece una matriz para la definición de los 
parámetros de calidad de los entregables del proyecto. 



e. Recursos: Se incluye una matriz de roles y responsabilidades. 



f. Comunicación: Se establece una matriz para la planificación 
de las comunicaciones del proyecto. 



g. Riesgos: Se ajusta a lo definido por la metodología de control 
interno aplicando lo definido por el SEVRI. 



h. Adquisiciones: Se establece una matriz para la planificación 
de las adquisiciones del proyecto. 



i. Interesados: Se deben considerar los interesados del proyecto 
para la elaboración de la matriz de las comunicaciones. 



 



D. Recomendaciones 
 



1.1 Aprobar la actualización de la Metodología Institucional para la 
Administración de Proyectos en el Poder Judicial (Apartado B de este 
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documento)) y publicar mediante circular a toda la población de la institución 
para su debida aplicación. 



 



E. Apéndices: 
 



Apéndice 1. Formularios de Metodología de 
Administración de Proyectos 



 



CÓDIGO NOMBRE DEL REGISTRO ARCHIVO 



F00.UEPPI.19 Estudio de factibilidad   
F00. Estudio de 



factibilidad.docx
 



F01.UEPPI.19 Acta de constitución del proyecto 
F01. Acta de 



Constitución de Proyecto.docx
 



F02.UEPPI.19 Plan de gestión del proyecto 
F02.UEPPI.19. Plan de 



gestión del proyecto.docx
 



F03.UEPPI.19 Minuta de reunión 
F03.UEPPI.19. Minuta 



de Reunión.docx
 



F04.UEPPI.19 Informe de avance 
F04.UEPPI.19 Informe 



de avance.docx
 



F05.UEPPI.19 Agenda de reunión 
F05-UEPPI-01. 



Agenda de reunión.docx
 



F06.UEPPI.19 Registro de asistencia 
F06.UEPPI.19. 



Registro de asistencia.docx
 



F07.UEPPI.19 Solicitud de cambio  
F07.UEPPI.19. Control 



de Cambios.docx
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CÓDIGO NOMBRE DEL REGISTRO ARCHIVO 



F08.UEPPI.19 Acta de entrega de producto 
F08.UEPPI.19. 



Entrega de producto.docx
 



F09.UEPPI.19 Lecciones aprendidas 
F09.UEPPI.19. 



Lecciones aprendidas.docx
 



F10.UEPPI.19 Informe de cierre 
F10.UEPPI.19. 



Informe de Cierre de Proyecto.docx
 



F11.UEPPI.19 
Informe de Evaluación de los beneficios del 



Proyecto F11.UEPPI.19. 



Informe de Evaluación de los beneficios del proyecto.docx
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Apéndice 1. Observaciones recibidas por las instancias al oficio 852-PLA-PE-2019, referente a la 
Metodología de Administración de Proyectos, las demás observaciones serán abordadas en el informe 
definitivo relacionado con el Portafolio de Proyectos. 



 



MINISTERIO PÚBLICO 



 



N° OBSERVACIÓN CRITERIO TÉCNICO 



1. 



1. En numeral 4.1.1, tabla 12 denominada “Roles y responsabilidades definidos 
en la versión 2 de la metodología de administración de proyectos”, no se 
participa de forma permanente a los órganos auxiliares de justicia, en lo que 
interesa el Ministerio Público, en los niveles de “Comité de Planeación 
Estratégica” ni como “Ente técnico”.  



En el primer aspecto, se considera que no es viable entrelazar los diferentes 
intereses institucionales de una manera estratégica, si no se considera la 
participación de actores relevantes, con una función primordial y estratégica 
del quehacer institucional, como en este caso lo es el Ministerio Público entre 
otros del ámbito auxiliar de justicia. 



En el segundo aspecto, quién más que el mismo ente fiscal que tiene la 
experticia y el criterio técnico y jurídico para establecer o discutir la viabilidad 
de los proyectos que impulse sus diferentes oficinas o fiscalías y avalarlos 
expresamente. 



Se debe dejar en claro que en lo puramente técnico administrativo y de 
administración de proyectos, estamos enteramente de acuerdo que los entes 
propuestos como Dirección de Tecnología de la Información, la Dirección de 
Planificación, la Dirección de Gestión Humana, la Dirección Jurídica, la 



1. Se concuerda en que la participación del 
Ministerio Publico es relevante y fundamental y debe ser 
participativa en todas las fases del proceso planteado en 
los proyectos que tenga planteados a desarrollar.   



 



2. Mediante acuerdo del Consejo Superior 95-16, 
del 13 de octubre de 2016, artículo LXII, se aprobó:  



 



“A) Aprobar  la creación del Comité de Planeación Estratégica el 
cual será  presidido por la Presidenta o Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia en ejercicio, junto a una integrante o integrante 
del Consejo Superior que servirá de enlace entre la Comisión y el 
Consejo, además de las personas que sean las directoras o directores 
de la Dirección de Planificación, Gestión Humana, Tecnología de la 
Información, Dirección Jurídica y Dirección Ejecutiva; también 
podrá contarse con la participación de la jerarca o jerarca 
institucional vinculada al tema que se vaya a conocer en la reunión 
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Dirección Ejecutiva y sus Departamentos, el Centro de Apoyo Coordinación y 
Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ) son competentes y 
probablemente tienen la experiencia adecuada para este orden de cosas, pero 
no reconocemos en ellos lo que se necesita para la dirección en la dimensión 
técnico jurídica y de investigación que requieren los proyectos del Ministerio 
Público. Visto lo anterior, la participación permanente del ente fiscal es 
menester para garantizar la adecuación de los proyectos que se diseñen, 
implementen y evalúen dentro del campo de acción que la ley le confiere.  



del Comité de Planeación  Estratégica que se requiera, quien será 
responsable de pronunciarse sobre los aspectos estratégicos 
institucionales que le correspondan.”.  



Por tanto, cuando se conozcan temas vinculados con otras 
áreas, el Comité de Planeación Estratégica deberá  realizar la 
convocatoria respectiva     



ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL 



 



N° Observación Criterio técnico 



2. 



En ninguna página del documento emanado por su representada se indica 
el Acta de Constitución queda sin efecto y en lugar de esta seguirá 
implementándose el Plan de Gestión de Proyecto. Razón por la cual debe 
quedar claro este apartado. 



Se hace la aclaración sobre lo relativo al acta de constitución de proyecto 
de forma que se incluye dentro del procedimiento  



 



 



DIRECCIÓN DE TECNOLOGÍA DE INFORMACIÓN 



 



N° Observación Criterio técnico 



8. 



Existen proyectos que deben ser gestionados por otras oficinas sin embargo es 
importante señalar que los recursos de la DTIC son limitados por lo que debe 
realizarse la coordinación respectiva con el fin de garantizar que el componente 
tecnológico estará listo en tiempo y forma, según lo requiere el proyecto. 



Se establece como parte del análisis de factibilidad de estos 
proyectos, se deberá adjuntar el criterio técnico de la Dirección de 
Tecnología, con el fin de determinar si dichos proyectos son o no 
viables. 
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Este informe ha sido elaborado por la máster Yesenia Salazar Guzmán, Coordinadora 
de la Unidad del Portafolio de Proyectos Estratégicos. 
 
Atentamente, 
 
 
Máster 
Allan Pow Hing Cordero, Jefe 
Subproceso de Planificación Estratégica 
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Presentación
El Poder Judicial de Costa Rica presenta el “Modelo de Gestión de Polít icas 
Institucionales”, aprobado por la Cor te Plena en la sesión 02-2020 del 13 de enero de 
2020, ar tículo XXXIII ;  este documento se constituye como uno de los componentes 
del Modelo de Gestión Estratégica Institucional ,  aprobado en la sesión de la Cor te 
Plena 56-18 del 10 de diciembre de 2018, ar tículo XXIII .



El propósito de este documento es ofrecer un instrumento de planificación, que 
faci l ite los procesos de gestión de las polít icas institucionales coadyuvando a una 
mayor eficacia y eficiencia en el logro de sus resultados. Su fundamento teórico  se 
encuentra en la “Guía para la elaboración de polít icas públicas” del Minis terio de 
Planificación Nacional y Polít ica Económica (MIDEPLAN, 2016).



El alcance de este documento se circunscribe  hacia la gestión de la “polít ica 
institucional de impacto social y/o institucional”, entendida como: 



“Una guía orientadora que se expresa en los objetivos, las l íneas 
de acción y los resultados esperados sobre un tema y la atención o 
transformación de un problema de interés institucional y/o social ;  que 
se sustenta en los mandatos, acuerdos o compromisos nacionales e 
internacionales del Poder Judicial”.



Este Modelo de Gestión de las Polít icas Institucionales lo constituyen cuatro fases:



1. Diagnóstico situacional .



2. Elaboración y aprobación.



3. Implementación.



4. Seguimiento y evaluación.
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Como componente de innovación, se contempla la par ticipación ciudadana en cada 
una de las fases del modelo. Asimismo, esta propuesta se encuentra diseñada para 
su adaptación a los procesos de la planificación institucional ,  así ,  los resultados de 
las polít icas puedan ser consultadas en l ínea por par te de la institución, instituciones 
públicas y ciudadanía, for taleciendo la transparencia y rendición de cuentas del Poder 
Judicial . 
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Definición de política 
institucional y otros conceptos
La Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) menciona que una 
política pública de excelencia corresponde a aquellos cursos de acción y flujos de 
información relacionados con un objetivo político definido en forma democrática; los 
que son desarrollados por el sector público y, frecuentemente, con la participación de 
la comunidad y el sector privado. Una política pública de calidad incluirá orientaciones o 
contenidos, instrumentos o mecanismos, definiciones o modificaciones institucionales, y 
la previsión de sus resultados. (2004). 



Por otra parte, la Política Pública se encuentra definida por MIDEPLAN (2016) como: 
“Curso o línea de acción definido para orientar o alcanzar un fin, que se expresa en 
directrices, lineamientos, objetivos estratégicos y acciones sobre un tema y la atención o 
transformación de un problema de interés público. Explicitan la voluntad política traducida 
en decisiones y apoyo en recursos humanos, técnicos, tecnológicos y financieros y se 
sustenta en los mandatos, acuerdos o compromisos nacionales e internacionales.”



Al respecto, en el contexto del Poder Judicial, se procede a definir los conceptos de lo 
que es una política institucional para su efectiva gestión:



1



Es una guía orientadora que se expresa en los objetivos , 
las líneas de acción y los resultados esperados sobre un 
tema y la atención o transformación de un problema 
de interés institucional y/o social; que se sustenta en 
los mandatos, acuerdos o compromisos nacionales e 
internacionales del Poder Judicial.



Política institucional
de impacto social
y/o institucional:



A
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Corresponde al conjunto de lineamientos, directrices , 
reglas prácticas, guías , procedimientos, entre otros; 
dirigidos al logro de una mejor administración de los 
recursos y procesos específicos de gestión administrativa 
y de control institucional; que se caracterizan por ser 
de índole interno y están delimitadas por su alcance. 



Política institucional  
de índole operativo: 



B



En virtud de lo anterior, es importante aclarar que, el alcance de este 
modelo sólo abordará la gestión de la “política institucional de impacto 
social y/o institucional”, por lo que para efectos de este informe, en 
adelante se utilizará la frase “política institucional”, para hacer referencia 
a la política institucional de impacto social y/o institucional.



2
Modelo de Gestión
de las Políticas Institucionales
2.1.	 Procedimiento para la elaboración de una nueva política 
	 institucional.



Cuando la instancia judicial propone la elaboración de una nueva política institucional, se 
debe solicitar la aprobación previa por parte de la Corte Plena. 



De esta manera, se describe a continuación los pasos a seguir para la elaboración de una 
nueva política institucional: 
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A



B



A partir de la definición de política institucional1, la instancia 
judicial proponente de la elaboración de una nueva política 
institucional debe analizar los siguientes criterios: 



• ¿El tema o problema a atender o resolver es de interés 
institucional?



• ¿El tema o problema a atender o resolver es de índole social 
(orientado a la resolución de un problema que involucra a la 
sociedad y/o personas usuarias)? 



• ¿El tema o problema a atender o resolver tiene incidencia 
directa, y su atención o transformación genera valor, en las 
personas usuarias externas, sociedad y/o país?



• ¿El tema o problema a atender o resolver responde a los 
mandatos de ley, acuerdos o compromisos nacionales e 
internacionales adquiridos por el Poder Judicial?



• ¿La atención o resolución del tema o problema se encuentra 
acorde al plan estratégico institucional? 



La instancia judicial que propone la elaboración de la nueva 
política institucional deberá remitir la solicitud formal a la 
Corte Plena, indicando de manera general el tema o 
problema a resolver, así como la manera en que se 
considera que cumple con la definición de política 
institucional, utilizando como referencia los criterios 
descritos supra.



1	 “Es una guía orientadora que se expresa en los objetivos, las líneas de acción y los resultados esperados sobre un tema y la atención o 
transformación de un problema de interés institucional y/o social; que se sustenta en los mandatos, acuerdos o compromisos nacionales e 
internacionales del Poder Judicial.”
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C



E



D



Una vez que se haya elaborado la 
política institucional deberá ser 
sometida a aprobación por parte 
de la Corte Plena. 



La Corte Plena establecerá si la propuesta 
es de interés institucional y aprobará o no 
el inicio para la elaboración de la nueva 
política. 



En caso de que se apruebe la solicitud de 
elaboración de la nueva política por la 
Corte Plena, la instancia judicial 
proponente podrá iniciar la elaboración 
de la política institucional, utilizando como 
guía el modelo de gestión de las políticas 
institucionales (formulación, 
implementación, seguimiento y 
evaluación) que se detalla seguidamente. 
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2.2.	 Fases del Modelo de Gestión



El Modelo de Gestión de las Políticas Institucionales está conformado por las siguientes 
4 fases:



02



03



04



01 DIAGNÓSTICO 



IMPLEMENTACIÓN 
DE LA POLÍTICA 
(PLAN DE ACCIÓN)



ELABORACIÓN Y 
APROBACIÓN DE LA 
POLÍTICA 
INSTITUCIONAL



SEGUIMIENTO Y 
EVALUACIÓN



Definición y delimitación del 
tema o problema



Análisis del tema o problema



Elaboración de la 
propuesta de política.



Validación y aprobación 
de la Política. 



Marco legal



Metodología



PEI PAO



Participación 
ciudadana, 



institucional e 
interinstitucional
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A continuación, se detalla cada una de estas fases: 



Fase I: Diagnóstico situacional



El proceso de diagnóstico “constituye un balance de situación del entorno político-social-
económico-ambiental, en los ámbitos mundial, nacional o regional” (MIDEPLAN, 2016).



El diagnóstico está compuesto por el análisis de información recabada por diferentes 
fuentes, como son los estudios formales realizados por las instancias nacionales e 
internacionales, las instancias investigadoras técnicas, las entrevistas con personas expertas, 
las experiencias internas o externas y otras fuentes de recolección de información (talleres, 
foros, mesas de diálogo y encuestas); relacionadas con el tema que se desea desarrollar. 



Para la construcción del diagnóstico situacional se deben considerar al menos los siguientes 
elementos: 



i.	 Definición y delimitación del tema o problema: 



Consiste en la descripción del tema o problema institucional a resolver. Entre las variables 
a considerar se encuentran: 



a.	 Identificar si el tema o problema se considera de interés institucional y 
social, elemento que lo establece la Corte Plena con la aprobación para la 
elaboración de la nueva política institucional.



b.	 Describir, de manera general, el marco normativo que lo justifica. 
c.	 Debe definirse la instancia rectora responsable de su gestión a nivel 



institucional.



Definic ión y 
del imitación del  
tema o problema



Marco legal Anál is is  del  tema 
o problema



Elementos 
básicos del 
diagnóstico 
situacional



Fuente: Elaboración propia.
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ii.	 Marco legal: 



Es la revisión del marco legal nacional e internacional, en la que se contempla la 
normativa de manera detallada relacionada con el tema o problema a resolver. 
Se deben considerar los tratados, leyes, decretos, directrices técnicas, entre 
otros documentos relacionados. Debe contemplar como mínimo el nombre del 
instrumento legal, la fecha de emisión y vigencia, además de los aspectos relevantes 
para la política (objetivos o compromisos para la institución).



iii.	 Análisis del tema o problema: 



Debe contemplar el entorno social, económico, cultural, político, ambiental, 
tecnológico y algún otro, que incide sobre el tema o problema a resolver ; así 
como distinguir las fortalezas y las debilidades institucionales, las oportunidades 
y las amenazas del entorno, que contribuyan a definir el alcance de la política y la 
identificación de las oportunidades de mejora. 



Las fuentes de información de estos datos pueden ser :



a.	 Internas, entre los que se destacan: Datos estadísticos, estructura 
organizacional (Relación de Puestos), presupuestos formulados y 
ejecutados, datos demográficos (Sistema Georeferencial), estudios 
técnicos de oficinas especialistas, acuerdos del Consejo Superior y 
Corte Plena, entre otros.



b.	 Externas, dependiendo del tema a abordar, se pueden tomar datos 
como: Estadísticas del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos 
(INEC), informes específicos del Estado de la Nación, datos y 
estudios técnicos de órganos especializados del Gobierno o instancias 
internacionales reconocidas, entre otros.



Con el análisis de la información recopilada sobre el tema, se crea un panorama del estado 
de situación del problema, sus causas y los factores del entorno que afectan la situación. 
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Para el análisis del problema es de relevancia la participación de los diferentes actores 
relacionados de manera directa e indirecta con el tema o problema. Así, la recolección 
y sistematización de la información obtenida mediante experiencias, entrevistas, talleres, 
foros, mesas de diálogo, narraciones o cualquier otro medio que aborde el tema; que 
constituyen mecanismos de cocreación, donde se garantiza la participación ciudadana, 
interinstitucional e institucional desde el inicio de la creación de la política. 



Además, se considera de relevancia la inclusión de información estadística e indicadores 
disponibles, que describan de manera cuantitativa el estado situacional del tema o 
problema a resolver.   



Fase 2: Elaboración y aprobación de la Política



En esta fase es donde se elabora la política institucional, mediante la participación de las 
personas actoras involucradas, donde se debe lograr el consenso, validación y aceptación 
de la propuesta, previo a su remisión para aprobación por parte de la Corte Plena. Para 
la elaboración de la Política, deben considerarse los siguientes elementos.



i.	 Metodología:
 



A partir de los elementos que debe contener la política institucional, que se detallan 
más adelante; se deben definir las metodologías que se emplearían para la elaboración 
de cada uno de estos elementos y componentes que se encuentran en la política 
institucional. 



Metodología
Elaboración de 
la propuesta de 
la Pol í t ica



Val idación y 
aprobación de 
la Pol í t ica



Elementos 
para la 



elaboración 
de la Política



Fuente: Elaboración propia.
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Para lo anterior, es importante que se contemple la participación institucional, 
interinstitucional y ciudadana en la creación de la política; y tomar en cuenta los 
mecanismos existentes en la institución sobre el tema como son: la Política de 
Participación Ciudadana, la Política de Justicia Abierta, entre otros.2



En este apartado se puede adicionar un cronograma con las actividades que se 
tienen programadas a realizar ; el detalle de las personas, instituciones e instancias 
involucradas en esas actividades, así como los recursos ordinarios (humanos, 
sistemas de información, equipos, viáticos, etc.) que se requieren para desarrollar la 
metodología planteada.



ii.	 Elaboración de la propuesta de la política institucional: 



Los componentes básicos que debe contener una Política Institucional son:



a.	 Portada. 
b.	 Introducción. 
c.	 Índice. 
d.	 Diagnóstico situacional. 



d.1.	 Definición y delimitación del tema o problema. 
d.2.	 Marco legal. 
d.3.	 Análisis del tema o problema.



e.	 Metodología.
f.	 Definición de las poblaciones y/o grupos beneficiarios a quienes se dirige e 



impacta la política institucional.
g.	 Alineamiento de la política institucional con los ejes transversales del Plan 



Estratégico Institucional. 
h.	 Temas Prioritarios, Objetivos, Líneas de Acción, Resultados Esperados e 



Indicadores de Resultados. 
i.	 Plan de Acción. 
j.	 Análisis de impacto presupuestario de implementación de la política 



institucional.  
k.	 Definición del modelo de gestión para la implementación, seguimiento, 



evaluación.



2	 Estos mecanismos se pueden consultar en la siguiente dirección web: http://www.conamaj.go.cr/
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A continuación, se detallan cada uno de los componentes señalados anteriormente: 



GUÍA PARA LA FORMULACIÓN DE
LAS POLÍTICAS INSTITUCIONALES



1.	 Portada, Introducción e Índice.
2.	 Diagnóstico situacional



•	 Definición y delimitación del tema o problema: 



Consiste en la descripción del tema o problema institucional a resolver. Entre las 
variables a considerar se encuentran: 



-	 Identificar si el tema o problema es de interés institucional y social. 
-	 Señalar de manera general el marco normativo que lo justifica. 
-	 Debe definirse la instancia rectora responsable de su gestión a nivel 



institucional.



•	 Marco legal: 



Es la revisión del marco legal nacional e internacional, en la que se contempla 
la normativa detallada relacionada con el tema o problema a resolver. Se 
deben considerar los tratados, leyes, decretos, directrices técnicas, entre otros 
documentos relacionados.    



Debe contemplar como mínimo el nombre del instrumento legal, la fecha de 
emisión y vigencia, además de los aspectos relevantes para la política (objetivos 
o compromisos para la institución).



•	 Análisis del tema o problema: 



Debe contemplar el entorno social, económico, cultural, político, ambiental, 
tecnológico y algún otro, que incide sobre el tema o problema a resolver ; así 
como distinguir las fortalezas y las debilidades institucionales, las oportunidades 
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y las amenazas del entorno, que contribuyan a definir el alcance de la política y 
la identificación de las oportunidades de mejora.



Con el análisis de la información recopilada sobre el tema, se crea un panorama 
del estado de situación del problema, sus causas y los factores del entorno que 
afectan la situación.



Para el análisis del problema es de relevancia la participación de los diferentes 
actores relacionados de manera directa e indirecta con el tema o problema. Así, la 
recolección y sistematización de la información obtenida mediante experiencias, 
entrevistas, talleres, foros, mesas de diálogo, narraciones o cualquier otro medio 
que aborde el tema; constituyen mecanismos de cocreación, donde se garantiza 
la participación ciudadana, interinstitucional e institucional desde el inicio de la 
construcción de la política.



Además, se considera de relevancia la inclusión de información estadística 
e indicadores disponibles, que describan de manera cuantitativa el estado 
situacional del tema o problema a resolver.     



3.	 Metodología: 



A partir de los elementos de la política institucional, se deben definir las metodologías 
para la elaboración de cada uno de estos elementos y componentes que se encuentran 
en la política institucional, lo cual implica la definición de los pasos a seguir en cada 
uno de ellos.



Por tanto, es importante que exista la participación institucional, interinstitucional 
y ciudadana en la construcción de la política. En este apartado se puede adicionar 
los cronogramas, el detalle de las personas o instancias responsables, instituciones 
e instancias participantes, así como los recursos ordinarios (humanos, sistemas de 
información, equipos, viáticos, etc.) que se requieren para desarrollar la metodología 
planteada.
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4.	 Definición de las poblaciones o grupos beneficiarios a quienes se diri-
ge e impacta la política institucional: 



En esta etapa deberá indicarse:



•	 El grupo poblacional al que va dirigido el tema o problema planteado en la 
Política y el cual se verá beneficiado o presentará una mejoría de la situación 
actual. – Enfoque externo.  



•	 Las personas e instancias que participan e intervienen en cada una de las 
etapas del proceso de gestión de la Política Institucional. – Enfoque interno e 
interinstitucional. 



A continuación, se adjunta un cuadro de referencia para la definición de las pobla-
ciones y los grupos beneficiarios: 



Cuadro de referencia para la definición
de poblaciones o grupo beneficiario



Población o grupo 
bene�ciario Situación Actual



Bene�cios
o resultados 
esperados



Indicador



Fuente: Elaboración propia.
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5.	 Alineamiento de la política con los ejes transversales del Plan 
Estratégico Institucional: 



En este apartado se debe señalar y justificar el eje transversal o los ejes transversales, 
del Plan Estratégico Institucional vigente, a los que se encuentra alineada y/o 
contribuye la política institucional. 



6.	 Temas Prioritarios, objetivos, líneas de acción, resultados esperados 
e indicadores de resultados: 



En este apartado se definen los temas, los objetivos, las líneas de acción, los resultados 
esperados y los indicadores de la política institucional con una visión en el largo 
plazo. 



•	 Temas Prioritarios: Son los grandes temas en que se va a concentrar 
la Política, que tienen el fin de guiar y asegurar los esfuerzos y recursos 
institucionales para resolver el problema o tema principal planteado.



•	 Objetivos: Son los logros que espera alcanzar la Política en el largo plazo, 
para mejorar la situación actual de la población beneficiaria. Los objetivos 
responden a la pregunta: ¿Qué debemos lograr en el largo plazo, para resolver 
el problema o temas planteados?



•	 Líneas de acción: Son el planteamiento de las acciones dirigidas al 
cumplimiento de los objetivos generales de la Política. Las líneas de acción 
responden a la pregunta: ¿Cómo vamos a resolver el problema o temas 
planteados?



•	 Resultados esperados: Son los resultados finales que se esperan obtener 
con el cumplimiento de las líneas de acción planteadas. Debe tomarse en cuenta 
la línea base (a partir de las estadísticas e indicadores del diagnóstico) de la 
situación, el comportamiento histórico de estas variables y el impacto que se 
espera producir con la implementación de la Política.
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•	 Indicadores de resultado: Son los instrumentos utilizados para medir 
el cumplimiento de los objetivos y líneas de acción planteadas en la Política. 
Además, responde a la forma de medir los resultados esperados, vinculados 
a los beneficiarios finales. Estos son datos de índole cuantitativo que serán 
monitoreados durante la implementación, el seguimiento y la evaluación de la 
política (este proceso se detallará más adelante). 



7.	 Plan de Acción para la implementación de la Política Institucional: 



El plan de acción está dirigido a la implementación operativa de la Política Institucional, 
por lo que debe contener una visión de corto y mediano plazo. Como sugerencia, 
se recomienda definir el plan de acción con al menos una previsión de dos años en 
adelante. 



Las variables que incluye el plan de acción son los mismos utilizados para los planes 
anuales operativos, que se componen de los siguientes elementos: 



•	 Objetivos operativos . 
•	 Metas Operativas. 
•	 Indicadores operativos . 
•	 Responsables . 
•	 Actividades. 
•	 Coordinaciones.  



El plan de acción propuesto al inicio de la elaboración de la política debe ser 
validado, consensuado y aceptado por las instancias, oficinas y despachos que serán 
responsables operativos del cumplimiento de los objetivos operativos alineados a la 
política institucional. 



No obstante, previo a la formulación de los PAOs cada año, la instancia rectora de 
la política institucional deberá asegurar que el plan de acción haya sido validado, 
consensuado y aceptado por cada instancia involucrada nuevamente, esto por cuanto 
el plan de acción puede tener ajustes o actualizaciones anualmente.
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Posteriormente, la instancia rectora de la política deberá coordinar con la Dirección 
de Planificación, para que se vincule con el Plan Estratégico Institucional vía sistema, 
ya que los compromisos anuales propuestos se cargarían automáticamente, a 
través del Sistema de los Planes Anuales Operativos, a las oficinas responsables de 
implementar las acciones operativas de la política. 



A continuación, se presenta la plantilla que deberán de utilizar para definir el Plan 
de Acción de la Política Institucional:



8.	 Análisis de impacto presupuestario de implementación de la política 
institucional: 



La instancia rectora de la política deberá presentar la estimación presupuestaria por 
año requerida para la implementación de la política institucional, acorde al plan de 
acción definido y a las directrices de formulación presupuestaria. 



Deberán incluirse los recursos necesarios, tanto ordinarios como extraordinarios, 
tales como: recurso humano, equipo y mobiliario, suministros, recursos tecnológicos, 



Plantilla del plan de acción para la implementación de la política institucional
“Nombre de la Política”



OBJETIVO
OPERATIVO



META RESPONSABLE



2019



2020



2021



2022



2023



2024



1.



2.



1.



2.



1.



2.



1.



2.



1.



2.



1.



2.



1.1.



2.1.



1.1.



2.1.



1.1.



2.



1.1.



2.1.



1.1.



2.1.



1.1.



2.1.



1.1.1.



2.1.1.



1.1.1.



2.1.1.



1.1.1.



2.1.1.



1.1.1.



2.1.1.



1.1.1



2.1.1.



1.1.1.



2.1.1.



*



*



*



*



*



*



*



*



*



*



*



*



INDICADOR COORDINACIÓNAÑO ACTIVIDADES



Fuente: Elaboración propia.
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viáticos, etc; que garanticen la sostenibilidad de la Política. Además, debe considerar 
las limitaciones presupuestarias por las que se enfrenta la Institución. 



9.	 Definición del modelo de gestión para la implementación, seguimiento 
y evaluación: 



Este modelo tiene como fin garantizar la implementación efectiva de la Política 
Institucional; por lo tanto, lo que se proponga realizar en cada una de estas 
etapas deberá ser incorporado en el plan de acción, que permite operativizar su 
cumplimiento. 



Es de relevancia que se defina con claridad los roles y responsabilidades de cada 
instancia involucrada en la implementación, seguimiento y evaluación de la política. 



En el apartado Fase III: Implementación y Fase IV: Seguimiento y Evaluación, se 
detallarán los aspectos a considerar en la definición de este modelo de gestión para 
la implementación, seguimiento y evaluación de la política. 



iii.	 Validación y aprobación de la política institucional: 



Para realizar la validación y aprobación de la Política, se debe realizar los siguientes pasos.



Solicita la 
aprobación a la 
Corte Plena, sobre 
la propuesta para la 
elaboración de la 
nueva política 
institucional, 
basado en los 
criterios aprobados. 



Establece si la 
propuesta es de 
interés institucional 
y aprobará o no el 
inicio para la 
elaboración de la 
nueva política.



Elabora la propuesta 
de la nueva 
política institucional, 
según el modelo 
definido y lo remite 
a la Dirección de 
Planificación y la 
Dirección Jurídica. 



PROCESO DE APROBACIÓN DE LAS 
POLÍTICAS INSTITUCIONALES



Revisa que la 
propuesta cumpla 
con la estructura 
estándar definida y 
emite recomenda-
ciones.  



Emite criterio 
jurídico sobre el 
marco legal de la 
propuesta. 



Atiende las 
recomendaciones de 
los órganos técnicos 
y remite propuesta 
actualizada para 
aprobación a la 
Secretaría General 
de la Corte con 
copia a la Dirección 
de Planificación y 
Dirección Jurídica.



Conoce, aprueba, 
y emite las 
recomendaciones 
sobre la propuesta 
de la nueva 
política. 



INSTANCIA O 
COMISIÓN 
INSTITUCIONAL 



CORTE PLENA CORTE PLENA



DIRECCIÓN DE 
PLANIFICACIÓN



DIRECCIÓN 
JURÍDICA



INSTANCIA O 
COMISIÓN 
INSTITUCIONAL 



INSTANCIA O 
COMISIÓN 
INSTITUCIONAL 



1 2 3



4



5 6



Fuente: Elaboración propia.
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Cabe indicar, que el paso 4 se realiza paralelamente, con el fin de no causar retrocesos del 
proceso. En este caso, la Instancia o Comisión Institucional deberá poner en conocimiento 
de la Dirección de Planificación y la Dirección Jurídica, para que estas se manifiesten 
sobre los aspectos técnicos que a cada una le competen, con un plazo prudencial.



Fase 3: Implementación de la política institucional



Una vez aprobada la política institucional por la Corte Plena se deberá iniciar su 
implementación. Esta fase se caracteriza por dar pase a la ejecución de lo definido en el 
plan de acción, cuyos compromisos se verán reflejados de manera automatizada a través del 
Sistema de Formulación y Seguimiento de los Planes Anuales Operativos (Sistema PAO). 



El plan de acción de la política institucional deberá ser validado, consensuado y aceptado 
por las instancias, oficinas y despachos que serán responsables operativos del cumplimiento 
de los objetivos operativos alineados a la política institucional. 



Asimismo, la instancia rectora de la política institucional, previo a la formulación de los 
PAOs cada año, deberá asegurar que el plan de acción haya sido validado, consensuado y 
aceptado por cada instancia involucrada, esto por cuanto el plan de acción puede tener 
ajustes o actualizaciones anuales.



Posteriormente, la instancia rectora de la política deberá coordinar con la Dirección 
de Planificación, para que se vincule con el Plan Estratégico Institucional, por medio del 
Sistema PEI, ya que los compromisos anuales propuestos se cargarían automáticamente, 
a través del Sistema de los Planes Anuales Operativos, a las oficinas responsables de 
implementar las acciones operativas de la política. 



Fase 4: Seguimiento y evaluación
Las instancias responsables, de lo definido en el plan de acción de la política, deberán 
velar por su cumplimiento acorde a las directrices institucionales sobre el seguimiento y 
evaluación de los PAOs. 
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a.	 Seguimiento: 



Corresponde a la forma en que se dará seguimiento a los compromisos establecidos 
en el plan de acción. En este caso, las oficinas destacadas como responsables de 
compromisos establecidos en el plan de acción deberán completar los avances 
en el cumplimiento de las metas planteadas en el Sistema de Formulación y 
Seguimiento de los Planes Anuales Operativos (Sistema PAO). 



Asimismo, la instancia rectora de la Política verificará la información proporcionada 
y tomará las medidas necesarias para que se lleve a cabo la efectiva implementación 
de la Política Institucional.



Por medio de los sistemas informatizados (Sistema PAO y Sistema PEI), se 
podrá llevar a cabo el seguimiento en periodos estratégicos de las políticas 
institucionales, donde se podrá determinar el nivel de avance de una Política de 
acuerdo con sus metas asociadas.



A su vez, se podrá desagregar cada una de las políticas institucionales y determinar 
quiénes son responsables en el cumplimiento, cuáles actividades están asociadas, 
cuántas metas reportan avances, así como su cumplimiento porcentual, entre 
otros.



b.	 Evaluación: 



La instancia rectora de la política debe definir la periodicidad y la frecuencia 
de las evaluaciones a realizar para medir los resultados e impacto esperados 
producto de la implementación de la Política Institucional. 



Como resultado de las evaluaciones, la instancia rectora de la política deberá emitir 
las recomendaciones correspondientes en cuanto a la implementación de esta, hasta el 
cierre o cumplimiento total de sus objetivos. 



No obstante, deberá presentar un informe de seguimiento y evaluación semestral a la 
Dirección de Planificación, en el plazo que lo indique esta instancia, con el fin de velar por 











24



la rendición de cuentas y alineamiento con el Plan Estratégico Institucional de las Políticas 
Institucionales vigentes. 



El enfoque de evaluación debe estar orientado a verificar los resultados de las políticas 
e identificar lecciones aprendidas para las políticas presentes y futuras, de manera que 
su marco metodológico debe estar orientado a cumplir estos objetivos, que puedan ser 
interpretados de una forma clara y concisa, dirigida a la población interna y externa.



La evaluación será entonces un proceso de observación, medición, análisis e interpretación 
de los resultados alcanzados por la implementación de la política institucional, y su utilidad 
se basa en generar insumos para la toma de decisiones de los órganos jerárquicos. 



La metodología de evaluación deberá ir orientada a la verificación de los resultados 
alcanzados a partir del cumplimiento de acciones de la política, que estarán al alcance a 
partir del seguimiento por medio del PEI y los PAO. A partir de lo anterior, se deberá 
generar una evaluación enfocada en los principios de pertinencia, eficiencia, eficacia y 
sostenibilidad, que deberá desarrollar los siguientes aspectos:



a.	 Descripción del objet ivo inicial.



b.	 Descripción del cumplimiento de las acciones planificadas de los involucrados.



c .	 Totalidad de recursos, incluidos (recursos humanos y presupuestarios).



d.	 Resultados obtenidos a part ir de los indicadores establecidos.



e.	 Nivel de cumplimiento en relación con el objet ivo planteado.



f.	 Riesgos y cambios materializados en el proceso de ejecución.



g.	 Percepción de los resultados alcanzados por la población meta. 



h.	 Hallazgos.



i.	 Conclusiones.



j.	 Recomendaciones.
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PROCESO DE GESTIÓN ESTRATÉGICA DE LAS POLÍTICAS INSTITUCIONALES 
(ALINEACIÓN ESTRATÉGICA)



Atiende las 
recomendaciones de 
los órganos técnicos 
y remite propuesta 
actualizada para 
aprobación a la 
Secretaría General 
de la Corte con 
copia a la Dirección 
de Planificación y 
Dirección Jurídica.



INSTANCIA O 
COMISIÓN 
INSTITUCIONAL 



DIRECCIÓN DE 
PLANIFICACIÓN



COMITÉ DE 
PLANEACIÓN 
ESTRATÉGICA



DIRECCIÓN DE 
PLANIFICACIÓN



CORTE PLENA



1 2 3 4 5



Elabora informe 
semestral de evaluación 
de los resultados sobre 
la incidencia de 
ejecución de la política, 
y remitirla a la 
Dirección de 
Planificación. 



Elabora un 
informe-resumen 
semestral de los 
resultados obtenidos de 
la gestión de las políticas 
a nivel institucional y 
presentar al Comité de 
Planeación Estratégica. 



Conoce informe, 
analiza, prioriza y emite 
las recomendaciones 
para la gestión de las 
políticas institucionales. 



Remite informe validado 
por el Comité de 
Planeación Estratégica a 
la Secretaría General de 
la Corte y a las 
instancias involucradas. 



Conoce, aprueba y emite 
las recomendaciones 
sobre el informe 
remitido, donde se 
emiten las líneas 
estratégicas a nivel de 
políticas institucionales.



Según lo aprobado por la Corte Plena las políticas institucionales existentes deberán 
alinear sus planes de acción acorde al modelo de gestión de políticas institucionales, 
según el cronograma de la Dirección de Planificación.



Fuente: Elaboración propia.



Proceso de Gestión Estratégica 
de Políticas Institucionales
(ALINEACIÓN ESTRATÉGICA)



A partir de las evaluaciones anuales que realicen las instancias rectoras de las políticas 
institucionales, que fueron construidas utilizando este modelo; la Dirección de Planificación 
emitirá un informe de seguimiento y evaluación de los resultados obtenidos de la gestión 
de las políticas institucionales semestralmente, con el fin de que sea conocido por el 
Comité de Planeación Estratégica y la Corte Plena para la emisión de las líneas estratégicas 
a nivel de las políticas institucionales, siguiendo así el siguiente proceso de gestión.  



3
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F







�����������������	�
������
��
������������
���
���
�����������������
���������
�����
������
������������������
�������
�������
�������������
�����
����� ����!�
������

���"�#�����$����
�
��	���
���� %��&'(��)�����������
�����
���!�*�������
���������������
���������
������
������
�
������+����������
#
�
�����
��������
������
��������
���
�!�����
��������,#���
��������	���
�
����

��$�
������
��
����&���
�������*�����!�-#���
�
.��
���������

������
�
/�!���

����������
�
�






image2.emf
VB doña Damaris  Documentos.pdf


image11.png
PODER
JUDICIAL

EEEmm—————
Republica de Costa Rica




